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Iniciativas

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 38 BIS DE LA LEY ORGÁNI-
CA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, A CARGO

DEL DIPUTADO SANTIAGO GONZÁLEZ SOTO, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PT

El que suscribe, Santiago González Soto, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo en la
LXVI Legislatura del Congreso de la Unión, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 3,
numeral 1, fracción IX, 6, numeral 1, fracción I, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta soberanía iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se adiciona la fracción
XXXIV al artículo 38 Bis de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, con base en lo siguiente:

Antecedentes

A partir de la administración del presidente Lázaro
Cárdenas de 1934 a 1940. El proyecto nacional fue ini-
ciar el proceso de industrialización. Acorde a lo esta-
blecido en la Constitución Política de México con res-
pecto a la propiedad intelectual Tiene su fundamento
en el artículo 28 de la Constitución de los Estados Uni-
dos Mexicanos y a distintos instrumentos internacio-
nales como: Tratado de la OMPI sobre Derecho de Au-
tor, Tratado de Budapest sobre el Reconocimiento
Internacional del Depósito de Microorganismos a los
fines del procedimiento en Materia de Patentes, Trata-
do de Marrakech para facilitar el acceso a las obras pu-
blicadas a las personas ciegas, con discapacidad visual
o con otras dificultades para acceder al texto impreso,
en los que México ha reiterado su compromiso con el
desarrollo científico y tecnológico, la pertinencia de
esta modificación a la Ley, que implica la creación de
una responsabilidad para la Secretaría mencionada an-
teriormente, se encuentra respaldada.

Exposición de Motivos

La innovación, en la última etapa de su desarrollo, se
convierte en propiedad intelectual; y esta, en el campo
de la economía, se vuelve en uno de los principales de-
tonantes y agentes de la soberanía nacional, pues es el
desarrollo científico y tecnológico el puente para que
los sectores productivos de un país puedan generar

productos de calidad para consumo interno y exporta-
ción, incrementando los ingresos, divisas e incluso re-
galías por la apropiación de dicha tecnología.

En bases sencillas del comercio internacional, la in-
tención siempre será que un país pueda especializarse
en lo que produzca mejor y colaborar con otros en lo
que se genere en un mejor precio y calidad en el ex-
tranjero. En México, por ejemplo, hay múltiples secto-
res que pueden aspirar a una mayor especialización y
producción de calidad, sin embargo, el país continúa
con deficiencias en la cantidad de maquinaria y tecno-
logía necesarias para perseguir estos fines.

Lo anterior ha obligado a México a incrementar sus ín-
dices de importación y a tener que acoplarse a la nor-
matividad y política arancelaria de los países con los
que colabora. En diciembre de 2024, el valor de las
importaciones de mercancías fue de 49 120 millones
de dólares, lo que representó un alza anual de 9.1 por
ciento. Esta tasa fue reflejo de un alza de 63.6 por
ciento en las importaciones de bienes de consumo pe-
troleros (gasolina y gas butano y propano) y de un re-
troceso de 3.1 por ciento en las de bienes de consumo
no petroleros.

Se importaron bienes de uso intermedio por un valor
de 37 mil 62 millones de dólares, nivel superior en
11.5 por ciento al de diciembre de 2023. A su vez, es-
ta cifra se originó de incrementos de 11.9 por ciento en
las importaciones de productos de uso intermedio no
petroleros y de 4.8 por ciento en las de bienes de uso
intermedio petroleros.

Cuando México atravesó por el modelo de sustitución
de importaciones, a mediados del siglo pasado, se vi-
vió una etapa conocida como “el milagro mexicano”,
llamado así por el gran crecimiento del PIB, que llegó
a tazas de 6.6 por ciento anual, en promedio, con una
inflación de 2.2 por ciento. Debido a la poca inflación
al periodo también se le conoce como el desarrollo es-
tabilizador. Las diversas acciones de los gobiernos
posteriores a ese periodo llevaron al final de esa pe-
queña etapa de resplandor, pero muchos de los pre-
ceptos aplicados entonces tendrían vigencia en la ac-
tualidad.

A diferencia de aquellos, hoy en día la propiedad inte-
lectual como concepto ha ocupado un lugar más estra-
tégico y ha adquirido un valor sumamente importante
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en el desarrollo de la nación. Desde el nacimiento de la
Organización Mundial de la Propiedad Intelectual OM-
PI y la puesta en marcha del Sistema Internacional de
Patentes PCT, además del avance de las telecomunica-
ciones, internet y plataformas digitales en este siglo,
los esfuerzos por legislar y garantizar los derechos en
la materia han tenido auge, pero aún no el suficiente.

Es indispensable impulsar reformas para la protección
de los derechos de autor y patentes, dando prioridad a
la innovación, la creatividad y el desarrollo de nuevas
tecnologías. Asimismo, debe promoverse el registro y
protección de todo tipo de tecnología desarrollada por
manos mexicanas en los distintos sectores de produc-
ción.

La relación entre lo expuesto anteriormente consiste
en que es necesario tener este impulso científico y tec-
nológico para que México pueda contar con los instru-
mentos necesarios para aumentar y mejorar su produc-
ción en diversas áreas de productos y servicios,
caminando hacia una economía mucho más soberana,
en la que las utilidades sean repartidas entre las y los
mexicanos, quienes han dedicado su tiempo y esfuer-
zo en los procesos.

Si bien México cuenta con diversos programas que
abrazan los derechos de propiedad intelectual como:
derechos de autor (obras literarias, musicales, artísti-
cas y fotográficas, entre otras) y propiedad industrial
(invenciones y registros). se necesita con urgencia una
entidad que se dedique exclusivamente a la revisión,
evaluación y mejora constante de las estrategias im-
plementadas en el país, por parte de las instancias
competentes, de la misma forma en que otras esferas,
como la seguridad y la economía la tienen.

Esta iniciativa propone que sea a través de la nueva
Secretaría de Ciencia, Humanidades, Tecnología e In-
novación, como la máxima responsable en la materia,
que se constituya una unidad revisora en la protección
y consolidación de la propiedad intelectual mexicana.
Para ello, es necesario añadir la fracción XXXIV al
artículo 38 Bis de la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal, que verse de la siguiente
manera:

A la Secretaría de Ciencias, Humanidades, Tecnología
e Innovación, le corresponde el despacho de los si-
guientes asuntos:

I. a XXXIII. …

XXXIV. Potenciar y proteger la propiedad intelec-
tual mexicana en el reconocimiento de su relevan-
cia para el desarrollo científico, tecnológico y eco-
nómico del país, así como para la soberanía de los
medios de producción. Se encargará de constituir
un órgano con capacidad jurídica para la revisión,
evaluación y mejora constante de las políticas im-
plementadas por las instancias de gobierno encarga-
das de la materia.

En mérito de lo anteriormente expuesto y fundado, se
estima justificada y motivada la emisión del siguiente

Decreto por el que se adiciona una fracción al artí-
culo 38 Bis de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal

Único. Se adiciona la fracción XXXIV al artículo 38
Bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal, para quedar como sigue:

A la Secretaría de Ciencias, Humanidades, Tecnología
e Innovación corresponde el despacho de los siguien-
tes asuntos:

I. a XXXIII. …

XXXIV. Potenciar y proteger la propiedad inte-
lectual mexicana en el reconocimiento de su rele-
vancia para el desarrollo científico, tecnológico y
económico del país, así como para la soberanía
de los medios de producción. Se encargará de
constituir un órgano con capacidad jurídica pa-
ra la revisión, evaluación y mejora constante de
las políticas implementadas por las instancias de
gobierno encargadas de la materia.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las obligaciones que se generen con motivo
de la entrada en vigor del presente decreto se cubrirán
con cargo al presupuesto autorizado para los ejecuto-
res de gasto correspondientes, para el presente ejerci-
cio fiscal y los subsecuentes.
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Tercero. La Secretaría de Ciencias, Humanidades,
Tecnología e Innovación tendrá un plazo de 180 días a
partir de la entrada en vigor del presente decreto para
realizar las adecuaciones y gestionar la creación de la
unidad revisora competente a modo de atender a la
modificación señalada.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 1 de febrero de 2025.

Diputado Santiago González Soto (rúbrica)

QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSI-
CIONES DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN

PÚBLICA FEDERAL, CON EL PROPÓSITO DE CREAR LA SE-
CRETARÍA DE RECURSOS HIDRÁULICOS, A CARGO DEL DI-
PUTADO JESÚS FERNANDO GARCÍA HERNÁNDEZ, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

El suscrito, Jesús Fernando García Hernández, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido del Traba-
jo en la LXVI Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo que dispone el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en relación con los artículos 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración del pleno de esta soberanía iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman, adi-
cionan y derogan diversos artículos de la Ley Orgáni-
ca de la Administración Pública Federal, con el propó-
sito de crear la Secretaría de Recursos Hidráulicos, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La gestión integral de los recursos hídricos constituye
un reto actual de la mayor relevancia para el desarro-
llo sustentable y sostenible de México, dado que este
asunto de la agenda pública presenta desafíos que ha-
cen impostergable su atención inmediata.

De lo contrario, la situación de crisis que ya se tiene en
esta materia se agravará con lamentables consecuen-
cias para la población humana y el buen estado del
medio ambiente.

La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, apro-
bada en 2015 por la Organización de las Naciones
Unidas, sustentada en 17 Objetivos vigentes a partir
del 2016; tiene como propósito intensificar los esfuer-
zos “para poner fin a la pobreza en todas sus formas,
reducir la desigualdad y luchar contra el cambio cli-
mático garantizando, al mismo tiempo, que nadie se
quede atrás”.

El objetivo número 6, titulado “Agua Limpia y Sa-
neamiento”, define que “el agua libre de impurezas
y accesible para todos es parte esencial del mundo en
que queremos vivir”, cuando se precisa que “hay su-
ficiente agua dulce en el planeta para lograr este sue-
ño”.
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Ello, cuando se argumenta que “la escasez de recursos
hídricos, la mala calidad del agua y el saneamiento in-
adecuado influyen negativamente en la seguridad ali-
mentaria, las opciones de medios de subsistencia y las
oportunidades de educación para las familias pobres
en todo el mundo”.

Se fundamenta asimismo que “la sequía afecta a algu-
nos de los países más pobres del mundo, recrudece el
hambre y la desnutrición.”, al estimarse que “para
2050, al menos una de cada cuatro personas probable-
mente viva en un país afectado por escasez crónica y
reiterada de agua dulce”.

El sexto objetivo que busca “garantizar la disponibili-
dad de agua y su gestión sostenible y el saneamiento pa-
ra todos”, refiere que “el acceso al agua potable, el sa-
neamiento y la higiene representan la necesidad humana
más básica para el cuidado de la salud y el bienestar”.

La ONU alerta que “miles de millones de personas no
tendrán acceso a estos servicios básicos en 2030 a me-
nos que se cuadrupliquen los avances”. Enuncia que
“el rápido crecimiento de la población, la urbanización
y las crecientes necesidades en materia de agua de los
sectores agrícola, industrial y energético están provo-
cando un aumento de la demanda de agua”.

“La demanda de agua ha superado el crecimiento de-
mográfico y la mitad de la población mundial actual-
mente sufre una escasez de agua grave durante al me-
nos un mes al año. Se prevé que la escasez de agua
aumente con el incremento de las temperaturas globa-
les, provocado a su vez por el cambio climático”, ad-
vierte el organismo.

Cita que “entre las medidas necesarias para garantizar
el acceso universal al agua potable segura y asequible
de aquí a 2030 se encuentran las inversiones en in-
fraestructuras e instalaciones de saneamiento, la pro-
tección y el restablecimiento de los ecosistemas rela-
cionados con el agua, así como la educación en
materia de higiene”.

Así también, indica que “la mejora del uso eficiente de
los recursos hídricos es una de las claves para reducir
el estrés hídrico”.

La agenda pública en materia de recursos hidráulicos
se sitúa como un asunto de enorme dimensión e im-

portancia, dado los retos que presenta ante una de-
manda creciente del recurso agua. 

Especialistas en el estudio del tema han precisado que
se requieren por ello medidas integrales, para garanti-
zar no sólo la disponibilidad, sino también la suficien-
cia y calidad en el abasto, además del tratamiento ade-
cuado del líquido.

Frente a los retos que la agenda en referencia impone,
dados los requerimientos de suministro y tratamiento
de agua que los asentamientos humanos y las activida-
des productivas habrán de presentar, el sector público
deberá realizar en consecuencia aquellas acciones ne-
cesarias para ello, donde esté presente también la eje-
cución de proyectos de rehabilitación, así como de
construcción y ampliación de la infraestructura corres-
pondiente.

Si bien en el caso particular de México la política en
materia hídrica ha registrado en los años recientes un
incremento en la oferta, que ha garantizado el sumi-
nistro del recurso agua y que se significó por una res-
puesta aceptable a los requerimientos crecientes del
vital líquido; lo es también que ha ocurrido una sobre-
explotación de acuíferos y contaminación de cuerpos
de aguas superficiales y subterráneas, entre otras con-
secuencias.

El sector público reconoce entonces que de cara a los
retos que impone la agenda en referencia, se hace ne-
cesario impulsar la sustentabilidad del recurso agua a
través de un enfoque central, donde las estrategias a
seguir para este propósito sean motivo de evaluación
permanente y se garantice la suficiencia presupuestal
para el financiamiento de la debida gestión; a través de
políticas públicas articuladas.

El diagnóstico contenido en el documento público
“Agenda del Agua 2030”, elaborado por la Comisión
Nacional del Agua y editado por la Secretaría del Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales, resume que “el
país presenta un desequilibrio entre disponibilidad hí-
drica y demanda”, dado que “existen cuencas donde se
utiliza un bajo porcentaje del agua total disponible, y
en otras en que utiliza más de 100 por ciento”.

Revela que “asegurar el abastecimiento de la demanda
de forma sustentable requerirá inversiones del orden
de 306 mil millones de pesos a 2030, que deberán ser
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aportados por los distintos actores que intervienen en
la gestión del agua”.

Expone asimismo que “para asegurar la implementa-
ción de la solución técnica y lograr cuencas y acuífe-
ros en equilibrio, será necesario concentrase en cuatro
líneas de acción”. A saber, “incrementar la moderniza-
ción (revestimiento de canales primarios y secunda-
rios) y la tecnificación en distritos y unidades de riego
hasta el nivel parcelario, continuar con la construcción
de infraestructura para abastecer zonas en crecimiento,
impulsar la eficiencia de los sistemas de agua potable
y saneamiento a través de sectorización y programas
de reparación de fuga, e incrementar el uso de tecno-
logías eficientes en los hogares, comercio y la indus-
tria”.

Se añade que “la desigual disponibilidad del agua en el
territorio nacional, la dinámica poblacional, del des-
arrollo de las actividades económicas, los asentamien-
tos urbanos desordenados, la degradación de las cuen-
cas, la sobreexplotación de los acuíferos y los efectos
de las sequías e inundaciones, constituyen la proble-
mática principal del sector hídrico de México, cuya
tendencia a futuro pone en riesgo la sustentabilidad de
los recursos hídricos”.

“La cobertura universal tanto en abasto de agua como
en alcantarillado y tratamiento son objetivos deseables
y viables de alcanzar en el mediano y largo plazo”,
abunda el estudio cuando revela que, para esto “será
necesario realizar reformas profundas a la organiza-
ción institucional actual, pues además de invertir un
importante volumen de recursos financieros y aplicar-
los con eficiencia; se requiere administrar adecuada-
mente los sistemas, movilizar a todos los actores im-
plicados, desarrollar capacidades suficientes en los
organismos y empresas operadoras; mejorar el marco
legal que actualmente ampara y regula la prestación de
los servicios”, donde impere también “dar un lugar
destacado a los gobiernos estatales y reforzar, tanto a
los municipios como a la institución federal responsa-
ble de la administración nacional de los recursos hí-
dricos, para que, en un marco de responsabilidades
compartidas concurran a resolver los déficits actua-
les”.

Indica además que “en la reforma de los actuales sis-
temas deberá tomarse en cuenta que el sector agua y
saneamiento afronta una grave crisis de sostenibilidad

financiera y operativa”, al fundamentar que “salvo
unas cuantas localidades, generalmente las cabeceras,
de algunos municipios, que han logrado desarrollar
sus correspondientes organismos operadores con mo-
delos operativos y económicos relativamente eficaces
que les han permitido incrementar la cobertura de los
servicios conforme al crecimiento de la población, el
resto de las localidades cuentan con organismos ope-
radores desarticulados, sin autonomía de operación
técnica ni financiera y con fuentes presiones de la po-
blación a la que tienen obligación de servir”.

Respecto a esta situación, refiere que los ingresos de
los organismos operadores “son apenas suficientes pa-
ra cubrir costos básicos de operación, llevar a cabo al-
gunas acciones de mantenimiento correctivo y ejecutar
pequeñas obras y muchas veces no alcanzan a pagar la
electricidad”, además de que “aunado a ello, con fre-
cuencia se sobrexplotan los acuíferos o los contaminan
debido al ineficiente uso del agua, a la disposición in-
adecuada de la basura y los desechos, y a la descarga
de sus aguas residuales sin el tratamiento necesario”.

Ante tales circunstancias, se hace necesario “contar
con un marco jurídico y financiero que permita, tanto
el desarrollo de la infraestructura hidráulica necesaria,
como su correcta operación, para lograr que se presten
servicios eficientes de agua potable, drenaje, trata-
miento y disposición de sus aguas residuales”, postula
el documento; al resaltar que el propósito tiene como
fin, “garantizar la salud y elevar el nivel de bienestar
de la población”.

Al hablar de subsidiariedad, en el documento se men-
ciona que “dentro del marco de sus atribuciones lega-
les, las autoridades de los tres órdenes de gobierno de-
ben evaluar permanentemente la disposición y la
capacidad de autocontrol de los usuarios y de los or-
ganismos encargados de la gestión o de la prestación
de servicios, fomentar las conductas sustentables y el
desarrollo de las capacidades de gestión”. Inclusive y
de ser necesario, “intervenir temporalmente en aque-
llos casos en que la instancia responsable carezca de
las capacidades para cumplir con su responsabilidad
en la administración de los recursos hídricos y en la
provisión de servicios a los particulares”.

Particularmente preciso cuando se analizan los aspec-
tos en materia de inversión y financiamiento, el diag-
nostico fundamenta que “un factor determinante para
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hacer realidad la visión de la Agenda del Agua que sig-
nifica ríos limpios, cuencas y acuíferos en equilibrio,
cobertura universal de agua potable y alcantarillado, y
asentamientos seguros frente a inundaciones catastró-
ficas, así como mantener y operar la infraestructura hi-
dráulica del país, y llevar a cabo las acciones de go-
bierno del agua, es asegurar en los próximos años la
continuidad y la disponibilidad de la asignación y apli-
cación de los recursos económicos requeridos”.

Se puntualiza incluso que “el diseño e instrumentación
de programas de financiamiento debe contribuir con
claridad y eficiencia al cumplimiento de los objetivos
estratégicos de la Agenda 2030, así como a realizar el
fortalecimiento institucional del sector a través de las
acciones de gobierno del agua, incluyendo los referen-
tes a la capacidad técnica, administrativa y de utiliza-
ción de tecnología”.

Se advierte además que de “no realizar las acciones
que se plasman en la Agenda del Agua, implicaría que
en el año 2030 se tendría una demanda no satisfecha
aproximada de 18 mil millones de metros cúbicos”,
donde “la existencia de esta brecha futura implicaría
actividades productivas que no podrían realizarse por
la falta de agua”.

En el documento se precisa puntualmente que “los
desafíos del agua son grandes y complejos, pero supe-
rables, si actuamos con determinación y unidad y si el
esfuerzo se despliega de forma consistente y continua-
da”. Indica que para este propósito “tenemos que su-
mar voluntades, capacidades y recursos”; respecto de
lo cual “tenemos que cambiar nuestro modo tradicio-
nal de relacionarnos con el agua; no podemos seguirla
viendo como un recurso inagotable, sino como un bien
escaso y costoso que es necesario manejar responsa-
blemente para nuestro beneficio y para el de las futu-
ras generaciones”.

Una segunda publicación, titulada “Agenda del Agua
2030, avances y logros de 2012”, elaborado por la
misma Conagua y editado también por la Semarnat,
precisa que “los desafíos que impone el agua a largo
plazo son grandes y complejos, pero son superables si
se actúa con determinación, compromiso y de forma
consistente y continuada”.

Se expone asimismo que “el agua no puede seguir
siendo vista como un recurso inagotable, porque ya es,

y lo será mayormente en el futuro, un bien escaso y
costoso que se debe manejar responsablemente como
elemento de vida y para beneficio de las actuales y fu-
turas generaciones”.

El documento abunda al respecto que “se requieren in-
versiones anuales en promedio superiores a los 50 mil
millones de pesos para actuar principalmente en medi-
das que aumenten la eficiencia de los usos agrícola y
público urbano” y advierte que de “no actuar implica
crecientes costos de oportunidad por demanda indus-
trial no satisfecha que alcanzarían órdenes de magni-
tud de 1.5 billones de pesos anuales al 2030”.

Enunciado lo anterior, el estudio a cargo de la Cona-
gua expone que “el dinero no es la única dificultad por
superar ni la más compleja, la mayoría de las iniciati-
vas tienen que ver con la reasignación de atribuciones
legales, el desarrollo de capacidades y la instrumenta-
ción de incentivos para fortalecer el Sistema Nacional
de Gestión del Agua en sus ámbitos nacional y regio-
nal”. En virtud de lo cual “se requiere formular y des-
plegar la estrategia nacional de ordenamiento territo-
rial, para lo cual se propone la unificación en una sola
Secretaría de Estado de las atribuciones que en esta
materia están dispersas en cuatro dependencias”.

Así cobra importancia la propuesta de que sea creada
nuevamente la Secretaría de Recursos Hidráulicos, co-
mo un ente de la administración pública federal que,
con la calidad de ese rango y desde la visión de un
mando institucional único, dará un tratamiento inte-
gral a los asuntos en materia hídrica.

Voces diversas y autorizadas han expresado que con la
creación de la Secretaría de Recursos Hidráulicos se
dejaría de lado una visión meramente administrativis-
ta, toda vez que es de estimarse que la nueva depen-
dencia habría de contar con mayores facultades; lo
cual significaría la recuperación y aplicación de una
efectiva política en la materia. Una necesidad impe-
rante ahora que en el país la disponibilidad del recur-
so hídrico presenta una desigual distribución regional
y estacional.

Dada su importancia, el asunto enunciado requiere de
una gestión integral, cuyo objetivo prioritario esté en
alcanzar una mejor administración, desde un óptimo
consumo, uso y aprovechamiento del agua en todas las
vertientes del proceso productivo; desde el suministro
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hasta el saneamiento que garantice la sustentabilidad y
sostenibilidad de este recurso.

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman, adicionan y dero-
gan diversos artículos de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal

Único. Se reforman las fracciones IX, X, XI, XII,
XIII, XIV, XV, XVI, XVII, XVIII, XIX, XX, XXI y
XXII del artículo 26, así como II, IV, V, XIV y XXXIX
del artículo 32 Bis; se adicionan el artículo 32 Ter y la
fracción XXIII al artículo 26; y se derogan las frac-
ciones XXIII, XXIV, XXV, XXVI, XXVII, XXVIII,
XXIX, XXX y XXXI del artículo 32 Bis de la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal, para que-
dar como sigue:

Artículo 26. …

I. a VIII. …

IX. Secretaría de Recursos Hidráulicos;

X. Secretaría de Energía;

XI. Secretaría de Economía;

XII. Secretaría de Agricultura y Desarrollo Ru-
ral;

XIII. Secretaría de Infraestructura, Comunica-
ciones y Transportes;

XIV. Secretaría Anticorrupción y Buen Gobier-
no;

XV. Secretaría de Educación Pública;

XVI. Secretaría de Ciencia, Humanidades, Tec-
nología e Innovación;

XVII. Secretaría de Salud;

XVIII. Secretaría del Trabajo y Previsión Social;

XIX. Secretaría de Desarrollo Agrario, Territo-
rial y Urbano;

XX. Secretaría de Cultura;

XXI. Secretaría de Turismo;

XXII. Secretaría de las Mujeres; y

XXIII. Agencia de Transformación Digital y Te-
lecomunicaciones.

Artículo 32 Bis. …

I. …

II. Formular, conducir y evaluar la política en
materia de recursos naturales, siempre que no
estén encomendados expresamente a otra depen-
dencia; así como en materia de ecología, sanea-
miento ambiental, regulación ambiental del des-
arrollo urbano y de la actividad pesquera, con la
participación que corresponda a otras depen-
dencias y entidades;

III. …

IV. Establecer, con la participación que corres-
ponda a otras dependencias y a las autoridades
estatales y municipales, normas oficiales mexica-
nas sobre la preservación y restauración de la
calidad del medio ambiente; sobre los ecosiste-
mas naturales; sobre el aprovechamiento susten-
table de los recursos naturales y de la flora y fau-
na silvestre, terrestre y acuática; y en materia
minera; y sobre materiales peligrosos y residuos
sólidos y peligrosos, así como establecer otras
disposiciones administrativas de carácter gene-
ral en estas materias y otras de su competencia,
para la interpretación y aplicación de las normas
oficiales mexicanas;

V. Vigilar, promover y estimular, en coordina-
ción con las autoridades federales, estatales y
municipales, el cumplimiento de las leyes, nor-
mas oficiales mexicanas, programas relaciona-
dos con recursos naturales, medio ambiente,
bosques y demás materias competencia de la Se-
cretaría, así como, en su caso, iniciar los proce-
dimientos de inspección respectivos, imponer las
sanciones y ordenar las medidas de seguridad
que resulten procedentes;
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VI. a XIII. …

XIV. Evaluar la calidad del ambiente y estable-
cer y promover el sistema de información am-
biental, que incluirá los sistemas de monitoreo
atmosférico, de suelos de jurisdicción federal, y
los inventarios de recursos naturales y de pobla-
ción de fauna silvestre, con la cooperación de las
autoridades federales, estatales y municipales,
las instituciones de investigación y educación su-
perior, y las dependencias y entidades que co-
rrespondan;

XV. a XXII. …

XXIII. (Se deroga)

XXIV. (Se deroga)

XXV. (Se deroga)

XXVI. (Se deroga)

XXVII. (Se deroga)

XXVIII. (Se deroga)

XXIX. (Se deroga)

XXX. (Se deroga)

XXXI. (Se deroga)

XXXII. a XXXVIII. …

XXXIX. Otorgar contratos, concesiones, licen-
cias, permisos, autorizaciones, asignaciones, y
reconocer derechos, según corresponda, en ma-
teria forestal, ecológica, explotación de la flora y
fauna silvestres, y sobre playas, zona federal ma-
rítimo terrestre y terrenos ganados al mar;

XL. a XLII. …

Artículo 32 Ter. A la Secretaría de Recursos Hi-
dráulicos corresponde el despacho de los siguientes
asuntos:

I. Formular, evaluar y dar seguimiento a la polí-
tica hídrica nacional;

II. Conducir la política nacional en materia de
recursos hidráulicos;

III. Evaluar la calidad y cantidad de los recursos
hidráulicos;

IV. Elaborar, promover y difundir las tecnologí-
as y formas de uso que se requieran para el
aprovechamiento sustentable de los recursos hi-
dráulicos;

V. Administrar, regular el uso y promover el
aprovechamiento con sustentabilidad de los re-
cursos hidráulicos;

VI. Concertar acciones e inversiones con los sec-
tores social y privado para la protección de los
recursos hidráulicos;

VII. Coordinar, concertar y ejecutar proyectos
de formación, capacitación y actualización ten-
diente a mejorar la capacidad de gestión y el uso
sustentable de los recursos hidráulicos;

VIII. Otorgar contratos, concesiones, licencias,
permisos, autorizaciones, asignaciones, así como
reconocer derechos en materia de recursos hi-
dráulicos;

IX. Fomentar el desarrollo de los sistemas de
agua potable, drenaje, alcantarillado y trata-
miento de aguas residuales a cargo de las autori-
dades del ámbito local, brindando a éstas apoyo
técnico;

X. Establecer, con la participación que corres-
ponda a otras dependencias y a las autoridades
de los ámbitos estatal y municipales, normas ofi-
ciales mexicanas sobre la preservación y restau-
ración de la calidad de los recursos hidráulicos;

XI. Diseñar y operar con la participación que co-
rresponda a otras dependencias y entidades, los
mecanismos para la adopción de instrumentos
económicos requeridos para la protección y con-
servación de los recursos hidráulicos;

XII. Administrar, controlar y reglamentar el
aprovechamiento de cuencas hidráulicas, vasos,
manantiales y aguas de propiedad nacional, y de
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las zonas federales correspondientes, excluyendo
aquello que se atribuya expresamente a otra de-
pendencia;

XIII. Establecer y vigilar el cumplimiento de las
condiciones determinadas para las descargas de
aguas residuales, sean de jurisdicción federal, es-
tatal y municipal;

XIV. Coordinar con la Secretaría de Educación
Pública acciones para el fortalecimiento de los
contenidos de planes y programas de estudios en
materia de protección y conservación de los re-
cursos hidráulicos;

XV. Dirigir los estudios, trabajos y servicios me-
teorológicos, climatológicos, hidrológicos y geo-
hidrológicos, además del sistema meteorológico
nacional, y participar en los convenios interna-
cionales sobre la materia;

XVI. Organizar, dirigir y reglamentar en cuer-
pos de agua, tanto superficiales como subterrá-
neos, los trabajos de hidrología que correspon-
dan;

XVII. Controlar los ríos y demás corrientes y re-
alizar la ejecución de las obras de defensa contra
inundaciones;

XVIII. Promover el ordenamiento en materia de
recursos hidráulicos dentro del territorio nacio-
nal, con la participación de los particulares y la
debida coordinación de las autoridades de los
ámbitos federal, estatal y municipal;

XIX. Estudiar, proyectar, construir y conservar,
con la participación que corresponda a la Secreta-
ría de Agricultura y Desarrollo Rural, a los gobier-
nos de los estados y de los municipios, las obras de
riego, desecación, drenaje, defensa y mejoramiento
de terrenos y las de pequeña irrigación,

XX. Promover y, en su caso, ejecutar y operar las
obras de infraestructura y los servicios necesa-
rios para el mejoramiento de la calidad del agua
en las cuencas;

XXI. Impulsar con los organismos de promoción
de la cultura y los medios de comunicación so-

cial, iniciativas tendentes a la formación de acti-
tudes y valores para la protección de los recursos
hidráulicos;

XXII. Estimular que las instituciones de educa-
ción superior y los centros de investigación lle-
ven a cabo programas para la formación de es-
pecialistas, proporcionen conocimientos e
impulsen la investigación científica y tecnológica
en materia de recursos hidráulicos;

XXIII. Proponer a la Secretaría de Relaciones
Exteriores la celebración de tratados y acuerdos
internacionales en tales materias;

XXIV. Intervenir en foros internacionales res-
pecto de las materias competencia de la Secreta-
ría, con la correspondiente participación de la
Secretaría de Relaciones Exteriores;

XXV. Ejecutar las obras hidráulicas derivadas
de tratados y acuerdos internacionales;

XXVI. Organizar y manejar la explotación de
los sistemas nacionales de riego, con la debida
participación de los usuarios, en los términos
que determinen las leyes y reglamentos;

XXVII. Vigilar en coordinación con las autori-
dades del ámbito federal, estatal y municipal, el
cumplimiento de las leyes, las normas oficiales
mexicanas y los programas en y relacionados con
la materia de recursos hidráulicos;

XXVIII. Promover la participación social, así co-
mo de la comunidad científica en la formulación,
aplicación y vigilancia de las políticas públicas
en materia de recursos hidráulicos;

XXIX. Participar en la dotación de agua a los
centros de población e industrias;

XXX. Programar, proyectar, construir, adminis-
trar, operar y conservar por sí, o por medio del
otorgamiento de la asignación o concesión que
en su caso se requiera, aquellas obras y servicios
necesarios para la captación, potabilización, tra-
tamiento, conducción y suministro de aguas de
jurisdicción federal;
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XXXI. Participar con la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público en la determinación de los cri-
terios generales para el establecimiento de los es-
tímulos fiscales y financieros necesarios para el
aprovechamiento sustentable de los recursos hí-
dricos;

XXXII. Imponer las sanciones que procedan
cuando ocurra la violación a disposiciones lega-
les específicas en materia de recursos hidráuli-
cos;

XXXIII. Llevar a cabo la administración del sis-
tema hidrológico del valle de México;

XXXIV. Los demás que le atribuyan expresa-
mente las leyes y reglamentos.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las menciones contenidas en otras leyes,
reglamentos y, en general, cualquier disposición res-
pecto de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, cuyas atribuciones en materia de recursos
hidráulicos se derogan por virtud de este decreto, se
entenderán referidas a la Secretaría de Recursos Hi-
dráulicos.

Tercero. El titular del Poder Ejecutivo Federal, por
conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, enviará a la Cámara de Diputados la propuesta
presupuestal que corresponda al despacho de la Secre-
taría de Recursos Hidráulicos.

Cuarto. El titular del Poder Ejecutivo Federal instrui-
rá el traspaso de personal, recursos financieros, mate-
riales, bienes inmuebles, archivos y expedientes de la
Comisión Nacional del Agua que correspondan a la
Secretaría de Recursos Hidráulicos, en un plazo que
correrá a partir de la entrada en vigor del presente de-
creto y hasta que entre en funciones la nueva depen-
dencia.

Quinto. La Secretaría de Recursos Hidráulicos entra-
rá en funciones a partir del ejercicio presupuestal de
2026.

Fuentes de consulta

https://www.un.org/es/impacto-académico/page/objetivos-de-des-

arrollo-sostenible

Documento: Agenda del Agua 2030, Comisión Nacional del Agua,

c h r o m e -

extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https://unstats.un.

org/unsd/envaccounting/ceea/archive/Water/SGP-3-11Cuaderni-

llo-Agenda-del-Agua2030.pdf

Documento: Agenda del Agua 2030 Avances y logros 2012, chro-

m e -

extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https://www.cona-

gua.gob.mx/CONAGUA07/Publicaciones/Publicaciones/SGP-10-

12baja.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 1 de febrero de 2025.

Diputado Jesús Fernando García Hernández (rúbrica)

QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES A LA LEY FEDE-
RAL DE PRODUCCIÓN, CERTIFICACIÓN Y COMERCIO DE

SEMILLAS, CON EL PROPÓSITO DE FORTALECER LA PRO-
DUCTIVIDAD Y AUTOSUFICIENCIA ALIMENTARIA EN EL

CAMPO, A CARGO DEL DIPUTADO JESÚS FERNANDO GAR-
CÍA HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

El suscrito, Jesús Fernando García Hernández, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido del Traba-
jo en la LXVI Legislatura, con fundamento en lo que
dispone el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación
con los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración del pleno de
esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el
que se adiciona el capítulo III Bis a la Ley Federal de
Producción, Certificación y Comercio de Semillas,
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con el propósito de fortalecer la productividad y auto-
suficiencia alimentaria en el campo, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

“La soberanía alimentaria seguirá siendo el eje rec-
tor de nuestra política para el campo”, anunció la
presidente de México, Claudia Sheinbaum Pardo, al
revelar asimismo que será creada una empresa na-
cional, cuyo objetivo estará en “producir semillas
de alta calidad”.

Lo anterior fue precisado por la mandataria en su men-
saje al pueblo de México, ocurrido el día 01 de octu-
bre del año pasado, donde enumeró los compromisos
de su gobierno. Uno de estos, el denominado repúbli-
ca rural justa y soberana, en cuyo marco manifestó
además que será garantizada “la autosuficiencia del
maíz blanco libre de transgénicos, desde la producción
hasta el consumo”.

En tanto, la Organización de las Naciones Unidas pa-
ra la Alimentación y la Agricultura ha sostenido que
“las semillas son la base principal para el sustento hu-
mano”, al ser estos insumos “depositarias del poten-
cial genético de las especies agrícolas y sus variedades
resultantes de la mejora continua y l selección a través
del tiempo”.

El organismo enuncia que “la mejora de los cultivos y
el suministro de semillas y materiales de siembra de
alta calidad de variedades seleccionadas para los pro-
ductores son necesarios para garantizar una mejor pro-
ducción agrícola y satisfacer los crecientes desafíos
ambientales”. Es así, argumenta, que “la seguridad ali-
mentaria depende de la seguridad de las semillas de las
comunidades agrícolas”.

Así, conforme a las actividades prioritarias contenidas
en el Segundo Plan de Acción Mundial, la FAO brinda
ayuda a los países miembros en lo que es la realización
de actividades como el fortalecimiento de los progra-
mas de producción de semillas, donde está incluida la
multiplicación de estos insumos de primera generación,
donde son tomadas “en cuenta las ventajas comparati-
vas de los sectores público y privado de semillas”.

Una siguiente actividad clave está en “fortalecer las
asociaciones nacionales de semillas y apoyar la apari-

ción de empresas locales privadas de semillas que par-
ticipen en su producción y distribución a través de un
mejor acceso a nuevas variedades, actividades de cre-
ación de capacidad y planes de crédito adecuados”.

Es propósito de una actividad adicional, “fortalecer la
capacidad de los agricultores en la multiplicación de
semillas con el fin de mejorar la calidad de las semi-
llas producidas en el sector informal, en particular en
la transición de la emergencia a las actividades de des-
arrollo y donde no existe un sector privado”.

La FAO determina asimismo “promover actividades
que aporten valor añadido en el ámbito local como
forma de diversificar los ingresos de los agricultores y
estimular la demanda de semillas”, así como el “forta-
lecer los programas de sistemas de semillas comunita-
rios para mejorar los conocimientos y habilidades de
los agricultores relacionados con las variedades y se-
millas”. 

La participación directa del sector público en la pro-
ducción, certificación y comercio de semillas, es me-
dida necesaria para impulsar con sentido nacionalista
la autosuficiencia y soberanía alimentaria, de manera
que se abata la brecha entre los volúmenes de exporta-
ción e importación de alimentos; para contribuir ade-
más a revertir la descapitalización que vive el campo
mexicano, debido a la aplicación de políticas públicas
ineficientes.

Es de reconocerse así la creación de la Estrategia de
Autosuficiencia Alimentaria, impulsada por la anterior
gestión de la administración pública federal, la cual se
determinó con el propósito de lograr precisamente un
abasto alimentario propio, con un sector rural produc-
tivo y competitivo; para así dejar de estar sujetos a los
embates recurrentes que suponen las fluctuaciones del
mercado mundial agropecuario.

En el propósito de alcanzar un sistema agroalimenta-
rio justo, saludable y sustentable, el Gobierno de la
República ha reconocido en su momento que “la de-
pendencia alimentaria, ha traído la descapitalización
de los productores, pobreza, migración, debilitamien-
to de la cohesión social, familiar y comunitaria, mala
nutrición y condiciones para el crecimiento de las ac-
tividades ilícitas y de violencia en el campo mexica-
no”.
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Así, la administración anterior impulsó el nuevo mo-
delo de productividad en el campo, poniendo en el
centro a los productores rurales, de forma tal que estos
actores accedan a un desarrollo pleno, como un legíti-
mo derecho, dado que es el primer eslabón del proce-
so necesario para llevar a México a la anhelada auto-
suficiencia alimentaria.

Vale reiterar que la estrategia para este propósito des-
cansó en un conjunto de acciones, bajo una coordina-
ción de trabajo entre todas las instituciones del sector
rural, donde la participación de los protagonistas di-
rectos fue fundamental. Se revalorizó en principio los
sistemas productivos tradicionales, anticipando cual
era la demanda de aquellos productos en los que nues-
tra nación es aún deficitaria. Hubo en ello un objetivo
central: alcanzar niveles de productividad tal que lle-
ven a un sistema alimentario suficiente.

Para el cumplimiento de los propósitos de la estrategia
en comento, se consideró entre otras medidas; dismi-
nuir la importación de semillas e insumos diversos pa-
ra el campo, cuyo costo ha hecho poco rentable el cul-
tivo de la tierra, el cual además ha estado sujeto al
comportamiento de los precios de los productos agrí-
colas en el mercado internacional.

El Programa Nacional de Semillas del anterior sexenio
de gobierno argumentó que “la regionalización que
tiene México en la agricultura ha hecho que la adop-
ción de semilla sea de manera desigual”, donde “el
norte y occidente del país con buenas condiciones pa-
ra la producción, cuenta con una cobertura importante
de la superficie con uso de semilla mejorada, la cual se
va reduciendo conforme nos dirigimos al sur”.

El diagnostico respectivo exponía asimismo que “el
sector semillero se compone de diversos tipos de pro-
ductores de semillas: las empresas transnacionales que
producen y comercializan variedades generadas por
ellos mismos; empresas productoras de semillas nacio-
nales medianas con programas de investigación y des-
arrollo que producen y comercializan sus propios ma-
teriales; empresas productoras de semillas nacionales
pequeñas que producen y comercializan semilla para
nichos específicos de producción con materiales de ins-
tituciones de investigación”. Citaba también “una red
de empresas que no producen semillas” no obstante lo
cual; “actúan como comercializadoras o distribuidoras
de las semillas de otras empresas productoras”.

Indicaba que “actualmente en el país existe una super-
ficie importante que no ha adoptado el uso de semilla
de variedades mejoradas, debido a varios factores que
han limitado la adopción”. Mencionaba “por un lado,
la cultura y tradición de los agricultores para el uso de
semilla nativa, y por el otro, la falta de variedades me-
joradas adaptadas que respondan a las necesidades re-
ales de los agricultores y la falta de recursos económi-
cos para la adquisición de semilla y de aplicación de
un paquete tecnológico adecuado”.

Enunciaba además que “uno de los factores que se ha
observado que limita la innovación de nuevas varieda-
des, es la falta de conocimiento por parte del agricul-
tor de las variedades mejoradas más convenientes pa-
ra su región, así como el paquete tecnológico a
implementar para desarrollar el potencial de la varie-
dad”.

El diagnostico abundaba “que desde hace algunos
años se ha observado que la oferta de semillas de nue-
vas variedades se encuentra rezagada”, dado que “las
instituciones de investigación pública tardan muchos
años en producir semilla suficiente de variedades nue-
vas, por cuestiones de difusión de la nueva variedad,
por el proceso propio de la producción de semilla, por
la limitada capacidad de producción de semilla básica
y por la búsqueda de empresas productoras de semillas
interesadas”. Por ello, refería como necesario que “se
requiere un programa de semillas a nivel estatal y re-
gional acorde a las necesidades del agricultor”.

Frente al panorama expuesto, se informó que el Pro-
grama Nacional de Semillas estaría en estimular la in-
vestigación, innovación, producción y certificación de
semillas de calidad para la atención del desarrollo de
todas las regiones y tipos de cultivos en el territorio
nacional, “contribuyendo con ello al nuevo modelo de
desarrollo en la transición hacia la autosuficiencia ali-
mentaria y rescate al campo, fortaleciendo la autosufi-
ciencia en la producción de semillas, insumo funda-
mental para la producción interna de alimentos, en
particular de los granos básicos; maíz, frijol, trigo ha-
rinero y arroz”.

Está el reconocimiento público de que “la producción
de semilla en México históricamente se ha desarrolla-
do de manera dispareja entre las diferentes regiones
del país”, donde “las regiones centro y norte producen
96 por ciento de la semilla que se certifica, con muy
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poca participación de las regiones del sur y sureste del
país, lo que ha impactado de manera negativa en el
desarrollo de la agricultura en esas regiones”.

Así, el programa definía como una de sus prioridades
el implementar “un modelo en el que las semillas me-
joradas lleguen al productor agrícola” al destacar que
“la importancia del uso de semillas mejoradas reside
en que, no sólo genera valor para el agricultor, sino
que mejora su competitividad y rentabilidad, a través
del incremento de rendimiento y productividad que se
traduce en aumentar la producción agrícola para satis-
facer las demandas alimenticias del país”.

El documento ha señalado la necesidad e importancia
de “promover y fomentar la investigación y desarrollo
tecnológico de semillas de nuevas variedades mejora-
das bajo criterios de sustentabilidad y utilizando técni-
cas novedosas; impulsar la conservación y aprovecha-
miento de los recursos fitogenéticos para la
alimentación y la agricultura, desarrollando sistemas
locales y regionales de producción de semilla nativa;
apoyar el acceso de los pequeños productores a semi-
llas de nuevas variedades mejoradas y brindarles ca-
pacitación y asistencia técnica para que logren el me-
jor aprovechamiento de este insumo estratégico para la
producción agrícola”, amén de “fortalecer las institu-
ciones de gobierno, tanto regulatorias como operati-
vas, que garanticen las mejores condiciones para im-
pulsar la investigación, producción, comercialización
y acceso de semillas certificadas, respetando y cum-
pliendo el marco jurídico y normativo aplicable”.

Dados los argumentos, la presente iniciativa propone
crear de nueva cuenta la Productora Nacional de Se-
millas, de suerte que sea un organismo público que
efectivamente garantice la producción, certificación,
calificación y comercialización de estos insumos; con
el objetivo de favorecer la capitalización de los pro-
ductores agrícolas primarios.

La medida contribuiría seguramente a garantizar el
abasto de semillas de variedades mejoradas a precios
competitivos para los productores nacionales, como
una acción pública nacionalista para fomentar la pro-
ductividad y sustentabilidad del campo mexicano, de
suerte que se impulse la autosuficiencia en este rubro.

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona el capítulo III Bis a
la Ley Federal de Producción, Certificación y Co-
mercio de Semillas

Único. Se adiciona el capítulo III Bis a la Ley Fede-
ral de Producción, Certificación y Comercio de Semi-
llas, para quedar como sigue:

Capítulo III Bis
De la Producción de Semillas

Artículo 17 Bis. Se crea el organismo público descen-
tralizado denominado “Productora Nacional de Semi-
llas”, el cual contará con personalidad y patrimonio
propios.

Artículo 17 Bis 1. La Productora Nacional de Semi-
llas tiene como propósito oficial impulsar la produc-
ción y utilización de semillas certificadas de varieda-
des de plantas mejoradas.

Artículo 17 Bis 2. La Productora Nacional de Semillas
producirá, beneficiará, distribuirá y enajenará las semi-
llas que correspondan a los cultivos que en razón de la
demanda y de sus posibilidades económicas le enco-
miende la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural.

Artículo 17 Bis 3. La Productora Nacional de Semi-
llas establecerá y operará campos destinados a la pro-
ducción de semillas básicas y registradas, así como zo-
nas de producción de semillas certificadas, plantas
industriales para el beneficio de semillas y zonas de
distribución para venta.

Artículo 17 Bis 4. La Productora Nacional de Semi-
llas será responsable de gestionar el financiamiento
que requieran sus programas de producción, beneficio,
distribución y venta de semillas.

Artículo 17 Bis 5. En acuerdo con la Secretaría de
Agricultura y Desarrollo Rural, la Productora Nacio-
nal de Semillas producirá de manera directa o median-
te la contratación con particulares, las semillas certifi-
cadas de los cultivos de mayor interés para el
desarrollo nacional y el bienestar social.

Artículo 17 Bis 6. Para el cumplimiento de su propó-
sito, la Productora Nacional de Semillas normará sus
acciones de conformidad con el Servicio Nacional de
Inspección y Certificación de Semillas.
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Productora Nacional de Semillas dispon-
drá para su funcionamiento de un patrimonio que esta-
rá integrado con los bienes inmuebles, muebles, subsi-
dios, donaciones, créditos, fideicomisos y presupuesto
que se destinen a su propósito oficial.

Tercero. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
determinará y autorizará a propuesta de la Secretaría
de Agricultura y Desarrollo Rural el subsidio que la
Productora Nacional de Semillas requiera para el ini-
cio de sus funciones.

Cuarto. Al frente de la Productora Nacional de Semi-
llas estará un director general, quien será designado
por el secretario de Agricultura y Desarrollo Rural.

Quinto. El funcionamiento de la Productora Nacional
de Semillas se sujetará a lo que disponga su reglamen-
to interior.

Fuentes de consulta

https://www.fao.org/seeds/es/#:~:text=Función%20de%20la%20F

AO%20en,asistencia%20técnica%20y%20la%20concienciación

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5608920&fe-

cha=28%2F12%2F2020

Foro Competitividad agropecuaria, Colegio de Ingenieros Agró-

nomos de Sinaloa, Universidad Autónoma de Occidente, Unidad

Culiacán, 23 de noviembre de 2018. Ponencia “Competitividad

agrícola”, subsistema Producción de Semillas. Ponente: Doctor Jo-

sé Ramírez Villapudua.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 1 de febrero de 2025.

Diputado Jesús Fernando García Hernández (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 35 DE LA LEY ORGÁNICA DE

LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, CON EL PROPÓ-
SITO DE DETERMINAR EN LA LEGISLACIÓN EL TÉRMINO

“EXTENSIONISMO” COMO PRÁCTICA INSTITUCIONAL DE

APOYO PÚBLICO PERMANENTE A LOS PRODUCTORES DEL

SECTOR RURAL E IMPULSAR ASÍ PROCESOS DE DESARRO-
LLO SOCIAL SOSTENIBLE, A CARGO DEL DIPUTADO JESÚS

FERNANDO GARCÍA HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PT

El suscrito, Jesús Fernando García Hernández, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido del Traba-
jo en la LXVI Legislatura, con fundamento en lo que
dispone el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación
con los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración del pleno de
esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma la fracción VII del artículo 35 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, con el
propósito de determinar en la legislación el término
extensionismo, como práctica institucional de apoyo
público permanente a los productores del sector rural
e impulsar así procesos de desarrollo social sostenible,
con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La Organización de las Naciones Unidas para la Ali-
mentación y la Agricultura ha precisado que “los sis-
temas de investigación y extensión agrícolas son fun-
damentales para liberar el potencial de la innovación
agrícola y lograr los Objetivos de Desarrollo Sosteni-
ble”, donde los servicios en esta materia “son esen-
ciales para aumentar la productividad y el desarrollo
de la cadena de valor agropecuario y para promover
el crecimiento agropecuario sostenible y aliviar la
pobreza”.

Respecto a ello, el organismo cita que “en los países
en desarrollo, la innovación puede abordar la mayoría
de los desafíos relacionados con la agricultura y la or-
denación de los recursos naturales”. No obstante, ma-
nifiesta que “muchos países en desarrollo no tienen re-
cursos suficientes para desarrollar adecuadamente su
capacidad de innovación”.

Agrega que “las actividades de las instituciones de in-
vestigación agrícola suelen verse afectadas por la es-
casez de inversiones y la deficiente gestión financie-
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ra”, tanto “como por las limitaciones de las estrategias
de transferencia de tecnología”.

El organismo ha dicho que trabaja “para desarrollar un
entorno propicio y mejorar las instituciones nacionales
de investigación agrícola y los servicios rurales de ex-
tensión, propiciando asesoramiento sobre políticas y
asistencia técnica a los países miembros, mediante la
promoción de estudios, diálogo sobre políticas, redes y
asociaciones a todos los niveles, así como apoyando el
desarrollo de capacidades para las instituciones rurales
de conocimiento”.

En el caso de la nación, el neoliberalismo destruyó
aquellos mecanismos que resultaban fundamentales
para el desarrollo agrario. Las políticas de este tipo
condenaron al abandono a comuneros, ejidatarios y
pequeños propietarios; lo cual resultó desastroso no
únicamente para los campesinos sino también para el
resto del país, dado que nuestra nación importa “casi
la mitad de los alimentos que consume”, así como “la
mayor parte de los insumos, maquinaria, equipo y
combustibles para la agricultura”.

De acuerdo con el Plan Nacional de Desarrollo de la
anterior gestión en la administración pública federal,
se definió como objetivo sectorial “alcanzar la autosu-
ficiencia alimentaria y rescatar al campo”. La medida
tuvo como propósito “romper el círculo vicioso entre
la postración del campo y la dependencia alimentaria”.

Lo anterior, a partir de la instrumentación de estrate-
gias y acciones como la promoción de tareas de inves-
tigación científica y desarrollo tecnológico, industria-
lización y comercialización dentro y fuera del país;
creación de micro, pequeñas y medianas empresas
asociadas a la comercialización de productos; eleva-
ción de la productividad del campo y establecimiento
de precios de garantía para alimentos básicos y otros
productos en beneficio de pequeños productores.

En atención a la primera de las estrategias y acciones
enunciadas, la Secretaría de Agricultura y Desarrollo
Rural ha reconocido que “el extensionismo es un pro-
ceso de asistencia técnica y asesoramiento para pro-
ductores que se dedican, fundamentalmente, a las acti-
vidades agropecuarias y pesqueras”, el cual “permite
que desarrollen mejores capacidades para que incre-
menten su producción y tengan mejores ingresos”.

Ha precisado asimismo que “ofrecer servicios de ex-
tensionismo y acompañamiento técnico a los pequeños
productores permitirá mejorar su productividad”, dado
que a través de esta acción se les lleva el conocimien-
to “y los exhorta a adoptar nuevas y mejores formas
para trabajar en sus cultivos y ganados”.

La dependencia ha admitido que el acompañamiento
técnico “es un proceso que consiste en que el pequeño
productor reciba asesoramiento”, a partir de un diag-
nóstico específico de la tierra de éste en cuanto a sis-
temas de producción sustentable, agricultura de con-
servación, fertilización integral, variedades de
semillas, técnicas de postcosecha y diversificación, así
como de acceso a nuevos mercados.

En tanto y de acuerdo con el artículo titulado “Los
procesos de extensión rural en México”, publicado en
2014, se puntualiza que “el crecimiento económico
sostenido y la construcción de bienestar social se fun-
damentan, entre otros aspectos, en la capacidad para
introducir innovaciones sociales, institucionales y cul-
turales, así como en la base productiva y el tejido em-
presarial de un territorio”.

Explica el artículo que “uno de los componentes o es-
tructuras del sistema de extensión rural es el compo-
nente demostrativo de la extensión”, en el cual se ex-
hiben tecnologías, se generan demandas y se validan
soluciones tecnológicas; dado que es un modelo que
“introduce un elemento técnico y de control riguroso
que garantice el resultado de las tecnologías en los
procesos productivos al ser adoptadas”.

Ampliamente sustentado, el documento expone que
“la generación de la riqueza en el sector agropecuario
nacional enfrenta tres grandes desafíos”. A saber: me-
jora en su competitividad y productividad, reducción
de la pobreza y un aumento en la sostenibilidad de los
recursos naturales.

Dada su complejidad, estos desafíos “son objeto de
atención pública a través de diversos mecanismos de
soporte basados en conocimientos y en la transferencia
de éstos a los productores del medio rural”; los cuales
son denominados genéricamente como extensionismo.

El extensionismo rural, concebido de maneras diferen-
tes “ha evolucionado desde una visión asistencial ex-
terna hasta una lógica de autogestión” y ha tenido en
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México una evolución divergente, dado que “ha pre-
tendido resolver diferentes problemáticas desde dife-
rentes perspectivas”; en cuyo proceso se ha perdido el
papel que juegan los receptores de los servicios de ex-
tensión, al dar por hecho que “estos son simples depo-
sitarios de tecnología, ignorándose así “la capacidad
de descubrir y desarrollar conocimientos y habilidades
para mejorar su desempeño actual y nivel de vida”.

Ilustrativo, el documento ya precisaba sin embargo
que “el extensionismo en México no ha desarrollado
su función de detonar procesos sociales sostenibles ba-
sados en el conocimiento y la innovación”, al advertir
que esta práctica “muestra discontinuidad en su opera-
ción y un propósito centrado en la búsqueda de la pro-
ductividad, y no en la mejora en la calidad de vida de
la población rural ni en la sustentabilidad de los siste-
mas de producción”.

La aplicación de un “enfoque lineal predominante de
los servicios de extensión en México”, cuya caracte-
rística ha sido la transferencia de mensajes tecnológi-
cos estandarizados a los productores” y dado que se
consolidó un modelo económico y social que estuvo
orientado a facilitar “la inserción de los países en la
economía global”, derivó en una crisis a inicios de los
años ochenta.

Ocurre así que “el extensionismo no ha adoptado una
comunicación viva entre emisor y receptor”, donde “la
orientación, mala implementación e interpretación de
modelos de extensión” ha llevado a la eliminación de
“elementos de comunicación esenciales en la transfe-
rencia de conocimiento, ignorando las necesidades re-
ales de los agricultores”.

Se infiere por tanto que “la extensión rural en México
se ha confundido con procesos de capacitación y asis-
tencia técnica”, que han constituido “esfuerzos disper-
sos y desarticulados”; bajo una operación donde los
propósitos han tenido como meta la productividad y
han visto al productor como un factor que adopta la
tecnología a través de un enfoque lineal.

Sentido contrario este al propósito del extensionismo,
que consiste en mejorar de forma sustentable la cali-
dad de vida de la población rural; que por este hecho
requiere precisamente de la participación integrada de
todos y cada uno de los diferentes actores, a partir de
que se reconozcan en primer término las necesidades

de la propia población y de sus sistemas de produc-
ción.

Abunda el artículo que “la difusión de las opciones
tecnológicas generadas en el sistema de extensión me-
xicano ha sido de los aspectos menos desarrollados”,
debido a que “el componente demostrativo se ha con-
cebido como una parte aislada del sistema”, toda vez
que “no se ha precisado su carácter de vínculo entre la
investigación, su papel de difusor y la producción”.

El panorama expuesto refleja que en México se apli-
ca el extensionismo a partir de un modelo lineal y je-
rárquico, donde sucede la difusión predefinida de co-
nocimientos. Así, sin considerarse la racionalidad de
los productores, estos se vuelven receptores pasivos
de las tecnologías a aplicar para el desarrollo del sec-
tor rural.

La Sader ha publicado que, a través del componente
de desarrollo de capacidades, extensión y asesoría ru-
ral se promueve la operatividad de los extensionistas,
con la aplicación de los servicios “de desarrollo de
capacidades en planeación estratégica para la defini-
ción de proyectos de desarrollo territorial”, así como
“de desarrollo de capacidades para la formulación de
proyectos de inversión para crear empresas o para
mejorar la producción primaria y asesoría para su
gestión financiera”; además de “extensionismo para
el establecimiento y operación de los proyectos de in-
versión”, incluidos los de “extensionismo en el terri-
torio de un CADER”; aparte de los consistentes en
“asesoría o desarrollo de capacidades para necesida-
des específicas” y los de “operación del servicio na-
cional de capacitación y asistencia técnica rural inte-
gral”.

Sin embargo, la disposición relativa al término exten-
sionismo no está contenida expresamente en la legis-
lación como facultad a cargo de la dependencia. 

Darle ese carácter desde la propia ley seguramente
contribuirá a articular de manera permanente las ac-
ciones institucionales en ese sentido.

El extensionismo como precepto legal estaría constitu-
yéndose así en un efectivo “instrumento de política
pública”, orientado precisamente a “la consecución de
objetivos de interés público utilizado para promover el
desarrollo rural”; como un mecanismo que bien podría
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favorecer regresar a aquellos esquemas de un campo
mejor y sumamente productivo. 

El panorama que se vive en el sector rural de México
demanda que los servicios de extensión se realicen a
través de procesos donde se transmitan conocimientos
a los productores, de suerte que estos desarrollen habi-
lidades para mejorar sus sistemas productivos, con la
aplicación de innovaciones tecnológicas propias a las
necesidades que en lo particular se tengan, de confor-
midad con la vocación productiva y características ge-
nerales de cada región.

Habría en esto estrategias encaminadas a brindar ser-
vicios de asistencia a productores organizados, gene-
rándose seguramente aprendizajes colectivos y des-
arrollo de capacidades para mejorar las condiciones de
vida de los habitantes del sector rural; gracias a la apli-
cación de nuevas tecnologías.

Esto, como una medida que promueva parámetros de
medición en cuanto al rendimiento productivo, mejora
de la economía y aplicación de tecnología en el sector
rural; donde se atiendan otros aspectos fundamentales
como la comercialización, la infraestructura y el equi-
pamiento, además del acceso a insumos; entre otros
requerimientos de apoyo a los productores, derivados
de una asistencia efectiva.

Generar desde luego un círculo virtuoso, donde la apli-
cación de nuevas tecnologías que atiendan y conside-
ren conocimientos propios del sentido común de los
productores, promuevan acciones para procurar elevar
la productividad con criterios de sustentabilidad, con
mejores productos que por su calidad y rendimiento
aumenten los ingresos de los productores.

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal

Único. Se reforma la fracción VIII del artículo 35 de
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,
para quedar como como sigue:

Artículo 35. …

I. a VII. …

VIII. Formular, dirigir y supervisar los programas y
actividades relacionados con la asistencia técnica,
garantizando el extensionismo como práctica
institucional permanente de apoyo a la capacita-
ción de los productores agrícolas, pecuarios, acu-
ícolas y pesqueros.

IX. a XXVI. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Fuentes de consulta

tps://www.fao.org/research-and-extension/es/

https://framework-gb.cdn.gob.mx/landing/documentos/PND.pdf

http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S20

07-09342015000100013

https://www.gob.mx/agricultura/es/articulos/mas-extensionistas-

para-mejorar-a-mexico?idiom=es

https://www.gob.mx/agricultura/articulos/extensionismo-y-acom-

panamiento-tecnico-para-pequenos-productores

www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid= S2007-

09342019000100063

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 1 de febrero de 2025.

Diputado Jesús Fernando García Hernández (rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 8O. DE LA LEY GENERAL DE

PESCA Y ACUACULTURA SUSTENTABLES, CON EL PROPÓ-
SITO DE PROFUNDIZAR MEDIDAS PARA LA SUSTENTABILI-
DAD Y SOSTENIBILIDAD PESQUERA, A CARGO DEL DIPUTA-
DO JESÚS FERNANDO GARCÍA HERNÁNDEZ, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PT

El suscrito, Jesús Fernando García Hernández, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido del Traba-
jo en la LXVI Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo que dispone el artículo 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en relación con los artículos 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración del pleno de esta soberanía iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma el artí-
culo 8 de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sus-
tentables, con el propósito de profundizar medidas pa-
ra la sustentabilidad y sostenibilidad pesquera, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

Factores como la sobreexplotación, que implica pérdi-
da de la biodiversidad y reducciones en los volúmenes
de la biomasa, así como la contaminación de los ma-
res y océanos, amén de los efectos del cambio climáti-
co, son causa de que las pesquerías del mundo y parti-
cularmente las de México, estén a su límite máximo de
sostenibilidad. Tal situación representa un riesgo de
enorme dimensión para la sustentabilidad marina que
amenaza a las comunidades pesqueras.

El reto para el sector público es grande cuando se tie-
ne el imperativo de garantizar acciones para enfrentar
y revertir este panorama. Hay que procurar que exista
tanto la suficiencia y calidad de peces y otras especies
y recursos naturales, como el cuidado y protección del
medio ambiente marino; en una suerte de equilibrio
fundamental de los ecosistemas. De lo contrario, el de-
terioro seguirá aumentando.

Una pesca sostenible debe evitar la sobreexplotación y
dar tiempo a la recuperación de las pesquerías, con un
efectivo ordenamiento pesquero que respete ciclos de
vedas, especies permitidas y cuotas máximas de cap-
tura, de suerte que ocurra la recuperación de las zonas.
Así, es de estimarse que los efectos en los ecosistemas
acuáticos tendrán menor impacto, requiriendo ser eva-
luados constantemente.

La Organización de las Naciones Unidas para la Ali-
mentación y la Agricultura precisa que “la pesca es una
actividad importante en todo el mundo”, dado que
anualmente produce “más de 100 millones de toneladas
de pescado y productos pesqueros y contribuye al bien-
estar humano proporcionado un medio de vida a unos
200 millones de personas”, aparte de que “más de mil
millones de personas, sobre todo en los países más po-
bres del mundo, dependen de los productos pesqueros
para satisfacer sus necesidades de proteínas animales”.

La precisión en referencia, contenida en el documento
Indicadores para el desarrollo sostenible de la pesca
de captura marina, refiere sin embargo que informes
recientes de la propia FAO, así como de “otras organi-
zaciones”, tanto gubernamentales como no guberna-
mentales “suscitan preocupaciones respecto de la con-
tribución de la pesca al desarrollo sostenible”; toda
vez que “muchas pesquerías están sometidas a la pes-
ca excesiva o han agotado los recursos ícticos”, lo cual
“malogra los beneficios potenciales de la actividad
pesquera”.

El documento menciona que “cambios en los ecosiste-
mas inducidos por los seres humanos,”, así como “los
cambios causados por la actividad pesquera, están po-
niendo en peligro el bienestar de las generaciones ac-
tual y futuras”. Agrega que “la industria pesquera tie-
ne una capacidad de captura muy superior a la tasa a la
que los ecosistemas pueden producir pescado”.

“La persistencia de la tendencia mundial al aumento
de consumo de pescado”, dado el “continuo creci-
miento de la población humana”, está ejerciendo pre-
sión de la industria pesquera sobre los recursos.

Una presión cada vez mayor si a ello se le suma “la rá-
pida innovación tecnológica” que lleva a un incremen-
to en la eficiencia, limitando a la vez “la capacidad de
cada gobierno de ejercer un control sobre la presión
pesquera”.

Aún más, problemas como “los cambios sustanciales
en la estructura del ecosistema, los desperdicios de los
descartes, los efectos en las especies en peligro, la pér-
dida de hábitat fundamentales, los crecientes conflic-
tos y enfrentamientos por el acceso a las pesquerías y
las subvenciones que causan el exceso de capturas y
de capacidad”, son algo que viene a sumarse a la pre-
sión que ya ejerce la industria pesquera.
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Para el propósito de un desarrollo sostenible de la pes-
ca, deberá exigirse “un mayor reconocimiento de fac-
tores que superan los límites de la ordenación pesque-
ra convencional”, así como “una mejor integración de
la ordenación pesquera en la ordenación de zonas cos-
teras”, además de “el control de las actividades en tie-
rra que degradan el medio marino”. Asimismo, “un
control más estricto del acceso a recursos comparti-
dos”, que considere “instituciones y marcos jurídicos
más sólidos” e incluya “una mayor participación de to-
dos los interesados en el proceso de ordenación pes-
quera”.

Añade el documento que será necesario también “re-
coger y compartir mejor la información sobre la pesca
y su entorno” y “un conocimiento mejor de las carac-
terísticas socioeconómicas de la pesca”; tanto como
“sistemas más fuertes de seguimiento, control y apli-
cación”, aparte de “medidas para afrontar la incerti-
dumbre y variabilidad de los recursos naturales y la di-
námica del ecosistema”; además de “un firme
compromiso de la comunidad para utilizar de forma
responsable los recursos naturales”.

La publicación argumenta que en el propósito de “co-
locar la actividad pesquera en un contexto de desarro-
llo sostenible”, las políticas respectivas “deben afron-
tar específicamente las relaciones recíprocas entre el
presente y el futuro en lo que respecta al agotamiento
de las poblaciones ícticas”; tanto “como a los efectos
perjudiciales de la actividad pesquera, los asentamien-
tos costeros y el vertido de residuos sobre ecosistemas
marinos más amplios”.

Enuncia como objetivos a considerar para el desarro-
llo sostenible de la pesca: el “mantener actividades de
recolección y elaboración pesqueras basadas en eco-
sistemas marinos especificados e identificables”, así
como el “garantizar la viabilidad a largo plazo del re-
curso que sustenta estas actividades”.

También, “proveer al bienestar de una fuerza de traba-
jo pesquera dentro de una comunidad y un contexto
económico más amplios” y el “mantener la salud e in-
tegridad de los ecosistemas marinos en beneficio de
otros usos y usuarios, tales como la biodiversidad, el
interés científico, el valor intrínseco, la estructura tró-
fica y otros usos económicos, como el turismo y el es-
parcimiento”.

En agosto de 2022 se publicó la Estrategia de Instru-
mentación para una Economía Oceánica Sostenible
2021-2024. La iniciativa constituyó “un esfuerzo sin
precedentes en el país, realizado por diversas depen-
dencias e instituciones de la Administración Pública
Federal, en colaboración con organizaciones de la so-
ciedad civil y expertos independientes vinculados al
Panel de Alto Nivel para una economía oceánica sos-
tenible para agilizar la instauración de compromisos
internacionales en la materia”.

La estrategia tuvo por objetivo principal “servir como
guía articuladora de los planes, programas, acciones e
iniciativas, nacionales e internacionales, que albergan
cada una de las diferentes dependencias e instituciones
de la APF y que se encuentran vinculados a la activi-
dad oceánica sostenible”.

Constó de “13 acciones prioritarias necesarias para lo-
grar una economía oceánica sostenible en el país”, las
cuáles de ser abordadas de manera efectiva “permitirí-
an a nuestro país avanzar en el compromiso de cabe-
cera asumido ante el Panel y cumplir con los cuatro
compromisos voluntarios registrados por México en la
pasada Conferencia sobre Océanos de las Naciones
Unidas”.

A saber: “la actualización de la política nacional de
mares y costas, la formulación del Plan de Acción Na-
cional para la Década de las Ciencias Oceánicas, la
formulación de la estrategia nacional para el manejo
integrado de las artes de pesca fantasma y la publica-
ción de la iniciativa de actividades turísticas sosteni-
bles basadas en el océano”.

En los fundamentos de la estrategia se advertía que “el
océano está en un punto de inflexión, frente a la crisis
causada por la contaminación, la pérdida de biodiver-
sidad y el cambio climático”, con ecosistemas que se
degradan, cuya capacidad para proveer servicios eco-
sistémicos va a la disminución con la desaparición de
su biodiversidad.

Ello tiene efectos múltiples en las actividades terres-
tres y marinas, al verse afectada más de 40 por ciento
de la superficie oceánica, con una sobreexplotación de
más de un tercio de las pesquerías del mundo, mientras
que la pesca en 60 por ciento de ellas se encuentra a su
límite máximo sostenible.
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Frente al panorama y en el propósito de recuperar lo
que se ha perdido, se precisó la necesidad de “tomar
medidas urgentes y efectivas que nos permitan transi-
tar hacia sociedades sostenibles, resilientes, más justas
e inclusivas”.

Se exponía asimismo que “los mares y costas de Mé-
xico son una parte fundamental del territorio nacional
para la seguridad, la soberanía y el desarrollo susten-
table del país”, al ser estos “vitales para la economía
del país y para el bienestar de la población en general”;
poseedores de “una gran riqueza natural que debe ser
conservada y gestionada de manera sustentable, utili-
zando la mejor y mayor información científica y tec-
nológica disponible”, de suerte que en ello se promue-
va “su desarrollo tanto para el bienestar de sus
poblaciones, como para brindar a las generaciones fu-
turas la posibilidad de usarlas y aprovecharlas con un
mayor sentido de responsabilidad y equidad”.

El documento citó que “un gran porcentaje de la po-
blación mexicana habita en zonas costeras, definida
por 264 municipios “, de los cuales 150 cuentan con
frente de playa y los restantes 114 “sin acceso al mar”,
que sin embargo tienen influencia costera alta y media.

El último censo arrojó que en los estados costeros de
México habita 45.96 por ciento de la población total
nacional, con aproximadamente 58 millones de perso-
nas. Las proyecciones para el 2030 son de que este nú-
mero llegará a poco más de 64 millones.

El buen estado de los ecosistemas marinos y costeros
es algo fundamental para el clima mundial y la salud
del planeta.

Se reconoce por tanto que esta situación requiere de
ser restaurada y de acciones de protección basadas en
estrategias diversas con un enfoque integrado.

Entre las iniciativas para este objetivo, el sector pú-
blico de México ha implementado diversas medidas,
cuyo propósito está en contribuir al cumplimiento de
aquellas acciones que son prioritarias para un mane-
jo sostenible del área oceánica de jurisdicción nacio-
nal.

Ha estructurado así el Programa Sembrando Vida en el
Mar, cuyo objetivo principal está en “contribuir a la re-
generación ambiental costero-marina para la autosufi-

ciencia alimentaria y el bienestar de las comunidades
pesqueras-costeras”.

La medida en referencia “complementa al exitoso Pro-
grama Sembrando Vida de la Secretaría del Bienestar,
extendiéndose de forma análoga al ámbito costero y
marino, como proyecto encaminado a promover una
reactivación económica de las comunidades de pesca-
dores ribereños de México”, con el involucramiento
de estos “en el fortalecimiento y expansión del orde-
namiento pesquero”.

Esto, “a través de las zonas de refugio pesquero pro-
moviendo una gobernanza del mar en conjunto con los
pescadores”.

La estructura del programa ha incluido como compo-
nentes tanto a las nuevas zonas de refugio pesquero
como al fortalecimiento o la expansión de las existen-
tes.

Es así que la presente iniciativa propone incluir en la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal es-
te programa, de suerte que sea norma continuada para
la cual se considere el presupuesto anual requerido pa-
ra su aplicación.

La medida seguramente estará contribuyendo a la sus-
tentabilidad y sostenibilidad de nuestros mares y cos-
tas, garantizándoles así potencial de desarrollo de lar-
go plazo; gracias a la aplicación de acciones para el
cuidado y recuperación oceánica.

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se modifica el artículo 8 de la
Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables

Único. Se modifica la fracción XIII del artículo 8 de
la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables,
para quedar como como sigue:

Artículo 8. …

I. a XII. …

XIII. Proponer al titular del Ejecutivo federal el
presupuesto destinado al sector pesca y acuacultura,
que deberá incluir al menos los siguientes progra-
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mas: fortalecimiento de la cadena productiva, orde-
namiento pesquero, organización y capacitación,
investigación e infraestructura y sembrando vida
en el mar.

XIV. a XLII. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Fuentes de Consulta

-https://www.fao.org/4/x3307s/x3307s00.htm

-https://digaohm.semar.gob.mx/Archivos/EIEOS.pdf

-https://www.gob.mx/sre/prensa/mexico-anuncia-la-publicacion-

d e - s u - e s t r a t e g i a - d e - i n s t r u m e n t a c i o n

-para-una-economia-oceanica-sostenible-311198?idiom=es

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 1 de febrero de 2025.

Diputado Jesús Fernando García Hernández (rúbrica)

QUE EXPIDE LA LEY DE LA EMPRESA PRODUCTIVA DEL

ESTADO FERTILIZANTES PARA EL BIENESTAR, PARA RECU-
PERAR ASÍ LA SOBERANÍA EN LA PRODUCCIÓN Y SUMINIS-
TRO DE ESTOS INSUMOS, A CARGO DEL DIPUTADO JESÚS

FERNANDO GARCÍA HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PT

El suscrito, Jesús Fernando García Hernández, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido del Traba-
jo en la LXVI Legislatura, con fundamento en lo dis-
puesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación
con los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración del pleno de
esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el
que se expide la Ley que crea la Empresa Productiva
del Estado Fertilizantes para el Bienestar, para recupe-
rar así la soberanía en la producción y el suministro de
estos insumos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La presente gestión de gobierno federal anunció que
aumentará la producción de petroquímicos para sumi-
nistrar insumos a la industria nacional y fertilizantes
para la producción de alimentos. Ello, al precisar que
para este propósito están rescatándose las plantas pro-
ductoras de estos recursos, gracias a la rehabilitación
de varios complejos petroquímicos.

Durante una conferencia de prensa encabezada por la
presidenta Claudia Sheinbaum Pardo, realizada en no-
viembre del año pasado, la Secretaria de Energía, Luz
Elena González Escobar, anunció lo anterior al argu-
mentar que se fomentarán “proyectos mixtos sin per-
der la soberanía nacional en la producción de hidro-
carburos, industria petroquímica, producción de
fertilizantes, así como en proyectos de generación de
nueva energía”.

El director general de Petróleos Mexicanos, Víctor
Rodríguez Padilla, anunció que, como parte de la ins-
trucción presidencial y del programa de energía, habrá
de incrementarse la producción de amoniaco y anhí-
drido carbónico para la elaboración de fertilizantes y
alcanzar así una producción anual de 2.2 millones de
toneladas de estos insumos; cuyo objetivo es parte de
una cadena de suministro a campesinos de bajos re-
cursos.

El Programa Fertilizantes para el Bienestar, vigente en
la gestión anterior de la administración pública fede-
ral, cuyo objetivo estuvo en contribuir a la producción
de alimentos, consistió en la entrega de estos insumos
de forma gratuita a productoras y productores de pe-
queña escala de cultivos prioritarios en zonas de aten-
ción estratégica.

Fertilizantes para el Bienestar, que durante los años
del sexenio anterior funcionó junto a los Programas:
Producción para el Bienestar, Sembrando Vida,
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Bienpesca y Precios de Garantía; fue parte “de la es-
trategia integral del Gobierno de México para en-
frentar la inflación y alcanzar la autosuficiencia ali-
mentaria y el bienestar de las familias campesinas e
indígenas”.

El programa en referencia, cuya aplicación inició en
2019 a nivel regional hasta alcanzar cobertura nacio-
nal en 2023, obedece a “la falta de políticas y progra-
mas gubernamentales que revaloren la agricultura
campesina y aumenten el nivel de bienestar de los ho-
gares y, de esta manera, satisfacer las necesidades bá-
sicas de alimentación”.

Entre otros sustentos de este programa, está el funda-
mento de que “el campo, en su conjunto, ha sido víc-
tima de abandono por parte de las autoridades que ad-
ministraron el país en los gobiernos anteriores, lo que
ha redundado en un menoscabo importante tanto en la
producción agroforestal como en el nivel de vida de la
población rural”.

Así, este programa, cuya esencia está en revertir la si-
tuación de desigualdad social, ha buscado “favorecer
el acceso a mejores niveles de bienestar para todas y
todos”. De manera prioritaria de aquellos habitantes
de zonas y poblaciones con “mayores índices de po-
breza y rezago social”.

Un Estado con visión nacionalista, creo a fines de la
década de 1970 la empresa Fertilizantes Mexicanos,
cuya función estuvo en producir, distribuir y comer-
cializar a costo rentable estos insumos para el abasto
de los productores agrícolas. 

Para efectos funcionales, el organismo denominado
Fertimex operó con una política de precios oficiales,
que incentivó la productividad y competitividad del
campo y que seguramente formó parte fundamental de
las acciones que daban articulación a lo que fue el Sis-
tema Alimentario Mexicano.

El esquema bajo el cual funcionó la industria mexica-
na de fertilizantes, estuvo vigente hasta 1992, cuando
ocurrió la desincorporación de la empresa pública, por
cuya disposición oficial; los activos físicos que con-
formaban su estructura pasaron a manos del sector pri-
vado al ser adquiridos por inversionistas nacionales y
extranjeros.

Así, la empresa estatal fue fragmentada en 13 unidades
productoras y adquirida por siete grupos empresaria-
les; tras lo cual la industria nacional perdió el protago-
nismo que le caracterizó; al dársele entrada a las im-
portaciones de fertilizantes, bajo esquemas de
asociación en algunos casos y en otros a través de
compras directas al extranjero para su distribución y
comercialización en el mercado interno.

Las condiciones de fertilidad imperantes en los suelos
de las superficies cultivadas en el territorio nacional,
requieren necesariamente del uso de fertilizantes; lo
cual convierte a estos insumos en un recurso básico y
fundamental para la productividad de los sistemas
agrícolas predominantes en nuestra geografía.

La aseveración del párrafo anterior está contenida en
Fertilizantes, documento elaborado por el Centro de
Estudios para el Desarrollo Rural Sustentable y la So-
beranía Alimentaria de la Cámara de Diputados, en cu-
yas notas revela que “de acuerdo con información del
comercio exterior, en el 2017 hubo una disponibilidad
de 4.9 millones de toneladas de fertilizantes en Méxi-
co”. De ello, “66.4 por ciento son nitrogenados, 22.2
fosfatados, 8.1 potásicos y 3.3 son mezclas de los tres
principales nutrientes que definen a los tipos de ferti-
lizantes mencionados”.

Ilustraba que “en cuanto a su origen, 79.0 por ciento es
importado y el resto es de producción nacional”, don-
de “la mayor dependencia es de los nitrogenados, que
son los de mayor uso en el país y que representan el
mayor volumen y valor de la importación de fertili-
zantes”.

El documento precisa asimismo que “a partir de inver-
siones estatales en la industria petroquímica, el país
llegó a tener superávits en la producción de fertilizan-
tes nitrogenados”, lo cual le hubo permitido ser un pa-
ís exportador de estos insumos. Una situación que re-
gistró modificaciones, a causa precisamente “de la
privatización de la mayor parte de las plantas produc-
toras” de estos recursos indispensables para el agro.

Exponía que “el mercado actual de fertilizantes en
México opera prácticamente sin regulaciones de pre-
cio y calidad, por lo que importadores, fabricantes y
distribuidores son los que determinan los precios que
rigen en el mercado, los cuales les permiten altos már-
genes de ganancia”.
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Ante “las cifras del valor del mercado y la dependen-
cia de las importaciones”, sugería la pertinencia de que
se realizasen inversiones públicas y reactivar así la
producción de fertilizantes nitrogenados, donde exis-
tiesen programas de apoyo para la dotación de estos
insumos a los pequeños productores.

La Organización de las Naciones Unidas para la Ali-
mentación y la Agricultura ha precisado que “un mun-
do que afronta cada vez mayores amenazas demanda
que actuemos sin demora a fin de salvaguardar la vi-
da, transformar nuestros sistemas agroalimentarios pa-
ra preparar nuestro planeta para el futuro y asegurar
resultados sostenibles”.

De esta manera, la FAO se guía por un Marco estratégi-
co vigente desde el 2022 al 2031, el cual “articula la vi-
sión de un mundo sostenible para todos y en el que todas
las personas gocen de seguridad alimentaria, en el con-
texto de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible”.

Esta medida “busca respaldar la Agenda 2030 median-
te la transformación hacia sistemas agroalimentarias
más eficientes, inclusivos, resilientes y sostenibles,
para conseguir una mejor producción, una mejor nutri-
ción, un mejor medio ambiente y una vida mejor sin
dejar a nadie atrás”.

La autosuficiencia alimentaria como objetivo primario
de desarrollo debe sustentarse en la producción, tanto
como en la generación de insumos y demás compo-
nentes necesarios para su propósito, de suerte que ello
lleve a atender las necesidades de la población en su
conjunto.

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se crea la Ley de la empresa pro-
ductiva del Estado Fertilizantes para el Bienestar

Único. Se expide la Ley de la Empresa Productiva del
Estado Fertilizantes para el Bienestar, para quedar co-
mo sigue:

Ley de la Empresa Productiva del Estado Fertili-
zantes para el Bienestar

Artículo 1. La presente ley crea la empresa producti-
va del Estado Fertilizantes para el Bienestar y tiene co-

mo propósito establecer la estructura y organización
básica, así como las funciones a su cargo en la forma
y términos que la misma establece.

Artículo 2. La empresa productiva del Estado Fertili-
zantes para el Bienestar cuenta con personalidad jurí-
dica y patrimonio propios, sujeta a la coordinación de
la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural.

Artículo 3. Para los efectos de la presente ley se en-
tenderá por

I. Consejo: El Consejo de Administración de la em-
presa Productiva del Estado Fertilizantes para el
Bienestar;

II. Director: El director general de la empresa pro-
ductiva del Estado, Fertilizantes para el Bienestar;

III. Empresa: La empresa productiva del Estado
Fertilizantes para el Bienestar;

IV. Estructuras: Las estructuras técnicas y adminis-
trativas establecidas en el Reglamento de la empre-
sa productiva del Estado Fertilizantes para el Bien-
estar;

V. Filiales: Las empresas con las cuales la empresa
productiva del Estado Fertilizantes para el Bienes-
tar podrá crear sociedades mercantiles; y

VI. Objeto: El objetivo principal de la empresa pro-
ductiva del Estado Fertilizantes para el Bienestar.

Artículo 4. La empresa tiene como objeto principal
producir y garantizar la disponibilidad oportuna de
fertilizantes químicos y biológicos a precios competi-
tivos que requieran los productores.

Artículo 5. La empresa regirá su operación de con-
formidad con la Ley Federal de las Entidades Pa-
raestatales, Ley de Productos Orgánicos, Ley Fede-
ral de Protección a la Propiedad Industrial y demás
ordenamientos relacionados con la materia de su ob-
jeto.

Artículo 6. Para el cumplimiento de su objeto, la em-
presa producirá, distribuirá y comercializará fertilizan-
tes químicos y biológicos.
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Artículo 7. La empresa ofertará servicios y bienes de
forma directa, tanto como a terceros relacionados con
las actividades propias de su objeto.

Artículo 8. La empresa establecerá, adquirirá y admi-
nistrará fábricas, plantas y otras instalaciones necesa-
rias para el cumplimiento de su objeto.

Artículo 9. La empresa impulsará la participación de
agentes privados y sociales en el mercado de su objeto.

Artículo 10. La empresa gestionará y administrará los
negocios mercantiles necesarios para el cumplimiento
de su objeto.

Artículo 11. La empresa desarrollará proyectos de ne-
gocios, alianzas y asociaciones convenientes para el
cumplimiento de su objeto.

Artículo 12. La empresa está facultada para participar
y celebrar convenios o acuerdos de negocios relacio-
nados directa e indirectamente con su objeto, tanto con
personas físicas o morales, sean estas nacionales o ex-
tranjeras.

Artículo 13. La empresa está facultada para crear fi-
liales y participar en asociaciones y alianzas, bajo
cualquier figura societaria o contractual que esté per-
mitida por la legislación correspondiente, para el cum-
plimiento de su objeto.

Artículo 14. La empresa desarrollará y brindará ase-
soría técnica a distribuidores, comerciantes y usuarios
respecto a los productos y servicios materia de su ob-
jeto.

Artículo 15. La empresa administrará los recursos
materiales y tecnológicos, tanto como el capital huma-
no y financiero necesarios para el cumplimiento de su
objeto.

Artículo 16. La empresa empezará a operar con un
fondo de capital inicial por un monto de 5 mil millo-
nes de pesos, cuya aportación estará a cargo de la Se-
cretaría de Agricultura y Desarrollo Rural.

Artículo 17. La empresa constituirá su capital y recur-
sos con los fondos provenientes de las actividades de
carácter mercantil y comercial que la presente Ley le
autorizan.

Artículo 18. La empresa se conformará para su
funcionamiento con un Consejo de Administración,
un director y las estructuras técnicas y administra-
tivas.

Artículo 19. El Consejo se integrará por el Secretario
de Agricultura y Desarrollo Rural, quien lo preside,
por dos representantes de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público y dos representantes de la Secretaría
de Economía.

Artículo 20. El Consejo tendrá por funciones aprobar
el reglamento interno, el programa anual de trabajo y
presupuesto, el manual de organización, así como los
acuerdos, bases de coordinación y convenios a signar
para el cumplimiento del objeto de la empresa.

Artículo 21. El Consejo sesionará por lo menos una
vez al mes, con la asistencia mínima de cuatro de sus
integrantes; cuyas sesiones pueden ser ordinarias y ex-
traordinarias.

Contará con un secretario técnico, quien será respon-
sable de preparar la necesario para las sesiones y dará
seguimiento a los acuerdos que se tomen.

Artículo 22. El Consejo designará al secretario técni-
co y al director.

Artículo 23. El director elaborará la propuesta de re-
glamento interno, del programa anual de trabajo y de
presupuesto, del estatuto orgánico y manual de organi-
zación; para el cumplimiento de las funciones de la
empresa. Es responsable asimismo de la conducción
administrativa de la empresa y del funcionamiento de
las estructuras de la misma.

Artículo 24. La vigilancia de la correcta operatividad
de la empresa está a cargo de un Comisario Público y
un suplente, que serán designados por la Secretaría
Anticorrupción y Buen Gobierno. Ello, sin perjuicio
de los acuerdos a cargo del Consejo.

Artículo 25. El comisario público tiene por funciones
evaluar el desempeño general de la empresa, con efi-
ciencia, austeridad y transparencia, de conformidad
con las disposiciones legales y administrativas aplica-
bles.
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La empresa productiva del Estado Fertili-
zantes para el Bienestar entrará en funciones a partir el
ejercicio presupuestal de 2026.

Tercero. Las acciones del programa Fertilizantes pa-
ra el Bienestar, a cargo de la Secretaría de Agricul-
tura y Desarrollo Rural, serán operados por la em-
presa productiva del Estado Fertilizantes para el
Bienestar.

Cuarto. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
enviará a la Cámara de Diputados la propuesta presu-
puestal que corresponda a la creación de la empresa
productiva del Estado Fertilizantes para el Bienestar.

Quinto. El Consejo de Administración de la empresa
productiva del Estado Fertilizantes para el Bienestar,
se instalará en un periodo no mayor a los treinta días
naturales siguientes a la entrada en vigor del presente
decreto.

Sexto. Una vez instalado el Consejo de Administra-
ción, éste nombrará e instruirá al director general ela-
bore la propuesta de reglamento interno, del programa
anual de trabajo y de presupuesto, del estatuto orgáni-
co y manual de organización que regirán la operación
y funcionamiento de la empresa productiva del Estado
Fertilizantes para el Bienestar; el cual será votado por
la mayoría de los integrantes.

Séptimo. El director general de la empresa productiva
del Estado Fertilizantes para el Bienestar, contará con
un plazo de treinta días naturales a partir de su nom-
bramiento para elaborar y presentar al Consejo de Ad-
ministración la propuesta de reglamento interno, del
programa anual de trabajo y de presupuesto, del esta-
tuto orgánico y manual de organización para el cum-
plimiento de las funciones de la empresa.

Octavo. Las relaciones laborales entre la empresa y
sus trabajadores estarán regidas por lo dispuesto en el
Apartado B del artículo 123 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos.

Fuentes de consulta

https://www.gob.mx/presidencia/articulos/version-estenografica-

conferencia-de-prensa-de-la-presidenta-claudia-sheinbaum-pardo-

del-13-de-noviembre-de-2024

https://programasparaelbienestar.gob.mx/fertilizantes-para-el-

bienestar/#:~:text=Fertilizantes%20para%20el%20Bienestar%20e

s,en%20la%20producción%20de%20alimentos.

www.cedrssa.gob.mx/files/b/9/59NOTAS%20SOBRE%20FER-

TILIZANTES.pdf

https://www.fao.org/strategic-framework/es#:~:text=El%20Mar-

co%20estratégico%20de%20la,2030%20para%20el%20Desarro-

llo%20Sostenible.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 1 de febrero de 2025.

Diputado Jesús Fernando García Hernández (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 1O. Y 125 DE

LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y

ADOLESCENTES, A CARGO DE LA DIPUTADA DIANA CAS-
TILLO GABINO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

La suscrita, Diana Castillo Gabino, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido del Trabajo en la LXVI
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás relati-
vos del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de este Congreso la presente
iniciativa con proyecto de decreto, por el que se refor-
man el artículo 1 y sus fracciones I y II, así como las
fracciones XV, XVII, y XVIII del artículo 125; y se
adiciona la fracción XIX al artículo 125 de la Ley Ge-
neral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
al tenor de la siguiente

Miércoles 5 de febrero de 2025 Gaceta Parlamentaria27



Exposición de Motivos

I. Problemática

En México, miles de niñas, niños y adolescentes, cre-
cen en un contexto de violencia cotidiana que deja se-
cuelas profundas. En muchos casos, la violencia de di-
ferentes tipos como física, sexual, psicológica, y la
discriminación y abandono, no son sancionados ante
la indiferencia social.

En materia de protección de los derechos de las niñas
y niños, la ausencia de leyes sobre el reconocimiento
y la protección a los menores fue un obstáculo para el
resguardo de los sus derechos; sin embargo, al detec-
tar estas lagunas legales algunos países fueron cons-
truyendo un marco jurídico que permite protegerlos de
los abusos a los que eran sometidos.

La Organización Mundial de la Salud (OMS) es uno
de los organismos encargados de crear mecanismos
que permitan proteger a la niñez, y define violencia in-
fantil como el “uso intencional de la fuerza o el po-
der físico, de hecho o como amenaza, contra uno
mismo, otra persona o un grupo o comunidad, que
cause o tenga muchas probabilidades de provocar
lesiones, daños psicológicos, trastornos del desarro-
llo, privaciones e incluso la vejación de menores
abarcando todas las formas de malos tratos físicos
y emocionales, abuso sexual, descuido, negligencia,
explotación comercial o de otro tipo, que originen
un daño real o potencial para la salud del niño, su
supervivencia, desarrollo y dignidad en el contexto
de una relación de responsabilidad, confianza o po-
der”.1

De acuerdo con el organismo, el maltrato infantil es
“el maltrato o la vejación de menores abarcando todas
las formas de malos tratos físicos y emocionales, abu-
so sexual, descuido, negligencia, explotación comer-
cial o de otro tipo, que originen un daño real o poten-
cial para la salud del niño, su supervivencia, desarrollo
y dignidad en el contexto de una relación de responsa-
bilidad, confianza o poder”.

Los adultos que han sufrido maltrato en la infancia co-
rren mayor riesgo de sufrir problemas conductuales,
físicos y mentales. Más allá de sus consecuencias sa-
nitarias y sociales, el maltrato infantil tiene un impac-
to económico que abarca los costos de la hospitaliza-

ción, de los tratamientos por motivos de salud mental,
de los servicios sociales para la infancia y los costos
sanitarios a largo plazo.

Por otra parte, el abuso sexual infantil afecta a niños y
niñas, de acuerdo a estudios realizados por la OMS,
aproximadamente 20 por ciento de las mujeres y 10
por ciento de los hombres refieren haber sido vícti-
mas de violencia sexual en la infancia. Los niños que
crecen en familias en las que hay violencia pueden su-
frir diversos trastornos conductuales y emocionales.
Estos trastornos pueden asociarse también a la comi-
sión o el padecimiento de actos de violencia en fases
posteriores de su vida.

En México, a pesar de los esfuerzos realizados por los
gobiernos federal y local, las niñas, niños y adolescen-
tes siguen enfrentando una difícil realidad ligada con
problemas familiares y sociales, los cuales en muchos
casos está relacionada con violencia, maltrato, explo-
tación o el tráfico infantil.

Según el Informe Nacional sobre Violencia y Salud del
UNICEF, dos niños con menos de 14 años mueren
cada día a causa de la violencia en México.

El índice de los Derechos de la Niñez y Adolescencia
Mexicana de UNICEF México y de su Consejo Con-
sultivo, señalan que el rango comprendido entre los 12
y 17 años, muestra preocupantes datos de muertes
violentas, especialmente de adolescentes varones.

De conformidad con lo anterior, es necesaria la pro-
tección efectiva de derechos y sus garantías para
que la ley no sea solo declarativa. Uno de los me-
canismos que actualmente se establece en el mar-
co jurídico, son los sistemas de medición, evalua-
ción y control; en este orden de ideas, los
indicadores son medios, instrumentos o mecanis-
mos para evaluar hasta qué punto o en qué medi-
da se están logrando los objetivos estratégicos en
la protección de derechos; representan una unidad
de medida que permite evaluar la progresividad de
derechos frente a sus sistemas de planeación, objeti-
vos y responsabilidades de las autoridades. Por ello,
la presente iniciativa propone fortalecer los mecanis-
mos de protección de derechos a efecto de hacer efi-
ciente su cumplimiento con resultados frente a las
víctimas de violencia.
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II. Análisis jurídico

El párrafo noveno del artículo 4o. constitucional esta-
blece:

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se
velará y cumplirá con el principio del interés supe-
rior de la niñez, garantizando de manera plena sus
derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la
satisfacción de sus necesidades de alimentación, sa-
lud, educación y sano esparcimiento para su des-
arrollo integral. Este principio deberá guiar el dise-
ño, ejecución, seguimiento y evaluación de las
políticas públicas dirigidas a la niñez.

La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes señala en el artículo 2:

Para garantizar la protección de los derechos de
niñas, niños y adolescentes, las autoridades reali-
zarán las acciones y tomarán medidas, de confor-
midad con los principios establecidos en la pre-
sente ley…

A nivel internacional, el tema del reconocimiento de los
derechos de las niñas, niños y adolescentes retomó im-
portancia entre las Naciones cuando la Asamblea Gene-
ral de las Naciones Unidas adoptó la Convención sobre
los Derechos del Niño (20 de noviembre de 1989) otor-
gándoles protección contra el abuso, descuido y explo-
tación infantil, temas que son retomados en la Declara-
ción Mundial sobre la Supervivencia, la Protección y el
Desarrollo del Niño, adoptada el 30 de septiembre de
1990 en la Cumbre Mundial en Favor de la Infancia.

El artículo 1 de la Convención sobre Derechos del Ni-
ño de las Naciones Unidas los define como: “todo ser
humano menor de 18 años, salvo que, en virtud de la
ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la ma-
yoría de edad”.

El país, como miembro de las Naciones Unidas, está
obligado a respetar los acuerdos y convenciones que de-
riven de la ONU, de ahí que tras una serie de observa-
ciones hechas por el Fondo de Naciones Unidas para la
Infancia México ha emprendido una serie de reformas a
sus ordenamientos jurídicos a fin de proteger y resguar-
dar los derechos de los niños; así como proteger el cum-
plimiento de sus garantías individuales y el respeto a su
persona contra el maltrato y el abuso sexual.2

Sin embargo, no obstante los avances legislativos al-
canzados por el H. Congreso de la Unión en materia de
protección a los derechos de las niñas, niños y adoles-
centes, la legislación aplicable presenta diversos pro-
blemas que han llevado, en algunos casos, a su inob-
servancia y falta de aplicación; por ello, la presente
iniciativa con proyecto de decreto, tiene como objeto
fundamentalmente realizar diversas reformas y adicio-
nes a la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes, mediante las cuales se establezca la
aplicación de sistemas de indicadores que permita me-
dir y evaluar la protección efectiva de derechos.

III. Propuesta de reforma

Para cumplir su objeto, el proyecto propone las si-
guientes modificaciones:

Se reforma el artículo 1, el cual señala:

Artículo 1. La presente ley es de orden público, in-
terés social y observancia general en el territorio na-
cional, y tiene por objeto

…

Dicho artículo establece que tiene por objeto: recono-
cer a niñas, niños y adolescentes como titulares de de-
rechos, con capacidad de goce de los mismos, de con-
formidad con los principios de universalidad,
interdependencia, indivisibilidad y progresividad; en
los términos que establece el artículo 1o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
asimismo, garantizar el pleno ejercicio, respeto, pro-
tección y promoción de los derechos humanos de ni-
ñas, niños y adolescentes conforme a lo establecido
en la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y en los tratados internacionales de los que
el Estado mexicano forma parte. En este orden de ide-
as, el artículo 1 en sus dos primeras fracciones se
refiere al reconocimiento constitucional, redundan-
do en su aplicación; por ello, se propone reformar el
párrafo inicial del artículo 1 estableciendo que la
ley es reglamentaria del párrafo noveno del artícu-
lo 4 constitucional, para efectos de que se entienda el
parámetro constitucional de aplicación de la ley.

En armonía con lo dispuesto por el artículo 52 y
125 de la propia ley, se propone adicionar una frac-
ción XIX al artículo 125, para que se conforme un sis-
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tema de indicadores cualitativos y cuantitativos de
progresividad de derechos con datos tomados en pe-
riodos de tiempo clave, que evalúan el grado de cum-
plimiento y garantía de los derechos de las niñas, ni-
ños y adolescentes conforme a los objetivos y
planeación establecidos.

Lo anterior permitirá realizar acciones efectivas
para la protección de derechos midiendo avances y
deficiencias, a efecto de tomar acciones prácticas y
no ser solo una ley meramente declarativa. Si bien
los artículos 52 y 125 hacen referencia a indicadores
cuantitativos y cualitativos, la presente iniciativa pro-
pone robustecer y hacer eficientes los mecanismos de
medición establecidos en la ley a través del estableci-
miento de un sistema de indicadores.

IV. Cuadro comparativo

Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes

V. Denominación del proyecto de decreto y régimen
transitorio

Por lo expuesto y fundado, la suscrita, Diana Castillo
Gabino, integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do del Trabajo, somete a consideración del pleno de la
Cámara de Diputados la presente iniciativa con pro-
yecto

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes, en materia de indi-
cadores de progresividad de derechos

Único. Se reforma, el artículo 1 y sus fracciones I y
II, así como las fracciones XV, XVII, y XVIII del artí-
culo 125; y se adiciona la fracción XIX al artículo 125
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, para quedar como sigue:

Artículo 1. La presente ley es reglamentaria del pá-
rrafo noveno del artículo 4o. de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, sus disposi-
ciones son de orden público, interés social y de
observancia general en el territorio nacional, y tiene
por objeto

I. Reconocer a niñas, niños y adolescentes como ti-
tulares de derechos, con capacidad de goce de los
mismos, de conformidad con los principios de uni-
versalidad, interdependencia, indivisibilidad y pro-
gresividad;

II. Garantizar el pleno ejercicio, respeto, protección
y promoción de los derechos humanos de niñas, ni-
ños y adolescentes;

III. a V. …

Artículo 125. Para asegurar una adecuada protección
de los derechos de niñas, niños y adolescentes, se crea
el Sistema Nacional de Protección Integral, como ins-
tancia encargada de establecer instrumentos, políticas,
procedimientos, servicios y acciones de protección de
los derechos de niñas, niños y adolescentes.

El Sistema Nacional de Protección Integral tendrá las
siguientes atribuciones:

I. a XIV. …
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XV. Conformar un sistema de información a nivel
nacional, con el objeto de contar con datos desagre-
gados que permitan monitorear los progresos alcan-
zados en el cumplimiento de los derechos de niñas,
niños y adolescentes en el país. Este sistema de in-
formación se coordinará y compartirá con otros sis-
temas nacionales, en términos de los convenios de
coordinación que al efecto se celebren, de confor-
midad con las disposiciones aplicables;

XVI. …

XVII. Promover políticas públicas y revisar las ya
existentes relacionadas con los derechos de carácter
programático previstos en esta ley;

XVIII. Las demás que sean necesarias para el cum-
plimiento de esta ley; y

XIX. Conformar un sistema de indicadores cua-
litativos y cuantitativos de progresividad de de-
rechos con datos tomados en periodos de tiempo
clave, que evalúan el grado de cumplimiento y
garantía de los derechos de las niñas, niños y
adolescentes conforme a los objetivos y planea-
ción establecidos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Organización Mundial de la Salud, ONU.

2 Fondo de Naciones Unidas para la Infancia, ONU.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 1 de febrero de 2025.

Diputada Diana Castillo Gabino (rúbrica)

QUE ADICIONA Y DEROGA EL ARTÍCULO 102 DE LA LEY

GENERAL DE EDUCACIÓN, A CARGO DEL DIPUTADO

WBLESTER SANTIAGO PINEDA, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DEL PT

El que suscribe. diputado Wblester Santiago Pineda,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo, integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do del Trabajo en la LXVI Legislatura del Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos mexicanos; y 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados y demás disposicio-
nes aplicables, somete a consideración de esta asam-
blea iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley General de
Educación, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La educación es un derecho fundamental consagrado
en la Constitución Mexicana y un motor clave para el
desarrollo social, económico y cultural del país. Sin
embargo, en muchas comunidades marginadas, parti-
cularmente en zonas rurales e indígenas, persisten
grandes desigualdades en el acceso, la calidad y la in-
fraestructura educativa. Estas brechas educativas per-
petúan ciclos de pobreza y exclusión social, obstaculi-
zando el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo
Sostenible (ODS), particularmente el de “Garantizar
una educación inclusiva, equitativa y de calidad”.

Las zonas rurales e indígenas enfrentan retos históri-
cos y estructurales. El acceso limitado a recursos, la
dispersión geográfica y la falta de infraestructura ade-
cuada generan barreras para el aprendizaje. Esto se
agrava por la escasez de personal docente capacitado,
condiciones laborales precarias para los maestros y la
falta de materiales educativos pertinentes para contex-
tos multiculturales y multilingües. 

Además, la pandemia de Covid-19 evidenció y pro-
fundizó estas desigualdades, dejando a miles de estu-
diantes sin acceso a herramientas tecnológicas esen-
ciales para continuar su formación. 

Datos recientes indican que: 

• En zonas rurales, el 20 por ciento de los niños en
edad escolar no asisten a la escuela, lo que repre-
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senta una vulneración directa a sus derechos funda-
mentales. 

• Más del 30 por ciento de las escuelas rurales care-
cen de servicios básicos como agua potable, electri-
cidad y conectividad a internet, limitando grave-
mente las oportunidades de aprendizaje. 

• La deserción escolar es significativamente más
alta en comunidades marginadas, especialmente
entre las poblaciones indígenas, donde factores
económicos, culturales y de acceso agravan el pro-
blema. 

La falta de atención a estas comunidades no solo agu-
diza la desigualdad, sino que también debilita el po-
tencial de México para aprovechar el talento y las ca-
pacidades de millones de jóvenes que podrían
contribuir al desarrollo del país si contaran con una
educación de calidad. Una intervención oportuna y es-
tratégica es fundamental para garantizar que nadie
quede atrás. 

Por ello, esta iniciativa propone reformas específicas
a la Ley General de Educación, orientadas a eliminar
estas desigualdades estructurales, fortalecer la in-
fraestructura y los recursos educativos, e implemen-
tar estrategias que permitan a las comunidades mar-
ginadas acceder plenamente a su derecho a la
educación. La reforma que se propone a esta sobera-
nía, pretende que tenga un impacto en los siguientes
rubros: 

1. Reducción de la deserción escolar: Disminuir
en al menos un 15 por ciento la deserción escolar en
zonas rurales e indígenas en un plazo de 5 años. 

2. Mejora de infraestructura: Garantizar que el
100 por ciento de las escuelas en comunidades mar-
ginadas cuenten con servicios básicos para 2030. 

3. Incremento de la conectividad: Lograr que el
90 por ciento de las escuelas en zonas marginadas
tengan acceso a internet en los próximos 3 años. 

4. Mayor formación docente: Capacitar al menos
al 50 por ciento de los maestros en zonas margina-
das con enfoques interculturales y bilingües en 5
años. 

Contenido del proyecto de decreto

Único. Se derogan los párrafos segundo y tercero y se
adicionan las fracciones I, II y III al artículo 102 de la
Ley General de Educación, para quedar como sigue: 

Artículo 102. 

…

I. El Estado garantizará de forma gradual el acceso
a tecnologías de la información e internet en todas
las instituciones educativas ubicadas en localidades
marginadas, rurales e indígenas. 

II. Los gobiernos federal y locales coordinarán la
instalación de infraestructura educativa básica que
incluya servicios de baños, agua potable, electrici-
dad y conectividad digital. 

III. Se otorgarán incentivos salariales y programas
de capacitación continua a los docentes que presten
servicios en localidades marginadas. 

IV. Se establecerá un sistema de supervisión y eva-
luación del impacto educativo en zonas marginadas,
con participación comunitaria. 

Transitorios 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Segundo. La Secretaría de Educación Pública, en co-
ordinación con las entidades federativas, expedirá las
disposiciones reglamentarias necesarias dentro de los
180 días posteriores a la entrada en vigor de este De-
creto. 

Tercero. Se crea el Fondo Nacional para la Equidad
Educativa (FONEE), con recursos destinados exclusi-
vamente al fortalecimiento de la educación en zonas
marginadas, incluyendo infraestructura, capacitación
docente y tecnologías educativas. 

Cuarto. El Fondo Nacional para la Equidad Educati-
va (FONEE) deberá ser constituido e iniciar operacio-
nes dentro de los 12 meses siguientes a la entrada en
vigor de este Decreto. 
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Conclusión

Con esta iniciativa, reiteramos nuestro compromiso
con la equidad educativa y la justicia social, para ga-
rantizar que todas las niñas, niños y jóvenes, sin im-
portar su lugar de origen, tengan acceso a una educa-
ción de calidad que les permita desarrollarse
plenamente y contribuir al progreso de México. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 1 de febrero de 2025.

Diputado Wblester Santiago Pineda (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL DE TURISMO, PARA FOMENTAR EL DES-
ARROLLO DE LOS MUNICIPIOS RECONOCIDOS COMO PUE-
BLOS MÁGICOS, A CARGO DEL DIPUTADO WBLESTER SAN-
TIAGO PINEDA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

El que suscribe, diputado Wblester Santiago Pineda,
integrante del Grupo Parlamentario del Trabajo en la
LXVI Legislatura del Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
mexicanos; y 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados y demás disposiciones aplicables, somete a
consideración de esta asamblea iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley General de Turismo, al tenor de la si-
guiente:

Exposición de Motivos 

El programa Pueblos Mágicos, creado en 2001, tiene
como objetivo reconocer a aquellos municipios que
preservan su riqueza cultural, histórica y natural, fo-
mentando el turismo como herramienta de desarrollo
económico y social. Actualmente, más de 130 locali-

dades en México ostentan este distintivo, que no solo
representa un reconocimiento simbólico, sino una gran
oportunidad para detonar la economía local, generar
empleos y fortalecer la identidad cultural. 

A pesar de los avances logrados, la realidad de los
Pueblos Mágicos muestra que este distintivo, por sí so-
lo, no es suficiente para garantizar un desarrollo inte-
gral y sostenible. Muchos de estos municipios enfren-
tan importantes retos estructurales y operativos que
limitan su potencial turístico.

Entre los problemas más recurrentes se encuentran la
insuficiencia de infraestructura básica, la carencia de
financiamiento sostenido para proyectos de desarrollo
y conservación, y una limitada profesionalización del
sector turístico local. Además, la falta de coordinación
entre los distintos niveles de gobierno y la participa-
ción insuficiente de la iniciativa privada y la sociedad
civil han obstaculizado la consolidación de estos mu-
nicipios como verdaderos polos de desarrollo. 

Es importante señalar que, aunque existen disposicio-
nes como los Lineamientos Generales para la Incorpo-
ración y Permanencia al Programa Pueblos Mágicos y
la Estrategia Nacional de Pueblos Mágicos, estas care-
cen de un fundamento jurídico dentro de la Ley Gene-
ral de Turismo, lo que pone en riesgo la continuidad y
fortalecimiento del programa. Asimismo, la falta de un
marco legal sólido limita la asignación de recursos pú-
blicos específicos y la posibilidad de establecer meca-
nismos permanentes de evaluación y promoción. 

Esta reforma busca atender estas problemáticas a tra-
vés de un enfoque integral que permita transformar a
los Pueblos Mágicos en ejemplos de desarrollo soste-
nible, culturalmente significativos y económicamente
viables. Para ello, se propone: 

1. Fortalecer la infraestructura turística: Mu-
chos Pueblos Mágicos carecen de la infraestructura
necesaria para atender al turismo de forma adecua-
da. Esto incluye caminos, transporte, servicios bási-
cos como agua potable, electricidad y conectividad
digital, así como instalaciones específicas para la
actividad turística. 

2. Establecer un sistema de financiamiento soste-
nible: La creación del Programa Nacional de Fi-
nanciamiento para Pueblos Mágicos (Pronafipuma)
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garantizará recursos para proyectos de infraestruc-
tura, conservación del patrimonio cultural y natural,
y capacitación del sector turístico local. Este meca-
nismo también busca incentivar la inversión priva-
da y promover alianzas público-privadas. 

3. Promover la profesionalización del turismo lo-
cal: La formación y capacitación de los actores in-
volucrados en la actividad turística es clave para
ofrecer experiencias de calidad y mantener la au-
tenticidad cultural de cada Pueblo Mágico. Esto in-
cluye desde operadores turísticos y guías hasta pe-
queños comerciantes y artesanos. 

4. Establecer indicadores claros de desempeño:
Evaluar periódicamente el impacto económico, so-
cial y ambiental del programa permitirá identificar
áreas de mejora y garantizar que los recursos desti-
nados a los Pueblos Mágicos se utilicen de manera
eficiente y transparente. 

5. Fomentar la participación de la sociedad civil
y la iniciativa privada: La creación del Consejo
Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Mágicos
garantizará una gobernanza inclusiva que integre a
actores gubernamentales, sociales y económicos,
asegurando una visión compartida y esfuerzos co-
ordinados para el desarrollo de estos municipios. 

La reforma también enfatiza la sostenibilidad como
principio rector. Esto implica que las actividades turís-
ticas deben respetar y preservar el patrimonio cultural
y natural de cada Pueblo Mágico, evitando la sobreex-
plotación de recursos y minimizando los impactos ne-
gativos en las comunidades locales. Al mismo tiempo,
se busca generar beneficios tangibles para los habitan-
tes de estos municipios, mejorando su calidad de vida
y fortaleciendo su identidad cultural. 

Impacto esperado

1. Mejoras en infraestructura y servicios: Dotar a
los Pueblos Mágicos de la infraestructura necesaria
para atender a los turistas y mejorar la calidad de vi-
da de sus habitantes. 

2. Incremento del turismo sostenible: Aumentar
el flujo de visitantes nacionales e internacionales,
respetando los principios de sostenibilidad. 

3. Fortalecimiento de la identidad cultural: Ga-
rantizar la conservación del patrimonio tangible e
intangible. 

4. Generación de empleo y desarrollo local: Im-
pulsar la economía local mediante la creación de
empleos directos e indirectos. 

En resumen, esta iniciativa busca consolidar el progra-
ma Pueblos Mágicos como una política pública de lar-
go plazo que contribuya al desarrollo regional, a la ge-
neración de empleo y al fortalecimiento de la
identidad cultural de México. Al dotar a estos munici-
pios de los recursos, herramientas y estrategias nece-
sarias, podremos convertirlos en motores de desarrollo
sostenible y en referentes internacionales del turismo
cultural y natural. 

Con esta iniciativa, reafirmamos nuestro compromiso
con el desarrollo integral y sostenible de los Pueblos
Mágicos, reconociendo su papel como pilares del tu-
rismo y la identidad cultural en México. Garantizar su
crecimiento y conservación es una responsabilidad
compartida que impactará positivamente en el bienes-
tar de sus habitantes y en la proyección de nuestro pa-
ís a nivel global. 

Contenido del proyecto de decreto 

Único. Se reforman el Título Cuarto, para denominar-
se “De la Promoción y Desarrollo de los Pueblos Má-
gicos”, se adicionan los artículos 37 Bis, 37 Ter, 37
Quarter a la Ley General de Turismo, para quedar co-
mo sigue: 

Artículo 37 Bis. 

La Secretaría de Turismo, en coordinación con los go-
biernos estatales y municipales, establecerá estrategias
para fortalecer el desarrollo integral de los Pueblos
Mágicos, asegurando que cuenten con infraestructura
adecuada, servicios básicos, conectividad y promoción
turística. 

Artículo 37 Ter. 

Corresponde a la Secretaría de Turismo crear el Pro-
grama Nacional de Financiamiento para Pueblos Má-
gicos (Pronafipuma), destinado a: 
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I. Financiar proyectos de infraestructura turística
sostenible.

II. Impulsar iniciativas de conservación del patri-
monio cultural y natural. 

III. Promover la capacitación y profesionalización
del sector turístico local.

IV. Fomentar la participación de la iniciativa priva-
da en proyectos de desarrollo turístico. 

La Secretaría de Turismo establecerá indicadores de
desempeño para evaluar periódicamente el impacto
económico, social y ambiental del programa Pueblos
Mágicos, asegurando su sostenibilidad y efectividad. 

Artículo 37 Quarter. 

Se creará el Consejo Nacional para el Desarrollo de
los Pueblos Mágicos, integrado por: 

I. Representantes de la Secretaría de Turismo, Se-
cretaría de Cultura, Secretaría de Medio Ambiente
y Recursos Naturales, y la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público.

II. Representantes de los gobiernos estatales y mu-
nicipales con Pueblos Mágicos. 

III. Representantes de la sociedad civil, academia y
sector privado relacionados con el turismo. 

Este Consejo tendrá como funciones: 

• Diseñar y supervisar la implementación de estra-
tegias nacionales para los Pueblos Mágicos. 

• Promover la colaboración interinstitucional e in-
tersectorial. 

• Garantizar la transparencia y rendición de cuentas
en el uso de los recursos. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Segundo. La Secretaría de Turismo, en un plazo no
mayor a 180 días, emitirá las disposiciones reglamen-
tarias necesarias para la operación del Programa Na-
cional de Financiamiento para Pueblos Mágicos (Pro-
nafipuma). 

Tercero. El Consejo Nacional para el Desarrollo de
los Pueblos Mágicos deberá instalarse dentro de los 90
días posteriores a la entrada en vigor de este Decreto. 

Palacio Legislativo de San Lázaro. 
a 1 de febrero de 2025.

Diputado Wblester Santiago Pineda (rúbrica)

QUE ADICIONA AL ARTÍCULO 139 DE LA LEY DE LA IN-
DUSTRIA ELÉCTRICA, EN MATERIA DE TARIFAS ESPECIALES

PARA SERVICIOS DE USO DOMÉSTICO, A CARGO DE LA DI-
PUTADA LILIA AGUILAR GIL, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DEL PT

La que suscribe, Lilia Aguilar Gil, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido del Trabajo en la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los ar-
tículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración del Congreso de la
Unión la presente iniciativa con proyecto de decreto,
por el que se adiciona un párrafo tercero al artículo
139 de la Ley de la Industria Eléctrica, en materia de
tarifas especiales para servicios de uso doméstico, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La energía eléctrica representa una necesidad humana
indispensable no sólo para la supervivencia, sino para
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garantizar otros derechos fundamentales. De la electri-
cidad obtenemos energía lumínica, mecánica y térmi-
ca que son esenciales para actividades cotidianas y el
funcionamiento de servicios clave como la ilumina-
ción, la refrigeración de alimentos y el uso de equipos.

En la actualidad, la energía eléctrica desempeña un pa-
pel central en nuestras vidas. Se utiliza en áreas como
la educación, la tecnología, la salud, la cultura, las co-
municaciones y la ciencia, convirtiéndose en una con-
dición necesaria para el ejercicio de diversos derechos
fundamentales.

El acceso a la electricidad es una condición material
necesaria para la realización de derechos económicos,
sociales y culturales. Diversos instrumentos interna-
cionales reconocen su importancia como la Declara-
ción Universal de los Derechos Humanos, que en su
artículo 25 establece: “Toda persona tiene derecho a
un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a
su familia, la salud y el bienestar, y en especial la ali-
mentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médi-
ca y los servicios sociales necesarios”.1

El Pacto Internacional de los Derechos Económicos,
Sociales y culturales indica en el artículo 11: “Los Es-
tados parte en el presente pacto reconocen el derecho
de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y
su familia, incluso la alimentación, vestido y vivienda
adecuados, y a una mejora continua de las condiciones
de existencia. Los Estados Parte tomarán medidas
apropiadas para asegurar la efectividad de este dere-
cho, reconociendo a este efecto la importancia esencial
de la cooperación internacional fundada en el libre
consentimiento”.2

La Observación General No. 4 del Comité de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales de la ONU
resalta que una vivienda adecuada debe contar con
servicios indispensables como acceso a energía para
cocina, calefacción y alumbrado en el párrafo 8.b:
“Disponibilidad de servicios, materiales, facilidades
e infraestructura. Una vivienda adecuada debe conte-
ner ciertos servicios indispensables para la salud, la
seguridad, la comodidad y la nutrición. Todos los be-
neficiarios del derecho a una vivienda adecuada de-
berían tener acceso permanente a recursos naturales
y comunes, a agua potable, a energía para la cocina,
la calefacción y el alumbrado, a instalaciones sanita-
rias y de aseo, de almacenamiento de alimentos, de

eliminación de desechos, de drenaje y a servicios de
emergencia”.3

Además, debido a su importancia, el acceso a la elec-
tricidad también es parte de los Objetivos de Desarro-
llo Sostenible. En su Objetivo 7, se busca garantizar el
acceso a energía asequible, segura, sostenible y mo-
derna, esencial para áreas como la agricultura, las co-
municaciones, la educación, la sanidad y el transpor-
te.4

En México, la Suprema Corte de Justicia de la Nación
ha reconocido el acceso a la energía eléctrica como un
derecho humano indispensable para garantizar múlti-
ples derechos fundamentales. Esto queda reflejado en
la tesis I.3o.C.100 K (10a.), donde se subraya que el
suministro eléctrico es crucial para la educación, la sa-
lud, la vivienda, la cultura y otros derechos básicos co-
mo se muestra a continuación:

Acceso a la energía eléctrica. Debe reconocerse como
derecho humano por ser un presupuesto indispensable
para el goce de múltiples derechos fundamentales: “La
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos reconoce derechos humanos económicos, sociales
y culturales como la alimentación nutritiva, suficiente
y de calidad; la educación de calidad; el acceso a los
servicios de protección de la salud; un medio ambien-
te adecuado para el desarrollo y bienestar de las per-
sonas; la vivienda digna y decorosa; el acceso a la cul-
tura; el acceso a la información y a sus tecnologías, así
como a los servicios de radiodifusión y telecomunica-
ciones, incluido el Internet; la libertad de expresión e
imprenta; la libertad de profesión, industria, comercio
y trabajo; entre otros. El ejercicio de estos derechos
depende cada vez y en mayor medida del suministro
de energía eléctrica. En efecto, en el estado actual del
desarrollo científico y tecnológico, los satisfactores
materiales e inmateriales (tangibles e intangibles), se
encuentran estrechamente ligados a la energía eléctri-
ca, la cual es usada en prácticamente todos los ámbi-
tos de la actividad humana para generar energía lumí-
nica, mecánica y térmica, así como para el
procesamiento de la información y la realización de
las telecomunicaciones. Por esta razón, el acceso a la
energía eléctrica debe reconocerse como un derecho
humano por ser un presupuesto indispensable, al cons-
tituir una condición necesaria para el goce de múlti-
ples derechos fundamentales”.5
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El servicio público de energía eléctrica tiene como ob-
jetivo satisfacer las necesidades de los usuarios con
calidad, cantidad, continuidad, oportunidad y cobertu-
ra debido a que es esencial para el desarrollo y bienes-
tar de la población.

Por ende, el Estado mexicano debe garantizar esta pre-
rrogativa reconocida a nivel nacional e internacional,
ya que la falta del acceso a la electricidad agudiza la
desigualdad, y puede tener impactos negativos en las
condiciones de salud de la población, resultados aca-
démicos e incluso reducir los ingresos.

De ahí que sea sustancial asegurar el acceso a energía
eléctrica a costos accesibles para la población. En al-
gunas regiones del país a lo largo de los años, se han
presentado temperaturas extremas, fenómeno que lle-
va a habitantes del norte del país a elevar el consumo
de energía eléctrica.

En enero de 2025 se han pronosticado temperaturas in-
feriores en el norte del país a -15 grados Celsius con
heladas en zonas montañosas de Chihuahua y Duran-
go; de -15 a -10 grados con heladas en zonas altas de
Sonora; de -10 a -5 grados con heladas en zonas mon-
tañosas de Baja California.6

De igual forma sucede con temperaturas altas, en junio
de 2024 se presentaron ondas de calor que impactaron
en diversos estados como Coahuila, Nuevo León y Ta-
maulipas con 45 grados; o Baja California, Baja Cali-
fornia Sur, Chihuahua con temperaturas entre los 40 y
45 grados Celsius.7

Con el propósito de apoyar a estos sectores de la po-
blación se implementan subsidios especiales a las tari-
fas eléctricas. Estos subsidios pueden ser temporales y
aplicarse en regiones específicas. La Comisión Fede-
ral de Electricidad ha aplicado subsidios de luz en es-
tados como Sinaloa, Sonora, Baja California, Baja Ca-
lifornia Sur y Nayarit, durante épocas de calor.
Ejemplo de ello, es la tarifa 1F, aplicada en algunos es-
tados del norte del país durante temporadas de clima
extremo, esta medida ha demostrado ser efectiva para
mitigar el impacto de las altas tarifas eléctricas en las
regiones más afectadas.

Esta tarifa se aplica a los servicios que destinen ener-
gía para uso doméstico, para cargas que no sean con-
sideradas de alto consumo acorde a lo establecido en

la tarifa DAC, conectadas individualmente a cada resi-
dencia, apartamento, apartamento en condominio o vi-
vienda, en localidades cuya temperatura media men-
sual en verano sea de 33 grados centígrados como
mínimo. Y se considera en localidades que alcanzan la
temperatura media mínima en verano de 33 grados
Celsius, cuando alcance el límite indicado durante tres
o más años de los últimos 5 de que se disponga de la
información correspondiente.8

Sin embargo, su aplicación estacional no resulta sufi-
ciente para las comunidades de la región fronteriza.
Esta situación obliga a las familias a depender del uso
intensivo de sistemas de aire acondicionado y calefac-
ción, lo que incrementa significativamente el consumo
eléctrico y, por ende, el costo de las facturas de ener-
gía.

En 2018, la Encuesta Nacional sobre Consumo de
Energéticos en Viviendas Particulares indicó que, en
México, existen poco más de siete millones de aires
acondicionados en viviendas particulares. De estos, el
48.1 por ciento se concentra en los estados de Baja Ca-
lifornia, Sonora, Sinaloa, Nuevo León, Tamaulipas,
Chihuahua y Durango, regiones caracterizadas por cli-
mas cálidos y húmedos.9 Resalta que en temporada de
calor el aire acondicionado puede elevar los costos del
recibo de luz, un aire acondicionado de ventana de 1.5
toneladas usándose durante siete horas al día represen-
ta un incremento bimestral por 4 mil 528 pesos, acor-
de con cálculos de la Comisión Federal de Electricidad
en 2023. 10

En estas temporadas muchas familias destinan una
proporción significativa de sus ingresos al pago de la
energía eléctrica, lo que reduce su capacidad para cu-
brir otras necesidades básicas como alimentación,
educación y salud. Además, los altos costos energéti-
cos afectan también a las pequeñas y medianas empre-
sas, limitando su competitividad y desarrollo.

En este sentido, las familias de menores ingresos son
las más vulnerables, ya que no cuentan con recursos
suficientes para adquirir equipos energéticamente efi-
cientes ni para costear las altas tarifas eléctricas.

Además, el no poder contar con acceso a energía eléc-
trica asequible puede tener consecuencias graves co-
mo afectaciones a la salud y bienestar de la población
derivado de temperaturas extremas. Las altas tempera-
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turas pueden provocar golpes de calor, deshidratación
y enfermedades respiratorias. De igual manera, las
temperaturas extremadamente bajas contribuyen a pa-
decimientos como hipotermia y afecciones respirato-
rias severas. La falta de recursos para mantener un am-
biente térmico adecuado en los hogares incrementa el
riesgo de enfermedades e incluso muertes asociadas a
estas condiciones.

Por ejemplo, en 2024 durante la temporada de calor se
reportaron en Chihuahua 76 casos de afectaciones a la
salud. De estos casos, 39 fueron por deshidratación, 36
por golpe de calor y uno por quemadura. También se
registraron 3 muertes relacionadas con el calor extre-
mo.11

Con esta reforma, se pretende tener la aplicación de
una tarifa preferencial fija, similar a la tarifa 1F, en las
zonas de la región fronteriza del país, donde las condi-
ciones climáticas extremas y los elevados costos de
energía afectan gravemente a la población.

La fijación de una tarifa eléctrica preferencial es una
medida urgente y necesaria para proteger a las familias
de la región fronteriza de los efectos adversos del
cambio climático y las condiciones económicas desfa-
vorables. Con esta iniciativa, se busca garantizar la
equidad, el bienestar y el desarrollo sostenible en una
de las regiones más vulnerables del país.

La tarifa preferencial se aplicará a hogares ubicados en
regiones con temperaturas extremas, durante todo el
año, con el objetivo de mitigar los efectos adversos del
cambio climático y fomentar el bienestar social.

Esta iniciativa busca garantizar un acceso equitativo a
la energía eléctrica como derecho humano básico, pro-
moviendo el bienestar social, la protección de la salud
y la reactivación económica en las comunidades afec-
tadas.

A efecto de lograr una mejor comprensión de la pro-
puesta se inserta el siguiente cuadro comparativo:

Por lo expuesto acudo a esta soberanía para presentar
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo tercero al
artículo 139 de la Ley de la Industria Eléctrica

Único. Se adiciona un párrafo tercero al artículo 139
de la Ley de la Industria Eléctrica, para quedar como
sigue:

Artículo 139. …

…

La CRE establecerá una tarifa especial de menor
costo para los servicios que destinen la energía pa-
ra uso exclusivamente doméstico en localidades cu-
ya temperatura media mensual en verano sea de 28
grados centígrados como mínimo y en invierno sea
menor a los 0 grados centígrados.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Notas

1 Naciones Unidas, Declaración Universal de los Derechos Huma-

nos, https://www.un.org/es/about-us/universal-declaration-of-hu-

man-rights

2 Naciones Unidas, Pacto Internacional de Derechos Económicos,

Sociales y Culturales, https://www.ohchr.org/es/instruments-me-

chanisms/instruments/international-covenant-economic-social-

and-cultural-rights

3 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, obser-

vación general número 4, https://www.ohchr.org/sites/default/fi-

les/2021-12/CG4_sp.doc

4 ONU, Objetivo 7, “Energía asequible y no contaminante”,

https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/energy/

5 Suprema Corte de Justicia de la Nación, tesis I.3o.C.100 K

( 1 0 a . ) ,

https://bj.scjn.gob.mx/doc/tesis/2PdvMHYBN_4klb4HF5pQ/%22

Vivienda%20digna%22

6 Servicio Meteorológico Nacional, Continuará el ambiente de frío

a muy frío en el noroeste, norte, noreste y centro de México,

https://www.gob.mx/smn/prensa/continuara-el-ambiente-de-frio-

a-muy-fr io-en-el -noroeste-nor te-nores te-y-centro-de-

mexico?idiom=es

7 Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, Comisión

Nacional del Agua y Servicio Meteorológico Nacional, Continua-

rá la tercera onda de calor, con temperaturas superiores a 45 gra-

dos Celsius en 11 estados del país, https://smn.conagua.gob.mx/fi-

les/pdfs/comunicados-de-prensa/Comunicado0375-24.pdf

8 Comisión Federal de Electricidad, Tarifa 1F,

https://app.cfe.mx/aplicaciones/ccfe/tarifas/TarifasCRECasa/Tari-

fas/Tarifa1F.aspx

9 Inegi, Primera Encuesta Nacional sobre Consumo de Energéticos

en Viviendas Particulares,

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-

nes/2018/EstSociodemo/ENCEVI2018.pdf

10 Comisión Federal de Electricidad, #AhorraEsCuando | El aire

acondicionado o clima es de los aparatos que más usa electricidad

en el hogar. https://x.com/CFEmx/status/1644003277988569090

11 El Heraldo de Chihuahua, “Cerró temporada de calor 2024 con

76 casos de daños a la salud en Chihuahua”,

https://oem.com.mx/elheraldodechihuahua/local/cerro-temporada-

de-calor-2024-con-76-casos-de-danos-a-la-salud-en-c-18389744

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 1 de febrero de 2025.

Diputada Lilia Aguilar Gil (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 390 DEL CÓDIGO PENAL FE-
DERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA LILIA AGUILAR GIL,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

La que suscribe, Lilia Aguilar Gil, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido del Trabajo en la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los ar-
tículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración del Congreso de la
Unión la presente iniciativa con proyecto de decreto,
por el que adiciona un párrafo segundo al artículo 390
del Código Penal Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La inteligencia artificial representa una oportunidad
emprendedora sin precedentes para impulsar la inno-
vación y la transformación digital en los modelos de
negocio, convirtiéndose en un pilar fundamental para
la competitividad empresarial en la era digital.

Si bien la inteligencia artificial (IA) se ha convertido
en un motor de innovación y desarrollo a nivel global,
en México no es la excepción, de acuerdo con el re-
porte Estado de preparación en inteligencia artificial
de México, elaborado por la UNESCO en colabora-
ción con la Alianza Nacional para la Inteligencia Arti-
ficial y el Centro-i para la Sociedad del Futuro. 
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El reporte, refiere una visión detallada sobre el estado
actual y los desafíos que enfrenta el país en materia de
desarrollo e implementación de herramientas e, se re-
alizó mediante un este estudio involucró a más de 250
representantes de diversos sectores, entre gobiernos
federales y estatales, órganos autónomos, organizacio-
nes civiles, academia y la iniciativa privada.

La inteligencia artificial sirve para automatizar proce-
sos y simular ciertos rasgos de la inteligencia humana
mediante sistemas informáticos. Entre las capacidades
de la IA se encuentra el reconocimiento de voz, texto
e imágenes, la traducción de idiomas y la generación
de textos.1

Las deepfakes, acrónimo formado por las palabras in-
glesas fake (“falso”) y deep learning, un subcampo de
la inteligencia artificial. Se trata de un video, una ima-
gen o un audio generado para imitar la apariencia y so-
nido de una persona y estos son generados de modo ar-
tificial, y son tan convincentes, tan realistas, que
muchas veces, el ojo humano no percibe que está fren-
te a una imagen ficticia.2

En la última década, el avance acelerado de la inteli-
gencia artificial ha permitido el desarrollo de tecnolo-
gías que, aunque prometedoras, también representan
riesgos significativos.

Estas herramientas están transformando múltiples sec-
tores, desde la medicina hasta la comunicación, ofre-
ciendo soluciones innovadoras y nuevas posibilidades
de interacción. Sin embargo, uno de los desarrollos
más controvertidos es el de los deepfakes, herramien-
tas de edición digital que emplean algoritmos avanza-
dos, particularmente redes neuronales generativas, pa-
ra superponer rostros y voces de personas en videos
falsificados con un nivel de precisión inquietante.

Esta tecnología tiene aplicaciones positivas en áreas
como el entretenimiento, la educación y la creación de
contenido artístico. Por ejemplo, los deepfakes han si-
do utilizados para preservar la voz de personas con en-
fermedades degenerativas o para recrear personajes
históricos en documentales interactivos. No obstante,
su uso malicioso ha generado alarmantes consecuen-
cias, al convertirse en una herramienta para vulnerar
derechos fundamentales y amplificar la violencia digi-
tal.

En México, actualmente hay quienes hacen un mal
uso de estas herramientas tecnológicas para extor-
sionar y obtener un beneficio propio a costa de otros,
estos son los ciberdelincuentes.

Como es el caso de que informó recientemente la Co-
misión Nacional de Búsqueda de Personas Desapare-
cidas en México alertando sobre una nueva forma de
estafa, ahora en contra de las familias buscadoras.

Los delincuentes están creando fotos y videos falsos
usando programas de inteligencia artificial para enga-
ñar a las familias y exigir pagos.3

Según la información proporcionada por la CNB los
extorsionistas buscan en las redes sociales los perfi-
les de las madres y familias buscadoras para des-
cargar imágenes de la persona desaparecida editan-
do un video falso y con ello enviarlo a las familias de
las víctimas de desaparición pidiendo dinero por su
rescate.

Otro ejemplo se da con la utilización de generadores
de voz que ayuda a personas con problemas de habla a
comunicarse, el cual se personaliza para sonar como
cualquier individuo, sin embargo, también está utili-
zando para un uso inadecuado como son las extorsio-
nes mediante llamadas telefónicas.

De igual manera, el fraude con el uso de estas tecno-
logías ya que, generando la voz, con inteligencia arti-
ficial, de alguno de tus familiares o seres queridos, pi-
den dinero para que sea depositado o transferido a
cuantas bancarias de los ciberdelincuentes.

Un marco normativo claro no solo protegerá a las víc-
timas, sino que también enviará un mensaje contun-
dente contra la violencia en el entorno digital. La so-
ciedad actual exige que los derechos humanos se
extiendan a todos los espacios, incluyendo el virtual.

Abordar este problema requiere no solo una regula-
ción más estricta, sino también una mayor colabora-
ción entre las plataformas tecnológicas, las autorida-
des gubernamentales y las organizaciones de la
sociedad civil.

En México, la creciente era digital ha aumentado la
productividad y eficiencia, mejorado la comunicación
y fomentado la innovación. Pero a su vez, también ha
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traído consigo el surgimiento de nuevas y sofisticadas
formas de reproducción de otros tipos de delitos.

Es necesario fomentar la investigación y el desarrollo
de herramientas de detección que puedan identificar y
bloquear este tipo de delitos.

Por lo anterior, con este tipo de iniciativas se procura
hacer más accesible la denuncia de esta y otras formas
de delitos en el ámbito digital, lo cual permite la san-
ción efectiva de las personas responsables.

A efecto de lograr una mejor comprensión de la pro-
puesta se inserta el siguiente cuadro comparativo:

Por lo expuesto acudo a esta soberanía para presentar
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo segundo
al artículo 390, y se recorre el subsecuente, del Có-
digo Penal Federal

Único. Se adiciona un párrafo segundo al artículo
390, y se recorre el subsecuente, del Código Penal Fe-
deral, para quedar como sigue:

Artículo 390. …

Las penas que correspondan al delito básico se au-
mentarán en dos terceras partes si para la extor-
sión se utilizan técnicas, aplicaciones o programas
de inteligencia artificial para crear, manipular y
distribuir videos, audios, imágenes e impresiones
que sirvan para consumar el delito.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://www.eleconomista.com.mx/tecnologia/Mexico-esta-pre-

parado-para-la-Inteligencia-Artificial-20240704-0049.html

2 Infografía IPN https://www.seguridad.ipn.mx/comunicados/In-

fografia_Deepfake.pdf 

3 Alertan a madres buscadoras; ciberdelincuentes usan IA y fotos

de desaparecidos para extorsionarhttps://oem.com.mx/elsoldecor-

doba/tendencias/extorsion-a-madres-buscadoras-con-ia-la-nueva-

modalidad-de-los-ciberdelincuentes-21007760

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 1 de febrero de 2025.

Diputada Lilia Aguilar Gil (rúbrica)
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QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 199 OCTIES DEL CÓDIGO

PENAL FEDERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA LILIA AGUI-
LAR GIL, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

La que suscribe, Lilia Aguilar Gil, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido del Trabajo en la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los ar-
tículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración del Congreso de la
Unión la presente iniciativa con proyecto de decreto,
por el que adiciona un párrafo tercero al artículo 199
Octies del Código Penal Federal, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

La inteligencia artificial representa una oportunidad
emprendedora sin precedentes para impulsar la inno-
vación y la transformación digital en los modelos de
negocio, convirtiéndose en un pilar fundamental para
la competitividad empresarial en la era digital.

Si bien, la inteligencia artificial (IA) se ha convertido
en un motor de innovación y desarrollo a nivel global,
en México no es la excepción, de acuerdo con el re-
porte Estado de preparación en inteligencia artificial
de México, elaborado por la Unesco en colaboración
con la Alianza Nacional para la Inteligencia Artificial
y el Centro-i para la Sociedad del Futuro.

El reporte, refiere una visión detallada sobre el estado
actual y los desafíos que enfrenta el país en materia de
desarrollo e implementación de herramientas e, se re-
alizó mediante un este estudio involucró a más de 250
representantes de diversos sectores, entre gobiernos
federales y estatales, órganos autónomos, organizacio-
nes civiles, academia y la iniciativa privada.

La inteligencia artificial sirve para automatizar proce-
sos y simular ciertos rasgos de la inteligencia humana
mediante sistemas informáticos. Entre las capacidades
de la IA se encuentra el reconocimiento de voz, texto
e imágenes, la traducción de idiomas y la generación
de textos.1

Las deepfakes, acrónimo formado por las palabras in-
glesas fake (“falso”) y deep learning, un subcampo de

la IA. Se trata de un video, una imagen o un audio ge-
nerado para imitar la apariencia y sonido de una per-
sona y estos son generados de modo artificial, y son
tan convincentes, tan realistas, que muchas veces, el
ojo humano no percibe que está frente a una imagen
ficticia.2

En la última década, el avance acelerado de la inteli-
gencia artificial (IA) ha permitido el desarrollo de tec-
nologías que, aunque prometedoras, también represen-
tan riesgos significativos. 

Estas herramientas están transformando múltiples sec-
tores, desde la medicina hasta la comunicación, ofre-
ciendo soluciones innovadoras y nuevas posibilidades
de interacción. Sin embargo, uno de los desarrollos
más controvertidos es el de los deepfakes, herramien-
tas de edición digital que emplean algoritmos avanza-
dos, particularmente redes neuronales generativas, pa-
ra superponer rostros y voces de personas en videos
falsificados con un nivel de precisión inquietante.

Esta tecnología tiene aplicaciones positivas en áreas
como el entretenimiento, la educación y la creación de
contenido artístico. Por ejemplo, los deepfakes han si-
do utilizados para preservar la voz de personas con en-
fermedades degenerativas o para recrear personajes
históricos en documentales interactivos. No obstante,
su uso malicioso ha generado alarmantes consecuen-
cias, especialmente para las mujeres, al convertirse en
una herramienta para vulnerar derechos fundamentales
y amplificar la violencia digital. malicioso ha genera-
do alarmantes consecuencias, especialmente para las
mujeres.

Los deepfakes con contenido sexual explícito se han
convertido en una herramienta de violencia digital. Se-
gún datos de organizaciones especializadas en ciberse-
guridad, más de 90 por ciento de los deepfakes publi-
cados en plataformas en línea tienen como objetivo a
mujeres, muchas de las cuales desconocen que su ima-
gen ha sido manipulada. Estos videos no solo atentan
contra la privacidad, sino que generan graves daños
psicológicos, sociales y profesionales a las víctimas.

Es imperativo legislar para prevenir, sancionar y erra-
dicar la creación y difusión de contenido deepfake que
vulnera los derechos de las mujeres. La falta de regu-
lación específica sobre este fenómeno perpetúa una
cultura de violencia digital, normaliza la objetivación
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de las mujeres y refuerza estereotipos de género dañi-
nos.

Los daños que sufren las víctimas son múltiples: des-
de la pérdida de oportunidades laborales hasta el dete-
rioro de su salud mental. Muchas enfrentan el estigma
social, la revictimización y la falta de apoyo legal o
psicológico. Además, la ausencia de mecanismos efec-
tivos para retirar este contenido de internet agrava su
sufrimiento.

Un marco normativo claro no solo protegerá a las víc-
timas, sino que también enviará un mensaje contun-
dente contra la violencia de género en el entorno digi-
tal. La sociedad actual exige que los derechos
humanos se extiendan a todos los espacios, incluyen-
do el virtual.

La violencia digital mediante el uso de deepfakes es
una problemática creciente que exige una respuesta
contundente y urgente. La presente iniciativa no solo
busca reparar un vacío legal, sino garantizar que las
mujeres puedan ejercer plenamente sus derechos en un
entorno digital seguro y libre de violencia. Proteger la
dignidad, privacidad y seguridad de las mujeres no es
solo un acto de justicia, sino un paso indispensable ha-
cia una sociedad más igualitaria y respetuosa.

Deepfakes en el contexto internacional

A nivel global, el fenómeno de los deepfakes plantea
desafíos legales, éticos y técnicos que han generado
respuestas diversas entre los países. En naciones como
Estados Unidos, algunos estados han comenzado a
promulgar leyes específicas que penalizan la creación
y difusión de deepfakes, especialmente aquellos con
contenido sexual explícito o diseñados para interferir
en procesos electorales. Sin embargo, estas legislacio-
nes son recientes y todavía presentan vacíos en su al-
cance y aplicación.

En la Unión Europea, el Reglamento General de Pro-
tección de Datos ofrece cierta protección al permitir
que las víctimas soliciten la eliminación de contenido
no autorizado. No obstante, la falta de una legislación
específica para los deepfakes dificulta abordar el pro-
blema de manera integral. Además, iniciativas como la
Ley de Servicios Digitales buscan establecer obliga-
ciones más claras para las plataformas en línea respec-
to a la detección y eliminación de contenido dañino.

Por otro lado, países como China han adoptado un en-
foque regulatorio más restrictivo, exigiendo que los
contenidos generados mediante IA incluyan marcas de
agua digitales para identificar su naturaleza artificial.
Aunque estas medidas son un avance, su efectividad
depende en gran medida de la implementación y de la
cooperación internacional.

La cooperación internacional resulta esencial, dado
que los deepfakes, al ser distribuidos principalmente
en plataformas globales, trascienden fronteras. Orga-
nismos como la Interpol han señalado la necesidad de
establecer marcos colaborativos que permitan rastrear
y sancionar a los responsables de este tipo de violen-
cia digital. Sin embargo, las diferencias culturales, le-
gales y tecnológicas entre los países dificultan la crea-
ción de un consenso global.

Es crucial que las naciones trabajen juntas para des-
arrollar estándares internacionales que regulen el uso
de tecnologías como los deepfakes, garantizando que
estas herramientas no se utilicen para vulnerar dere-
chos fundamentales. Además, se requiere de un diálo-
go constante entre gobiernos, empresas tecnológicas y
organizaciones de la sociedad civil para abordar los
desafíos técnicos y éticos que plantean los deepfakes.

Vigilancia y seguimiento

Ha nivel internacional existe un estudio realizado por
Security Hero.io en el que han llevado a cabo una in-
vestigación del impacto de las deepfakes en los cuales
han reportado hallazgos del alcance de éstas.3

Según el estudio reporta que

• La pornografía deepfake constituye el 98 por cien-
to de todos los vídeos deepfake en línea.

Lo que constituye que la mayoría de la distribución
de deepfakes están relacionadas con la creación de
video de contenido sexual, con distintas intenciones
como difamar, violentar y denigrar.

• Hay un 550 por ciento más de vídeos deepfake en
línea en 2023 que en 2019.

En sólo un par de años la cantidad de videos tienden
a la alza lo que preocupa su aceptación y normali-
zación en el ámbito secular.
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• 7 de los 10 principales sitios web de pornografía
albergan Deepfakes

Su consumo se ha vuelto accesible, su distribución
no representa un reto siendo que los propios sitios
web contienen estos videos, lo que además de ser
fácil de visualizar o compartir, representa la norma-
lización de este tipo de contenido, lo que incita a re-
plicar dicho contenido dirigido a personas de su in-
terés personal.

• Entre 2022 y 2023, la cantidad de pornografía de-
epfake creada aumentó un 464 por ciento

Esto representa una clara tendencia y crecimiento
exponencial de su uso enfocado a la generación de
contenido sexual.

• 99 por ciento de las personas afectadas por porno-
grafía deepfake corresponde a mujeres.

Esto evidencia una alarmante disparidad de género
en este tipo de agresiones. Este dato es revelador no
sólo por el alcance del problema, sino porque pone
de manifiesto una dinámica de poder subyacente en
la violencia digital. Las mujeres, debido a su alta
exposición mediática o simplemente por su presen-
cia en plataformas digitales, son constantemente
objeto de manipulación y explotación mediante es-
ta tecnología, lo cual perpetúa estereotipos de géne-
ro y las revictimiza en un entorno que debería ser
seguro y respetuoso.

• Disponibilidad de herramientas, software y comu-
nidades fáciles de usar para crear deepfakes.

El crecimiento exponencial de los deepfakes ha si-
do facilitado en gran medida por la disponibilidad
de herramientas y software accesibles al público ge-
neral. Existen múltiples aplicaciones, muchas de
ellas de uso gratuito o a bajo costo, que permiten a
cualquier persona con conocimientos básicos de in-
formática crear contenido manipulado. Plataformas
como GitHub, foros en línea y comunidades especí-
ficas en redes sociales han contribuido a la rápida
difusión de estas tecnologías, proporcionando tuto-
riales, algoritmos preentrenados y recursos para ge-
nerar deepfakes con relativa facilidad.

Esta accesibilidad tecnológica plantea un grave pro-

blema, ya que permite que personas sin formación téc-
nica puedan producir videos manipulados con fines
maliciosos. Las comunidades en línea que promueven
el uso de deepfakes a menudo normalizan su creación
y consumo, minimizando el impacto ético y legal de
estas acciones. Estas redes también facilitan la distri-
bución masiva de contenido manipulado, lo que au-
menta la exposición y revictimización de las personas
afectadas.

Es importante destacar que esta disponibilidad de he-
rramientas no solo fomenta el uso malintencionado, si-
no que también dificulta la regulación efectiva del fe-
nómeno. La velocidad a la que evolucionan las
tecnologías de deepfake supera con creces el ritmo de
las respuestas legislativas y técnicas, dejando a las víc-
timas en una situación de vulnerabilidad constante.

Abordar este problema requiere no solo una regula-
ción más estricta, sino también una mayor colabora-
ción entre las plataformas tecnológicas, las autorida-
des gubernamentales y las organizaciones de la
sociedad civil.

En México, la creciente era digital ha aumentado la
productividad y eficiencia, mejorado la comunicación
y fomentado la innovación. Pero a su vez, también ha
traído consigo el surgimiento de nuevas y sofisticadas
formas de reproducción de otros tipos de violencia.
Históricamente, esta violencia no ha afectado a todas
las personas de la misma manera.

Uno de los aspectos más inquietantes de los deepfakes
es su conexión con la venganza mediante la disemina-
ción de contenido íntimo y sexualmente explícito. Es-
to ocurre cuando, sin el consentimiento de una perso-
na, su pareja, expareja o terceros difunden o amenazan
con difundir imágenes intimas sexualmente explicitas
de ella, con el propósito de controlarla, castigarla y/o
dañar su reputación. Algunas investigaciones han do-
cumentado los patrones de género sobre este fenóme-
no, mostrando que esta afecta desproporcionadamente
a mujeres en comparación con los hombres, lo que la
convierte en otra forma de violencia de género.4

Las víctimas de deepfakes pueden llegar a presentar
ansiedad generalizada, a la vez que intentan lidiar con
la vergüenza, el enojo, la humillación y el estigma. La
violación de su privacidad y la difusión de imágenes
manipuladas pueden afectar profundamente su salud
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mental, y por ende su calidad de vida, e incluso cau-
sarles trauma. Además, puede tener repercusiones en
las relaciones personales y las oportunidades profesio-
nales de las mujeres afectadas.

Es necesario fomentar la investigación y el desarrollo
de herramientas de detección que puedan identificar y
bloquear contenido manipulado antes de su difusión
masiva.

Por lo anterior, con este tipo de iniciativas se procura
hacer más accesible la denuncia de esta y otras formas
de agresión en el ámbito digital, lo cual permite la san-
ción efectiva de las personas responsables.

A efecto de lograr una mejor comprensión de la pro-
puesta se inserta el siguiente cuadro comparativo:

Por lo expuesto acudo a esta soberanía para presentar
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo tercero al
artículo 199 Octies, y se recorre el subsecuente, del
Código Penal Federal

Único. Se adiciona un párrafo tercero al artículo 199
Octies, y se recorre el subsecuente, del Código Penal
Federal, para quedar como sigue:

Artículo 199 Octies. …

…

Asimismo, la utilización de técnicas, aplicaciones o
programas de inteligencia artificial para la crea-
ción, manipulación y distribución de videos, au-
dios, imágenes e impresiones con contenido intimo
sexual de una persona sin su consentimiento, sin su
aprobación, o sin su autorización.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://www.eleconomista.com.mx/tecnologia/Mexico-esta-pre-

parado-para-la-Inteligencia-Artificial-20240704-0049.html

2 Infografía IPN https://www.seguridad.ipn.mx/comunicados/In-

fografia_Deepfake.pdf 

3 Security Hero.io https://www.securityhero.io/state-of-deepfa-

kes/#overview-of-current-state

4 https://blogs.iadb.org/igualdad/es/deepfakes-violencia-basada-

en-genero-inteligencia-artificial/

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 1 de febrero de 2025.

Diputada Lilia Aguilar Gil (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 6O., 8O. Y 12
DE LA LEY DE VIVIENDA, EN MATERIA DE VIVIENDA

ABANDONADA, A CARGO DE LA DIPUTADA LILIA AGUILAR

GIL, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

La que suscribe, Lilia Aguilar Gil, diputada federal, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en la fracción II del artículo 71 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración del ho-
norable Congreso de la Unión la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman los ar-
tículos 6, 8 y 12 de la Ley de Vivienda, en materia de
vivienda abandonada, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La idea de vivienda adecuada es lo primero que viene
a la mente en el momento en que se pretende contar
con un espacio para habitar en condiciones de bienes-
tar, es la sensación más cercana de satisfacción del ser
humano para sentirse en situación de progreso, cuando
se puede adquirir y mantener una propia.

Por ello, resulta lamentable que personas que han lo-
grado la adquisición de una vivienda la abandonen. La
acción de abandonar una vivienda se ha vuelto cada
vez más recurrente en una sociedad que tiene una
enorme carencia habitacional.

El Censo de Población y Vivienda 2020 muestra un re-
zago habitacional de 26.5 por ciento de la población
total. Esto es, requerimos viviendas para 33 millones
284 mil 723 de personas que no cuentan con una y, si
se quiere lograr un adecuado desarrollo de nuestra na-
ción, debemos garantizar el derecho a una vivienda
que, además, acorde a los compromisos internaciona-
les signados por el Estado mexicano, sea adecuada.

El estudio denominado: “La problemática del abando-
no de la vivienda de interés social en las ciudades glo-
bales, una mirada desde sus habitantes” de Dulce Ale-
jandra Cabrera Granillo y Manuela Guillén Lúgigo,
describen desde una perspectiva local, cómo la pro-
ducción masiva de fraccionamientos en franja periur-
bana, resultado de una política de vivienda cuya pre-
tensión es satisfacer necesidades habitacionales, ha

dado lugar a una problemática de segregación urbana,
abandono de vivienda y la precarización en invasión
de inmuebles.1

El estudio referido muestra la interacción de dos for-
mas de organización, la de los propietarios que adqui-
rieron la vivienda de manera legal y legítima, y la de
ocupantes de viviendas en condiciones de abandono.
Sugiere también que esta situación podría estarse re-
plicando en diversos lugares dando lugar a conflictos
sociales que derivan en problemas de seguridad públi-
ca, tenencia de la propiedad y división social que afec-
ta la convivencia entre las personas.

La búsqueda de oportunidades de mejora económica,
laboral y de servicios, dio lugar a la migración de po-
blación rural hacia las ciudades generando desarrollo
periurbano desde la mitad del siglo pasado, acentuán-
dose en los años ochenta. Esta necesidad de creci-
miento de las ciudades se manifestó en la construcción
de complejos habitacionales de forma desmedida y sin
una planeación urbana, aprovechando el bajo costo
que representa la urbanización en terrenos periféricos,
sin una valoración objetiva de su aptitud, condición y
de la existencia de una adecuada infraestructura y/o
equipamiento, y dejando de lado una zonificación de
suelo que atiende a las necesidades de una ciudad de-
bidamente ordenada.

En este sentido, de acuerdo con la oferta de vivienda
reportada a abril de 2021, los incrementos en períme-
tros de contención urbana se localizan en zonas de cre-
cimiento contiguas al área urbana consolidada y zonas
fuera de contorno, con una variación de 6.3 y 9.6 por
ciento, respectivamente, lo que indica que para febre-
ro de 2021 la localización de las viviendas se ha reali-
zado en las periferias. El resto de las zonas registran
disminución: zona que contiene servicios e infraes-
tructura con -10.7 por ciento y ubicación que contiene
las fuentes de empleo con -8.8 por ciento. Lo anterior,
indica que las viviendas se están localizando fuera de
las áreas mejor equipadas de empleo y servicios.2

Lo anterior refuerza los resultados arrojados por la En-
cuesta Nacional de Vivienda de 2020 en los siguientes
rubros:

• Ubicación. La vivienda debe ubicarse en zonas co-
nectadas y seguras. Entre 2014 y 2017 los Organis-
mos Nacionales de Vivienda (Onavi) financiaron la
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construcción de más de 2.2 millones de unidades,
pero solo 8.0 por ciento se localizó en zonas urba-
nas plenamente consolidadas.

De las viviendas construidas en 2017 para el segmen-
to económico, únicamente 2.9 por ciento se situó en
áreas consolidadas, mientras que 73.0 por ciento se
ubicó en zonas periurbanas desconectadas de fuentes
de empleo, equipamiento, servicios urbanos y redes de
transporte.

Además, proyectando el desarrollo futuro de la vivien-
da, sólo el 14.7 por ciento de las reservas territoriales
en el país cumplen con una ubicación adecuada en tér-
minos de acceso a infraestructura y cercanía a fuentes
de empleo.

• Disponibilidad de servicios e infraestructura. En
México, una de cada cinco viviendas presenta ca-
rencias en el acceso a uno de los servicios básicos,
con acceso deficiente a transporte. Estas deficien-
cias son mayores en la periferia urbana, en las zo-
nas rurales y del sur del país.

Sobre este escenario, es importante considerar la habi-
tabilidad como marco de referencia para todo proyec-
to de vivienda, pues ésta debe ser criterio fundamental
para su planeación, diseño y construcción. La habita-
bilidad, entonces, debe siempre ser valorada como la
aptitud que tiene el espacio como satisfactor de nece-
sidades y aspiraciones del ser humano: el espacio de-
be permitir el desarrollo individual y colectivo de las
personas, si ello no ocurre, entonces las expectativas
relativas a una mejor calidad de vida se ven frustradas.

La carencia de habitabilidad de las viviendas ha lleva-
do a personas y familias a buscar solucionar su nece-
sidad de habitación más cercana a sus centros de tra-
bajo, con el resultado evidente de abandono y su
implicación más inmediata: la falta de pago de los cré-
ditos respectivos.

Las personas no abandonan una vivienda por gusto,
pues éstas representan lo más significativo de sus as-
piraciones patrimoniales. Sin embargo, no encontrar
una vivienda habitable y cercana a los centros urbanos
genera la existencia de viviendas deshabitadas, en al-
gunos casos incluso, sin encontrarse en cartera venci-
da o con créditos liquidados. Lo anterior, además, pue-
de dar lugar a actos ilegales como el despojo, con un

costo económico para los afectados y un costo social
en materia de seguridad pública y de sostenimiento de
los servicios públicos.

Podemos afirmar entonces que el proceso de abando-
no de viviendas es resultado de una política errática
que debemos afrontar con objetividad, considerando el
derecho de las personas que, hasta el momento, no
cuentan con elementos suficientes para desarrollarse
ante la cantidad de tiempo invertido en los recorridos
diarios y que impacta negativamente en su bienestar,
sus relaciones familiares y personales.

Por otra parte, el fenómeno de vivienda abandonada
genera pérdidas en la recuperación de recursos de las
instituciones encargadas de proveer vivienda a la po-
blación que así lo solicita. Los organismos de vivien-
da son los más afectados, pues los desarrolladores in-
mobiliarios recuperan su inversión mediante los
créditos otorgados al momento de la asignación; no
obstante, existen casos de quiebra de desarrolladores
que han fallado en el cumplimiento de obras de in-
fraestructura urbana, viviendas inconclusas y de sus
obligaciones financieras, debido precisamente a la po-
lítica errática en materia de vivienda y del crecimien-
to desordenado en las periferias.

Resulta claro que las expectativas que han llevado a
miles de familias a adquirir un inmueble que final-
mente tienen que abandonar, nunca fueron considera-
das para la implementación de una política de vivien-
da ordenada, permitiendo una opción de mercado para
empresas privadas, como resultado de las políticas
“recomendadas” por el Banco Internacional para la
Reconstrucción y el Desarrollo, (Banco Mundial) ba-
sadas en la “rentabilidad” y en la “eficacia financiera”.

Esta política aplicada en las últimas décadas también
ha dado lugar a la generación de cartera vencida que
afecta a las instituciones responsables de la implemen-
tación de la política de vivienda. Así tenemos que el
Índice de la Cartera Vencida (ICV) del Instituto del
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores
(Infonavit) mostró para septiembre del año pasado una
tasa de 17.2 por ciento, siendo la mayor, comparada
con el Fovissste y la Banca Comercial del 7.1 y 3.5 por
ciento respectivamente.3

Al respecto deben establecerse una serie de conceptos
que se vinculan al problema en estudio. El Infonavit ha
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publicado el: “Compendio de términos de uso co-
mún”4 elaborado por la Subdirección General de Ges-
tión de Cartera en enero de 2022, de donde retomamos
los siguientes conceptos.

Cartera vencida: Son aquellos créditos que tienen
más de 91 días sin pago.

• Vivienda: Se entiende por vivienda lo que consti-
tuye la edificación material con sus mejoras y adap-
taciones (crecimiento o ampliación de la vivienda
conforme al diseño del proyecto ejecutivo), la in-
fraestructura urbana, definida esta última como la
composición de alumbrado público, electrificación,
vialidades, redes de drenaje y agua potable, pavi-
mentos y muros de contención, tal como se aprobó
en los proyectos para este tipo de crédito; equipa-
miento, entendiéndose por este último concepto a:
tanques elevados de agua potable, plantas de trata-
miento de aguas negras, incluyendo sus equipos
electromecánicos, equipos de bombeo y líneas de
conducción, más lo descrito en la definición de in-
fraestructura urbana aquí mencionada, incluyendo
las áreas comunes como son, escaleras, pasillos, in-
divisos en general y que correspondan al interés
asegurable del Infonavit.

• Vivienda invadida: Toda aquella propiedad que
esté habitada por un tercero sin relación familiar di-
recta o sin algún contrato privado de sesión de de-
rechos realizado con el acreditado.

Cabe destacar que los vocablos “vivienda abandona-
da” y “vivienda recuperada” no están definidos, por
lo que la reforma que planteo a la Ley de Vivienda, son
necesarios y oportunos para revisar las características
de la vivienda y ser considerada con esas condiciones.

En el Atlas del Abandono de Vivienda5 elaborado en
2015 por el Infonavit, se registra una diferenciación
entre vivienda deshabitada que utiliza el Inegi y vi-
vienda abandonada que ocupa el Instituto. La primera
es la que, según resultados del Censo de Población y
Vivienda, tiene evidencia por apariencia y confirma-
ción de vecinos de que nadie vive en ella; mientras que
la vivienda abandonada tiene un método de estimación
y determinación más preciso, iniciando con el registro
de la vivienda en cartera vencida, dando pie a que el
instituto verifique si la vivienda está o no ocupada.

De lo anterior se desprende que la definición que el
Instituto da a la Vivienda Abandonada se compone por
su universo de la cartera vencida de Infonavit que, tras
un proceso de verificación y dictamen, se considera
desocupada y que incluso, está deteriorada o dañada
físicamente.

En estas condiciones, puede establecerse la posibili-
dad de que una vivienda pueda ser susceptible de in-
corporarse en un programa de recuperación para su
posterior reasignación a personas que demanden el de-
recho a una vivienda.

Actualmente se consideran en estado de abandono
unas 650 mil viviendas aproximadamente, según el
Programa Nacional de Vivienda 2021-2024.

Por otra parte, el “Atlas del Abandono de Vivienda”
analiza 378 municipios que representan el 84 por cien-
to de la vivienda abandonada nacional, con 244,847
unidades. La suma total del saldo a pagar en esos mu-
nicipios es de 70 mil millones de pesos, con promedio
de 283 mil pesos por vivienda para el año en que se re-
aliza el Atlas (2015).

El estudio relaciona los siguientes municipios con ma-
yor cantidad de vivienda abandonada:

1. Juárez, Chihuahua

2. Tijuana, Baja California

3. Tlajomulco de Zúñiga, Jalisco

4. Zumpango, Estado de México

5. Reynosa, Tamaulipas

6. Torreón, Coahuila

7. León, Guanajuato

8. Mexicali, Baja California

9. Altamira, Tamaulipas

10. Juárez, Nuevo León

Estos municipios acumulan el 33 por ciento de vivien-
da abandonada y 32 por ciento del saldo total de los
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378 que forman parte del estudio, con lo que este ins-
trumento muestra un comportamiento uniforme en
ambos datos.

El Infonavit en su Informe Anual de Actividades
20206 sostiene que, como parte de la Estrategia de
Atención a Vivienda Abandonada, en ese año se des-
arrollaron e implementaron tres programas de despla-
zamiento de vivienda, los cuales permitirán el desarro-
llo de centros urbanos ordenados, sostenibles, con
infraestructura y servicios suficientes, un mayor cui-
dado del medio ambiente y una mejor calidad en las
viviendas. Además, se cuenta con una estrategia de
desplazamiento de vivienda recuperada combinada
con los tres programas.

1. Regeneración Comunitaria Infonavit. Tiene por
objetivo implementar proyectos integrales para
atender las causas del abandono de vivienda en po-
lígonos con alta incidencia de vivienda irregular y
rezago urbano. Cuenta con la colaboración de la Se-
datu en 7 municipios prioritarios donde existe la
mayor concentración de vivienda recuperada. En
2020, el programa inició la fase 3 (de 5) en la que
se realizarían concursos para seleccionar los pro-
yectos multidisciplinarios de intervención socio es-
pacial que se llevarán a cabo mediante una asocia-
ción estratégica con “socios desarrolladores”. Para
este programa, se tiene un plan maestro de gestión
urbana y comercial que servirá de base para el des-
arrollo del proyecto, así como diagnósticos que per-
mitirán establecer las acciones prioritarias.

Al cierre de 2020, se contó con diagnósticos de 6
polígonos y planes maestros en 2 de ellos.

2. Aliados por la Vivienda. Busca comercializar la
vivienda a entidades de gobierno y organizaciones
civiles, a fin de brindar soluciones a personas en si-
tuación de vulnerabilidad, incluyendo acciones de
rehabilitación urbana adecuadas y sostenibles. Al
cierre de 2020, se formalizaron convenios de cola-
boración con 10 entidades, 2 convenios de compra-
venta que involucran 622 viviendas y 2 proyectos
de mejoramiento urbano y social. Se estima que, en
una primera etapa, se desplazarán un total de 3 mil
viviendas en caso de contar con el inventario.

3. Renovación a tu Medida. Permite solucionar las
problemáticas, tanto particulares como sociales, que

causan el incumplimiento de pago y el posible aban-
dono de la vivienda en polígonos con altas tasas de
vivienda irregular. El programa cuenta con 3 mil vi-
viendas que se ofrecen a nuestros derechohabientes,
quienes tendrán la oportunidad de adquirir una vi-
vienda recuperada, con nuevos estándares de calidad,
a precios competitivos. Además de que se brinda la
posibilidad al trabajador de elegir las mejoras de su
vivienda de acuerdo con sus gustos y necesidades.

Para cumplir con la estrategia de regeneración de vi-
vienda abandonada, se realizó un análisis de todo el
portafolio, compuesto por 178 mil 896 viviendas, a fin
de determinar de acuerdo a sus condiciones, el entor-
no y su situación legal, el canal de desplazamiento más
adecuado.

Lo anterior permitió identificar los municipios donde
existe mayor concentración de vivienda abandonada y
así poder definir los municipios prioritarios, atendien-
do las problemáticas estructurales que inciden en la vi-
vienda abandonada a través de proyectos multidisci-
plinarios de intervención socio espacial.

Sobre esta base, el propio Infonavit en su Plan Estra-
tégico y Financiero 2021-2025 enfatiza que, además
de identificarse las variables que detonan el abandono
de las viviendas, debe procurarse la regeneración so-
cio espacial de las zonas urbanas con concentración de
vivienda abandonada, deshabitada o invadida e imple-
mentarse mecanismos para la reincorporación de la vi-
vienda a precios accesibles. En todo caso, la vivienda
reinsertada debe cumplir con los objetivos del Progra-
ma Nacional de Vivienda.

Como ha podido observarse, el tema de la vivienda en
México es un problema de largo plazo que puede abor-
darse desde la unidad espacial con sus características
materiales, hacinamiento, infraestructura, etcétera, y a
partir de su entorno, localización relativa respecto a
bienes, servicios y fuentes de empleo. Independiente-
mente del punto de vista que se analice, es necesario
que el Estado recupere la rectoría en la materia y atien-
da la problemática de manera integral y multidiscipli-
naria, pues este fenómeno es una manifestación de la
incapacidad de los tres niveles de gobierno de encau-
zar y planificar el desarrollo urbano que afecta a quie-
nes siguen viviendo en los conjuntos habitacionales
debido a la pérdida de valor del espacio y la degrada-
ción de las actividades económicas.
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Todo lo anteriormente expuesto, lleva a considerar la
importancia de aprovechar las viviendas en condición
de abandono, tomando en cuenta las causas que moti-
van el fenómeno, pues de poco serviría socialmente re-
cuperar viviendas y reasignarlas, sin tener claridad de
lo que se requiere para evitar la repetición del fenó-
meno.

Para ello, considero la necesidad de una política inte-
gral en donde la recuperación de vivienda en términos
legales y legítimos sea parte para lograr una posterior
reasignación que contribuya a reencauzar las acciones
de vivienda hacia el objetivo de un aprovechamiento
óptimo de lo preexistente.

El gobierno federal lleva ya a cabo la recuperación
de vivienda. En el tercer informe de labores de la Se-
cretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urba-
no,7 se alude al tema de “intervenciones para recu-
perar vivienda abandonada”, como una de las
actividades implementadas por la Dirección General
de Desarrollo Urbano, Suelo y Vivienda. Aun cuan-
do no se da cuenta de manera específica, las accio-
nes realizadas en atención de cartera vencida, se
puede observar la implementación de proyectos de
cooperación internacional para recuperación de vi-
vienda abandonada.

Sin duda, la recuperación de vivienda se ha dado des-
de hace ya varios años, y la reasignación se ha llevado
a cabo a través de subastas. En 2017 se subastaron mil
501 viviendas obteniendo 235 millones 399 mil pe-
sos;8 en 2018, se subastaron 20 mil 687 viviendas, por
un valor de 2 mil 700 millones de pesos,9 con la parti-
cipación de 34 empresas inmobiliarias. Por la infor-
mación vertida podemos deducir la recuperación de
156,828 en 2017, disminuyendo a 130,516 pesos en
2018 por vivienda, cifra bastante menor a la que desti-
na un derechohabiente para su adquisición.

Lo anterior, nos lleva a considerar que es imprescindi-
ble que los organismos de vivienda tengan una rela-
ción directa con los derechohabientes solicitantes,
pues las subastas traducidas en intermediación no
muestran elementos de certeza para combatir de ma-
nera objetiva el problema que nos ocupa.

Destaco la posición de la Administración Pública Fe-
deral actual, que en voz del titular de Secretaría de
Desarrollo Agrario Territorial y Urbano (Sedatu) y del

titular de Instituto del Fondo Nacional de Vivienda pa-
ra los Trabajadores, (Infonavit), reconoce lo infructuo-
so de las subastas, pues no solo no recuperan recursos
para el Estado, sino que tampoco atienden la proble-
mática de abandono que las origina.

El titular de Infonavit anunció la finalización de las su-
bastas10 por la siguientes razones:

• No brindaban beneficios a la infraestructura ni al
ahorro de los trabajadores.

• No tenía visión urbana sino de negocios, pues
tiempo después podían ser nuevamente abandona-
das.

• La estructuración de los procesos salía cara en re-
lación con los montos recuperados.

En la información publicada se anuncia la pretensión
de recuperar 650 mil viviendas susceptibles de reinte-
grarse al mercado de entre un universo de 6.1 millo-
nes.

Anuncia, además, cuatro programas para el plan de re-
cuperación.

• Regeneración comunitaria Infonavit.

• Aliados por la vivienda.

• Renovación a tu medida Infonavit.

• Programa de Acompañamiento.

El titular de Sedatu, manifestó la implementación de
un trabajo conjunto con organismos de vivienda, Fo-
vissste e Infonavit, pues los datos de vivienda en con-
dición de abandono no se encuentran determinados
con precisión, haciendo hincapié en que no todas las
viviendas abandonadas son susceptibles de recupera-
ción.11

Cobra relevancia entonces establecer criterios claros y
viables, que brinden certeza al proceso de recupera-
ción y reasignación, en donde sean las necesidades de
las personas las que sean consideradas para la aplica-
ción de programas, proyectos y acciones que atiendan
la problemática.
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Es importante que se contemplen mecanismos para el
logro del objetivo que se plantea, por ello también
considero que se deben tomar acciones legislativas
que acompañen la recuperación de las viviendas y for-
talezcan una reasignación apegada a los principios que
la Ley de Vivienda establece en su artículo 3.

Por ello, se debe reformar la Ley de Vivienda para
que la Política Nacional de Vivienda y el Programa
Nacional de Vivienda establezcan esquemas y meca-
nismos institucionales para la recuperación de vi-
vienda abandonada, con respeto al principio de lega-
lidad y con criterios de habitabilidad, accesibilidad y
ubicación.

El propósito es lograr que todo el proceso de recupe-
ración de vivienda se lleve a cabo con el mayor res-
peto a la legalidad, con respeto irrestricto al derecho
de las personas que, por razones ligadas a condición
de pobreza, marginación o vulnerabilidad se encuen-
tren en cartera vencida, mismas que deben ser consi-
deradas bajo los índices que emita el Consejo Nacio-
nal de Evaluación de la Política de Desarrollo Social,
garantizando su derecho a una vivienda adecuada, a
la que se ha comprometido al Estado mexicano cum-
plir.

Por tanto, esta iniciativa busca el aprovechamiento de
viviendas en condición de abandono, cuyo incumpli-
miento en el pago de los créditos dé certeza para que
el Estado pueda recuperarlas sin afectación constitu-
cional y convencional a los anteriores poseedores, y
que su reasignación ocurra con objetividad y transpa-
rencia.

Es de enorme interés social la recuperación de vivien-
da y esta debe hacerse con la seguridad de que el Es-
tado no habrá de encontrarse con obstáculos litigiosos
que pudieran distraer y descuidar las acciones más im-
portantes para la consecución de los objetivos de la
política de vivienda.

Por ello, planteo una recuperación de vivienda con la
mayor transparencia y dar certeza en la asignación a
personas solicitantes, que en su derecho se encuentra
el acceso a una vivienda adecuada, y que requieren la
certeza de la propiedad para vivir con tranquilidad, se-
guras de que han adquirido un patrimonio real al am-
paro del Estado y a un precio razonable.

Así mismo, considero de vital importancia que se es-
tablezcan candados para evitar que el problema sub-
sista, pues la política de vivienda debe cambiar para
lograr que las personas beneficiadas tengan la certeza
de que han encontrado el bien preciado que los brin-
dará todos los derechos que señalamos al comienzo de
esta iniciativa.

Por ello, incluyo en la presente iniciativa como crite-
rio de evaluación al trabajo de las dependencias rela-
cionadas con el rubro y al de los objetivos del Progra-
ma Nacional de Vivienda, el porcentaje de viviendas
abandonadas, posibilitando que el Ejecutivo, en sus fa-
cultades reglamentarias, establezca los márgenes por-
centuales que garanticen el cumplimiento de la Políti-
ca Nacional de Vivienda conforme a lo establecido en
el artículo 1 y 6 de la propia Ley de Vivienda.

Propongo que el porcentaje de viviendas abandonadas
sea considerado en la evaluación de la política en la
materia, ya que es urgente cambiar el enfoque de ac-
tuación del Estado.

Con la aprobación de este proyecto legislativo, esta-
mos contribuyendo al abatimiento del abandono de la
vivienda, y confío que habrá de redundar en un futuro
próximo, en la inexistencia de viviendas susceptibles
de reasignar.

A efecto de lograr una mejor comprensión de la pro-
puesta se inserta el siguiente cuadro comparativo.
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Por lo anteriormente expuesto, acudo a esta soberanía
a presentar, iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que reforman diversas disposiciones
de la Ley de Vivienda en materia de vivienda aban-
donada 

Único. Se adiciona la fracción XIII al artículo 6; la
fracción XVII al artículo 8 recorriéndose la última, y
un último párrafo al artículo 12, todos de la Ley de Vi-
vienda, para quedar como sigue:

Artículo 6. … 

I. al X. …

XI. Proveer esquemas que permitan la participación
de las comunidades de diversas regiones del país,
incluidos los pueblos y comunidades indígenas y
afromexicanas, principalmente situadas en zonas en
alta y muy alta marginación, de acuerdo con los in-
dicadores del Consejo Nacional de Evaluación de la
Política de Desarrollo Social, con la finalidad del
mejoramiento continuo de sus viviendas e infraes-
tructura pública;

XII. Vigilar la correcta aplicación de los indicadores
de marginación, que emite el Consejo Nacional de
Evaluación de la Política de Desarrollo Social, para
atender el direccionamiento de los programas federa-
les, estatales y municipales en materia de vivienda, y

XIII. Establecer esquemas y mecanismos institu-
cionales para la recuperación de vivienda en
condición de abandono, con respeto al principio
de legalidad, y con criterios de habitabilidad, ac-
cesibilidad, y ubicación.

Artículo 8. …

I al XVI. ...

XVII. Los requerimientos mínimos que deban ser
materia de coordinación con entidades federativas y
municipios para la regulación de las construcciones
para asegurar calidad, seguridad y habitabilidad de
la vivienda,

XVIII. Estrategias y líneas de acción para la re-
cuperación de vivienda en condición de abando-
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no y para su reasignación a la población solici-
tante, y

XIX. Los demás que señale el Plan Nacional de
Desarrollo y otros ordenamientos legales.

Artículo 12. …

…

…

…

…

El porcentaje de viviendas en condición de abando-
no será criterio de evaluación de los objetivos del
Programa Nacional de Vivienda, y del cumplimien-
to de las labores de las dependencias encargadas de
su instrumentación.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día
después al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Notas

1 file:///C:/Users/Usuario/Downloads/2236-

Texto%20del%20art%C3%ADculo-723 -1-10-20190213.pdf

2 Reporte Mensual de Sector Vivienda. Junio 2021. https://siste-

mas.sedatu.gob.mx/repositorio/proxy/alfresco-noauth/api/in ter-

nal/shared/node/zxiUddDpTz-cWQDThe-dJg/content/202106.pdf

3 https://www.elfinanciero.com.mx/empresas/2021/12/05/cartera-

vencida-del-infonavit-baja-en-septiembre-pero-es-mas-alta-que-

la-de-fovissste-y-banca/

4 https://portalmx.infonavit.org.mx/wps/wcm/connect/0533bafd-

b0b6-4f10-a9 a6-

937c86fabbfc/Glosario_de_terminos.pdf?MOD=AJPERES&CVI

D=mXMsKN7

5 https://infonavit.janium.net/janium/Documentos/67994.pdf

6 Informe Anual de Actividades 2020. Infonavit. http://gaceta.di-

putados.gob.mx/PDF/65/2021/oct/Inf_Infonavit-20211026.p df8

7 https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/665843/3IL-

Sedatu.pdf

8 https://www.elsoldecuernavaca.com.mx/finanzas/por-primera-

vez-infonavit-realiza-subasta-en-linea-de-vivienda-recuperada-

311744.html

9 https://www.eluniversal.com.mx/cartera/negocios/infonavit-rea-

liza-su-ul tima-subasta-de-vivienda-recuperada

10 https://elceo.com/bienes-raices/el-plan-para-la-recuperacion-

de-viviend a-abandonada/

11 https://centrourbano.com/vivienda/prepara-sedatu-programa-

nacional-recuperacion-vivienda/amp/

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 1 de febrero de 2025.

Diputada Lilia Aguilar Gil (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES AL

CÓDIGO PENAL FEDERAL, EN MATERIA DE DELITOS CON-
TRA LA PAZ Y SEGURIDAD DE LAS PERSONAS, A CARGO DE

LA DIPUTADA LILIA AGUILAR GIL, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PT

La que suscribe, Lilia Aguilar Gil, diputada federal, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en la fracción II del artículo 71 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración del ho-
norable Congreso de la Unión la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona un Capítulo
III, denominado “Ciberacoso”, que comprende los artí-
culos 259 Ter y 259 Quáter, al Título Decimoctavo,
“Delitos contra la Paz y Seguridad de las Personas”, del
Código Penal Federal, al tenor de la siguiente
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Exposición de Motivos

En México en el año 2021 se aprobó la “Ley Olimpia”,
por la que se reformó el Código Penal Federal y la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia para reconocer la ciber violencia y sancionar
la violación de la intimidad sexual de las personas a
través de medios digitales.

Con la Ley Olimpia se define a la violencia digital co-
mo:

Artículo 20 Quáter.- Violencia digital es toda acción
dolosa realizada mediante el uso de tecnologías de
la información y la comunicación, por la que se ex-
ponga, distribuya, difunda, exhiba, transmita, co-
mercialice, oferte, intercambie o comparta imáge-
nes, audios o videos reales o simulados de
contenido íntimo sexual de una persona sin su con-
sentimiento, sin su aprobación o sin su autorización
y que le cause daño psicológico, emocional, en
cualquier ámbito de su vida privada o en su imagen
propia.

Así como aquellos actos dolosos que causen daño a la
intimidad, privacidad y/o dignidad de las mujeres, que
se cometan por medio de las tecnologías de la infor-
mación y la comunicación.

Al revisar la legislación a nivel estatal, Ciudad de Mé-
xico, Morelos, Nuevo León, Tlaxcala y Zacatecas han
incluido la modalidad digital en sus leyes de acceso de
las mujeres a una vida libre de violencia. Por su parte,
la Ciudad de México incluyó la posibilidad de solici-
tar medidas de protección específicas en casos de vio-
lencia digital.

Asimismo, se ha reconocido e incorporado sanciones
para actos de sextorsión en la Ciudad de México,
Aguascalientes y Yucatán; amenazas por vías digitales
en la Ciudad de México; hostigamiento sexual en Gua-
najuato; ciber acoso en Puebla y Yucatán y acceso no
autorizado a imágenes de desnudez y doxeo en Aguas-
calientes.

Este gran avance se debe a Olimpia Coral Melo, que
fue víctima de violencia digital al difundirse un video
no autorizado suyo. Sin embargo, a pesar de esta re-
forma el ciberacoso es una problemática que sigue au-
mentando.

Acorde al Inegi, el ciberacoso es un acto intencionado,
ya sea por parte de un individuo o un grupo, teniendo
como fin el dañar o molestar a una persona mediante
el uso de tecnologías de la información y comunica-
ción (TIC), en específico el internet.

De ahí, tenemos que en el país 79.5 por ciento de la po-
blación de 12 años y más utilizó internet en 2022, esto
es, 84.1 millones de personas. De esta cifra el 20.8 por
ciento, es decir, 17.4 millones de personas, fueron vícti-
mas de ciberacoso; siendo en su mayoría mujeres con
9.8 millones de afectadas. Al revisar los rangos de edad,
el 29.3 por ciento de mujeres entre 12 y 19 años fueron
víctimas de ciberacoso en 2022, de 20 a 29 años en un
29.3 por ciento, de 30 a 39 años en un 23.7 por ciento.

El 34.8 por ciento fue víctima de insinuaciones o pro-
puestas sexuales, 33.6 por ciento de las mujeres reci-
bieron contenido sexual y 4.3 por ciento fueron ame-
nazadas con publicar o vender imágenes o videos de
contenido sexual.1

A efecto de lograr una mejor comprensión de la pro-
puesta se inserta el siguiente cuadro comparativo.
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Por lo anteriormente expuesto, acudo a esta soberanía
a presentar, iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un CAPÍTULO III,
“Ciberacoso”, que comprende los artículos 259 Ter
Y 259 Quáter, al Título Decimoctavo, “Delitos con-
tra la Paz y Seguridad de las Personas”, del Código
Penal Federal

Único. Se adiciona un Capítulo III, denominado “Ci-
beracoso”, que comprende los artículos 259 Ter y 259
Quáter, al Título Decimoctavo, “Delitos contra la Paz
y Seguridad de las Personas”, del Código Penal Fede-
ral, para quedar como sigue:

Título Decimoctavo
Delitos Contra la Paz y Seguridad de las Personas

Capítulo III
Ciberacoso

259 Ter. Comete el delito de ciberacoso quien persi-
ga, hostigue, amenace o asedie a otra persona por
medio de Tecnologías de la Información y la Co-
municación tales como redes sociales, mensajería
instantánea, correos electrónicos u otro medio o es-
pacio digital; a través del envío de texto, videos,
imágenes, voces, sonidos o cualquier otro contenido
que puede o no tener una connotación sexual y que
causa daño a la dignidad, integridad psicológica o
seguridad de la víctima.

Este delito se perseguirá a petición de parte ofendi-
da y se impondrá pena de 11 meses a 6 años de pri-
sión y hasta seiscientas veces el valor diario de la
Unidad de Medida y Actualización.

Cuando la víctima sea menor de 18 años o incapaz
de entender el significado del hecho o de resistirlo,
se trate de personas defensoras de derechos huma-
nos o de periodistas o se cometa en razón de géne-
ro la pena se incrementará en una mitad.

259 Quáter. Para garantizar la integridad de la víc-
tima, el Ministerio Público o Juez de Control, se-
gún corresponda, dictarán de inmediato las medi-
das de protección y cautelares pertinentes a fin de
prevenir la repetición de la conducta. Dichas medi-
das podrán incluir la suspensión temporal de cuen-
tas y accesos a plataformas. Los permisionarios,
concesionarios y prestadores de servicios de teleco-
municaciones, redes sociales, almacenamiento y
hospedaje de datos y páginas de internet colabora-
rán con la autoridad competente a fin de adjudicar
la participación y ejecutar las medidas cautelares y
de protección que procedan.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día
después al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Notas

1 Inegi, Módulo sobre Ciberacoso, 2022.

https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/mociba/2022/doc

/mociba202 2_resultados.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 1 de febrero de 2025.

Diputada Lilia Aguilar Gil (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 123 DE LA

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS ME-
XICANOS, EN MATERIA DE VIVIENDA PARA LAS PERSONAS

TRABAJADORAS AL SERVICIO DEL ESTADO, A CARGO DEL

DIPUTADO JOSÉ ANTONIO LÓPEZ RUIZ, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DEL PT

El que suscribe, José Antonio López Ruiz, diputado de
la LXVI Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo, con fundamento en lo dispuesto en el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artícu-
los 6, fracción I, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, presenta ante esta soberanía
iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
ma y adiciona el inciso f de la fracción XI del aparta-
do B del artículo 123 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, al tenor de lo siguiente 

Exposición de Motivos

El Estado debe garantizar a las personas la posibilidad
de acceder a una vivienda que cuente con espacios ha-
bitables, así como servicios básicos, es por ello que
nuestra Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, establece en su artículo 4o, que toda fami-
lia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y deco-
rosa, precepto que a continuación transcribo:1

“Artículo 4o.- La mujer y el hombre son iguales an-
te la ley. Ésta protegerá la organización y el des-
arrollo de la familia.

…

Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda

digna y decorosa. La ley establecerá los instrumen-
tos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objeti-
vo.”

Así mismo, el reclamo de ese derecho por parte de las
personas trabajadoras ha sido exigible desde inicios
del siglo XX, y es el considerar que, dentro de las pres-
taciones laborales, “se considerara la vivienda entre
las obligaciones a cargo de los patrones”2 es por ello
que, en nuestra constitución se garantiza el derecho de
acceso a una vivienda de las personas trabajadoras,
tanto de las pertenecientes al apartado A, y las del
apartado B, precepto que a continuación cito:

“Artículo 123. …

…

A. Entre los obreros, jornaleros, empleados domés-
ticos, artesanos y de una manera general, todo con-
trato de trabajo:

XII. Toda empresa agrícola, industrial, minera o de
cualquier otra clase de trabajo, estará obligada,

según lo determinen las leyes reglamentarias a

proporcionar a los trabajadores habitaciones có-

modas e higiénicas. Esta obligación se cumplirá
mediante las aportaciones que las empresas hagan
a un fondo nacional de la vivienda a fin de consti-
tuir depósitos en favor de sus trabajadores y esta-
blecer un sistema de financiamiento que permita
otorgar a éstos crédito barato y suficiente para que
adquieran en propiedad tales habitaciones.

…

B. Entre los Poderes de la Unión y sus trabajado-
res:

XI. La seguridad social se organizará conforme a
las siguientes bases mínimas:

f) Se proporcionarán a los trabajadores habitacio-

nes baratas, en arrendamiento o venta, conforme

a los programas previamente aprobados. Además,
el Estado mediante las aportaciones que haga, es-
tablecerá un fondo nacional de la vivienda a fin de
constituir depósitos en favor de dichos trabajadores
y establecer un sistema de financiamiento que per-
mita otorgar a éstos crédito barato y suficiente pa-
ra que adquieran en propiedad habitaciones cómo-
das e higiénicas, o bien para construirlas,
repararlas, mejorarlas o pagar pasivos adquiridos
por estos conceptos.”

A nivel internacional, el derecho a una vivienda ade-
cuada está basado en Declaración Universal de los De-
rechos Humanos y en diversos ordenamientos interna-
cionales de derechos humanos de los que México
forma parte, como el Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales el cual en su artí-
culo 11, numeral 1 establece que “Los Estados parte
en el presente pacto reconocen el derecho de toda per-
sona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia,
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incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y
a una mejora continua de las condiciones de existen-
cia”;3 asimismo resulta relevante resaltar la Recomen-
dación número 115 de la Organización Internacional
del Trabajo (OIT) sobre la vivienda de los trabajado-
res (1961) que en su numeral segundo establece la
obligación de “garantizar que se pongan al alcance

de todos los trabajadores y de sus familias un aloja-

miento adecuado y decoroso y un medio ambiente
apropiado.”

El pasado 5 de febrero de la presente anualidad el en-
tonces Presidente de la República, Andrés Manuel Ló-
pez Obrador mandó a la Cámara de Diputados una ini-
ciativa con proyecto de decreto, por el que se reforma
y adiciona la fracción XII del Apartado A del segundo
párrafo del artículo 123 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a fin de crear un siste-
ma de vivienda para todas las personas trabajadoras, la
cual dentro del cuerpo de la iniciativa se puede resca-
tar que sus objetivos son: 

• Que el Infonavit pueda construir vivienda para

que los trabajadores puedan adquirirla en un es-

quema de renta social o en propiedad. Cuando se
trate de esquemas de arrendamiento, la mensuali-

dad que se le cobre a la persona trabajadora no

podrá exceder el 30% de su salario.

• Que cualquier persona trabajadora, con un año

de cotización puedan acceder a la vivienda en ren-

ta propiedad del Infonavit y que obtenga el dere-
cho de adquirirla si mantiene el pago de su renta
por diez años.

• Que, en cualquier caso, se de acceso preferente a

los esquemas de vivienda del Infonavit a las per-

sonas trabajadoras con mayor antigüedad en la

cotización y que no cuenten con una vivienda pro-

pia. Asimismo, todos estos esquemas se deberán ha-
cer con total transparencia, sin criterios discrecio-
nales ni a favor de ningún interés ajeno al del
propio trabajador.

Si bien es cierto que el Instituto del Fondo Nacional de
la Vivienda para los Trabajadores (Infonavit) es el or-
ganismo de seguridad social en materia de vivienda
que más trabajadores derechohabientes tiene a nivel
nacional, también existe un organismo homologo, pe-
ro para los trabajadores al servicio del Estado que

igualmente debe ser considerado para el otorgamiento
de nuevas facultades. Por lo tanto, resulta adecuado re-
formar en los mismos términos que al Infonavit, a el
Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad y Ser-
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado (Fo-
vissste). 

Con la homologación de criterios y facultades que se
les otorgarán a los organismos de seguridad social en
materia de vivienda para los trabajadores se podrá dar
cumplimiento a los objetivos ya planteados por el Eje-
cutivo Federal en materia de vivienda para personas
trabajadoras. 

El Ejecutivo federal, a través de su titular la presiden-
ta de la República, la doctora Claudia Sheinbaum Par-
do, dio a conocer el pasado 14 de octubre del 2024 que
se implementará un nuevo Programa de Vivienda y
Regularización en el país, el cual tendrá como objeti-
vo la construcción de un millón de viviendas, de las
cuales 500 mil estarán a cargo del Infonavit para per-
sonas trabajadoras derechohabientes y 500 mil a cargo
de la Comisión Nacional de Vivienda (Conavi) para no
derechohabientes; además un millón de viviendas se
van a regularizar mediante la escrituración, 700 mil a
cargo del Instituto Nacional del Suelo Sustentable (In-
sus), 200 mil a cargo del Infonavit y finalmente 100
mil a cargo del Fondo de la Vivienda del Instituto de
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado (Fovissste).

Por lo tanto, la reforma constitucional presentada el 5
de febrero es congruente con el programa presentado
por la Presidenta de la República, sobre todo, en el
apartado de las 500 mil viviendas para los trabajadores
derechohabientes y en este sentido, el pasado 26 de
noviembre de la presente anualidad, la Cámara de Di-
putados tras la aprobación por el Congreso de la Unión
y la mayoría de las legislaturas de los Estados, emitió
declaratoria de constitucionalidad de dicha reforma en
materia de vivienda adecuada para personas trabajado-
ras, dando cumplimiento a lo establecido por el artícu-
lo 135, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos. 

De la propuesta de modificación

Los puntos principales que motivan la presente inicia-
tiva son: 
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• Facultar al Fovissste para que pueda adquirir
suelo y construir vivienda, así como poder dar en
arrendamiento social inmuebles de su propie-
dad.

• Establecer que las mensualidades del arrenda-
miento social no podrán exceder del treinta por
ciento del salario de las personas trabajadoras. 

• Establecer que el Fovissste deberá implementar un
sistema de vivienda con orientación social para las
personas trabajadoras derechohabientes que permi-
ta obtener crédito barato y suficiente para su adqui-
sición o mejora. 

• Garantizar que se dará preferencia de acceso a la
vivienda en arrendamiento social a las personas
trabajadoras que hayan aportado continuamen-
te al fondo y no cuenten con vivienda propia.

• Modificar los términos de “trabajadores” por “per-
sonas trabajadoras”; “habitaciones” por “vivien-
das”.

• Sustituir el término “habitaciones baratas” por vi-
viendas adecuadas.

Por lo anteriormente expuesto, la presente iniciativa
tiene por objeto reformar el inciso f, de la fracción XI,
del apartado B del artículo 123 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de crear
un sistema de vivienda para las personas trabajadoras
al servicio del Estado, que les permita obtener crédito
barato y suficiente para su adquisición o mejora y fa-
cultar al Fovissste para que pueda adquirir suelo, cons-
truir vivienda y dar en arrendamiento social inmuebles
de su propiedad. Todo lo anterior para garantizar el
derecho humano fundamental a una vivienda ade-
cuada para los trabajadores. 

Para que mi propuesta sea más entendible, se muestra
el siguiente cuadro comparativo:
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la
consideración de esta soberanía el siguiente proyecto
de

Decreto por el que se reforma y adiciona el inciso f
de la fracción XI del Apartado B del Artículo 123
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en materia de vivienda para las perso-
nas trabajadoras al servicio del Estado

Artículo Único. Por el que se reforma el actual pá-
rrafo primero del inciso f, de la fracción XI; y se adi-
cionan los párrafos segundo, cuarto y quinto al inciso

f, de la fracción XI, recorriéndose en su orden los sub-
secuentes, todos del apartado B del artículo 123 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue:

Artículo 123. ...

... 

A. ... 

I. a XXXI. ...

B. …

I. a X. ...

XI. La seguridad social se organizará conforme a
las siguientes bases mínimas:

f) Se proporcionarán a sus personas trabajado-
ras viviendas adecuadas, en arrendamiento so-
cial o venta, conforme a los programas previa-
mente aprobados. Además, el Estado mediante
las aportaciones que haga, establecerá un fondo
nacional de la vivienda a fin de constituir depó-
sitos en favor de dichos trabajadores y estable-
cer un sistema de financiamiento que permita
otorgar a éstos crédito barato y suficiente para
que adquieran en propiedad suelo o viviendas, o
bien para construirlas, repararlas, mejorarlas o
pagar pasivos adquiridos por estos conceptos.

El fondo establecerá un sistema de vivienda
que permita a las personas trabajadoras ob-
tener crédito barato y suficiente para su ad-
quisición o mejora; también podrá adquirir
suelo y construir vivienda para que las perso-
nas trabajadoras puedan adquirirla o arren-
darla, en los términos que fije la ley. 

Las aportaciones que se hagan a dicho fondo se-
rán enteradas al organismo encargado de la se-
guridad social regulándose en su Ley y en las
que corresponda, la forma y el procedimiento
conforme a los cuales las personas trabajado-
ras podrán acceder a los créditos y viviendas
en arrendamiento social, así como la forma
en que se administrará el citado fondo.
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Después de un año de cotización ante el fon-
do, se podrán acceder a las viviendas en
arrendamiento social propiedad del fondo; la
mensualidad no podrá exceder del treinta por
ciento del salario de las personas trabajado-
ras. Después de un máximo de diez años de
arrendamiento de una misma vivienda, la
persona trabajadora tendrá derecho a adqui-
rirla en propiedad en los términos que esta-
blezca la ley. 

En cualquier caso, se dará preferencia de ac-
ceso a la vivienda en arrendamiento social a
las personas trabajadoras que hayan aporta-
do continuamente al fondo y no cuenten con
vivienda propia. La ley preverá mecanismos
para evitar discrecionalidad o injerencias ar-
bitrarias que limiten el acceso a este derecho. 

XII. a XIV. ...

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Segundo. El Congreso de la Unión tendrá un plazo de
ciento ochenta días naturales para realizar las adecua-
ciones que resulten necesarias a la Ley del Instituto de
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado. 

Tercero. Con el objeto de reivindicar la orientación
social del fondo, en un periodo no mayor a ciento
ochenta días deberá implementarse un programa de
eficiencia operativa que permita hacer una reducción
de costos del Fondo de la Vivienda del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado.

Notas

1 Recuperado de:

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf.

Consultado el 20 de octubre del 2024. 

2 Recuperado de: Iniciativa del Ejecutivo Federal, Con proyecto

de decreto, por el que se reforma y adiciona la fracción XII del

Apartado A del segundo párrafo del artículo 123 de la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de crear un siste-

ma de vivienda para todas las personas trabajadoras. Consultado el

20 de octubre del 2024.

3 Recuperado de: https://www.ohchr.org/es/instruments-mecha-

nisms/instruments/international-covenant-economic-social-and-

cultural-rights. Consultado el Consultado el 20 de octubre del

2024.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo
de San Lázaro, a 1 de febrero de 2025.

Diputado José Antonio López Ruiz (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 9 BIS, 10 Y 20 BIS DE LA

LEY DE EXPROPIACIÓN, A CARGO DEL DIPUTADO JOSÉ

ALEJANDRO AGUILAR LÓPEZ, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DEL PT

El suscrito, José Alejandro Aguilar López, diputado
federal a la LXVI Legislatura del honorable Congreso
de la Unión e integrante del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo, con fundamento en lo que se esta-
blece en el artículo 71, fracción II de La Constitución
Política los Estados Unidos Mexicanos, y en el artícu-
lo 6, numeral 1, fracción I, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de este ho-
norable Pleno la siguiente iniciativa con Proyecto de
decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley de Expropiación, bajo la siguiente:

Exposición de Motivos

El pasado 28 de noviembre del año en curso se publi-
có en el diario oficial de la Federación el decreto por
el que se reforman, adicionan y derogan diversas dis-
posiciones de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal, entre las que destacan las reformas al
artículo 26 de dicho ordenamiento en donde se enlis-
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tan las secretarías de despacho con las que cuenta la ti-
tular del Poder Ejecutivo Federal para realizar su tarea
de gobierno. A diferencia del texto anterior a la refor-
ma citada en este artículo se establecen en las fraccio-
nes correspondientes la denominación de las secreta-
rias de Estado y en la fracción XIII se cambia la
denominación de la Secretaría de la Función Pública
por la nueva denominación que es Secretaría Antico-
rrupción y Buen Gobierno. 

En las múltiples Leyes Federales que existen en nues-
tro ordenamiento jurídico hay algunas que requieren
una armonización en la denominación de las Secreta-
rías de Estado a las que se encuentran vigentes. 

Tal es el caso de la Ley de Expropiación en donde el -
artículo 9 bis, fracción IV y 10 párrafo III se hace men-
ción de la Secretaría de la Función Pública, sin embar-
go, nuestra responsabilidad como Legisladores
Federales es ajustar nuestras distintas leyes a las nue-
vas denominaciones para que la ciudadanía cuente con
la certeza jurídica que la denominación de las depen-
dencias del Ejecutivo Federal que ahí se mencionen
son las que están vigentes.

Por ello en estos dos artículos propongo esta adecua-
ción normativa, para sustituir “Función Pública por
Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno”

Para el caso del artículo 20 bis propongo el cambio de
denominación de gobierno del Distrito Federal por go-
bierno de la Ciudad de México. 

El 29 de enero de 2016 se publicó en el Diario Oficial
de la Federación el decreto por el que se reforman di-
versas disposiciones de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos en materia de la reforma
política de la Ciudad de México 

Esta nueva denominación sustituye a la que se emple-
aba antes del inicio de vigencia de esta reforma y que
era Distrito Federal. 

Adicionalmente propongo el uso de lenguaje inclusivo
para quien ocupe el cargo de gobernar esta gran ciudad
para que se él o la jefa de gobierno. 

Por las consideraciones antes expuestas someto su
consideración la presente iniciativa. 

Artículo único se reforma el artículo 9 fracción IV,
10, párrafo III y 20 bis de la Ley de Expropiación, pa-
ra quedar como sigue: 

Artículo 9 Bis. Según las particularidades del caso, la
expropiación podrá realizarse conforme a las previsio-
nes siguientes: 

I a III… 

IV. La Secretaría de Estado competente podrá con-
venir con los afectados la indemnización corres-
pondiente mediante la entrega de bienes similares a
los expropiados, y donar a los afectados la diferen-
cia que pudiera resultar en los valores, de confor-
midad con los lineamientos que para tal efecto ex-
pida la Secretaría Anticorrupción y Buen
Gobierno. Cuando a campesinos de escasos recur-
sos económicos se entreguen terrenos de riego en
substitución de los que les hayan sido afectados co-
mo consecuencia de la ejecución de obras hidráuli-
cas o de reacomodo o relocalización de tierras en
zonas de riego, la autoridad competente podrá dejar
de reclamar las diferencias de valor que resulten a
su favor.

Artículo 10…

…

La Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno
emitirá las normas, procedimientos, criterios y meto-
dologías de carácter técnico, conforme a los cuales se
realizarán los avalúos, considerando la diversidad de
bienes y derechos objeto de valuación, así como sus
posibles usos y demás características particulares.

Artículo 20 BIS. - El jefe o la jefa de gobierno de la
Ciudad de México, en los términos de esta ley, podrá
declarar la expropiación, ocupación temporal, total o
parcial, o la simple limitación de los derechos de do-
minio, en los casos en que se tienda a alcanzar un fin
cuya realización competa al gobierno local de la Ciu-
dad de México conforme a sus atribuciones y faculta-
des constitucionales y legales. 

La declaratoria se hará mediante el decreto que se pu-
blicará en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México y
será notificada personalmente a los interesados. La no-
tificación se hará dentro de los quince días hábiles
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posteriores a la fecha de publicación del decreto; en
caso de que no pudiere notificarse personalmente, por
ignorarse quiénes son las personas o su domicilio o lo-
calización, surtirá los mismos efectos en una segunda
publicación en la Gaceta Oficial de la Ciudad de Mé-
xico, misma que deberá realizarse dentro de los cinco
días hábiles siguientes a la primera publicación.

La Ley Orgánica de la Administración Pública de la
Ciudad de México, señalará la dependencia a la que
corresponda tramitar el expediente de expropiación,
de ocupación temporal o de limitación de dominio, la
que conocerá del procedimiento a que se refiere el ar-
tículo 2o de esta ley.

Transitorios

I. El presente decreto entra en vigor el día siguiente al
de su publicación en el diario oficial de la Federación 

II. Se derogan todas las disposiciones que se oponga al
presente decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 1 de febrero de 2025.

Diputado José Alejandro Aguilar López (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 18 DE LA LEY PARA EL DES-
ARROLLO DE LA COMPETITIVIDAD DE LA MICRO, PEQUE-
ÑA Y MEDIANA EMPRESA, A CARGO DEL DIPUTADO JOSÉ

ALEJANDRO AGUILAR LÓPEZ, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DEL PT

El suscrito, José Alejandro Aguilar López, diputado
federal a la LXVI Legislatura del honorable Congreso
de la Unión e integrante del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo, con fundamento en lo que se esta-
blece en el artículo 71, fracción II de los Estados Uni-

dos Mexicanos, y el artículo 6, numeral 1, fracción I,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de este honorable pleno la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
diversas disposiciones de la Ley para el Desarrollo de
la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana
Empresa, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

La iniciativa que someto al conocimiento del pleno
de la honorable Cámara de Diputados tiene el propó-
sito de adecuar la Ley para el Desarrollo de la Com-
petitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa
a los cambios normativos que se han producido en
otras disposiciones legales que tienen vinculación
con esta Ley.

Tal es el caso de las reformas a la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, en donde en el artí-
culo 36, primer párrafo, se reformó la denominación
de la Secretaría de Comunicaciones y Transporte pa-
ra quedar “Secretaría de Ciencias, Humanidades,
Tecnología e Innovación”, según decreto publicado
en el Diario Oficial de la Federación, en donde se re-
formó el artículo 26, párrafo XIII y 30, 32 Bis, 36 y
38 de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal adicionalmente el 28 de noviembre de 2024
se publicó en el Diario Oficial de la Federación un
nuevo decreto de reformas a la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal en donde se crea en
el artículo 26, fracción XV, la Secretaría de Cien-
cias, Humanidades, Tecnología e Innovación y sus
atribuciones se enlistan en el artículo 38 Bis de esa
Ley.

Ahora bien, en el artículo 18 materia de la presente re-
forma se establece a las dependencias y entidades, así
como organizaciones que forman parte del concejo na-
cional para la competitividad y en la fracción VIII, se
prevé 

“El secretario de Comunicaciones y Transportes
“y como ya quedó asentado en la Reforma del 10
de octubre de 2021 se modificó la denominación
de la secretaria, por lo que hay que hacer el cam-
bio en esta ley para que quede “el secretario de
Infraestructura, Comunicaciones y Traspor-
tes”. 
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En el caso de la fracción XIII del artículo 18 se esta-
blece como integrante “el director general del Con-
sejo General de Ciencias y Tecnologías”.

Solo que en el decreto de reformas a la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal se reformó el ar-
tículo 26 y se adicionó el artículo 38 Bis, para crear la
“Secretaría de Ciencias, Humanidades, Tecnología
e Innovación”, misma que asume las tareas que esta-
ban asignadas al Concejo Nacional de Ciencia y Tec-
nología, por lo que estimo procedente realizar las ade-
cuaciones que requiere el artículo 18 de esta ley.

Artículo Único. Se reforma las fracciones VIII y
XIII del artículo 18, de la Ley para el Desarrollo de
la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana
Empresa, para quedar como sigue:

Artículo 18: Artículo 18.- El Consejo estará confor-
mado por los integrantes siguientes:

VIII. El secretario de infraestructura, Comuni-
caciones y Trasportes.

IX a la XII…

XIII. El secretario de Ciencias, Humanidades,
Tecnología e Innovación

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente de su publicación el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Artículo 18.- El Consejo estará conformado por los
integrantes siguientes:

I a VII…

VIII. El secretario de Infraestructura Comunica-
ciones y Transportes;

IX a XII

XIII. Secretaría de Ciencias, Humanidades, Tec-
nología e Innovación;

XIV a XXII…

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entra en vigor
el día siguiente al de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación 

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones
que se oponga al presente decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 1 de febrero de 2025.

Diputado José Alejandro Aguilar López (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 35 Y 73 DE LA

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS ME-
XICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO ADRIÁN GONZÁLEZ

NAVEDA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT

El que suscribe, Adrián González Naveda, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo en la
LXVI Legislatura del Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
mexicanos; y 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados y demás disposiciones aplicables, somete a
consideración de esta honorable asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se adi-
ciona la fracción X del artículo 35 y se reforma la
fracción XXIX-Q del artículo 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, de con-
formidad con lo siguiente 

Exposición de Motivos 

Para lograr una real concurrencia de esfuerzos entre el
gobierno y los ciudadanos, en la que la sociedad se
pueda erigir como protagonista y corresponsable de su
propio desarrollo, es indispensable implementar es-
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quemas de participación y toma de decisiones guber-
namentales. 

Afortunadamente, con la llegada de la izquierda al po-
der desde 2018, esta concurrencia comenzó a ser exi-
tosa. El programa gubernamental “La Escuela es
Nuestra” es un claro ejemplo de que la participación
ciudadana debe ser concebida, ante todo, como la pa-
reja indispensable de la representación política, la se-
gunda emanando de la primera y ambas dándole signi-
ficado a la democracia. 

El presidente Andrés Manuel López Obrador, com-
prendió que solo a través del empoderamiento ciuda-
dano, con instituciones que contribuyan de manera
efectiva a esa motivación, blindadas contra intereses
facciosos y ajenos al interés general, se lograría inhi-
bir el uso discrecional y arbitrario del poder.

Es así, que el primer gobierno de la Cuarta Transfor-
mación respondió efectivamente a la evolución políti-
ca y democrática del cuerpo social mexicano; el mo-
nopolio partidocrático del espacio público desapareció
frente a la participación ciudadana y a una mayor de-
mocracia participativa. 

Para el Humanismo Mexicano, la participación de la
ciudadanía dejó de ser un simple acto de depositar, en
cada periodo electoral, el voto en la urna. Este rutina-
rio episodio, fue visto como la única y sola interven-
ción del ciudadano en la vida democrática del país. Sin
embargo, con la llegada de un gobierno federal ema-
nado de la izquierda, se marcó el principio de un cons-
tante y dinámico ejercicio participativo que se está
desarrollando en concordancia con los principios de
inclusión y consenso para edificar los cimientos de
nuestra propia convivencia civilizada. 

Para consolidar el segundo piso de la Cuarta Transfor-
mación, es necesario continuar abriendo los espacios
de participación ciudadanía, con el propósito de con-
firmar que el Poder está depositado en el pueblo.

Bajo esta premisa, encontramos que el esquema de
presupuesto participativo representa uno de los más
acabados instrumentos de empoderamiento ciudadano,
uno que contribuye a robustecer el acceso de la socie-
dad a la toma de decisiones en una acción de gobierno
fundamental como es la asignación del presupuesto. 

Este sistema de participación ciudadana directa con-
siste en un conjunto de actividades, a través de las cua-
les se van definiendo paulatinamente las demandas
sectoriales, las prioridades de la comunidad, los crite-
rios de asignación de fondos y el programa de inver-
sión del Estado mediante la participación de la gente. 

Es importante mencionar, que los esquemas de presu-
puesto participativo latinoamericanos vieron su origen
en el modelo brasileño implementado en la década de
los setenta. La conformación del Partido de los Traba-
jadores en Brasil propició la idea fundamental de que
la mejor acción frente al autoritarismo gubernamental
era la completa democratización del Estado, la econo-
mía y la sociedad.

De esta manera, surge un mecanismo que no sólo
combina, en el ámbito municipal, la democracia direc-
ta con la representativa, sino que permite además el
consenso entre la ciudadanía y las autoridades al defi-
nir los gastos del municipio y dar un seguimiento pun-
tual a la ejecución de los dineros, ahondando en la
transparencia y rendición de cuentas. 

En nuestro país, como era ya una costumbre, el presu-
puesto se definía y asignaba de manera arbitraria, des-
de las más altas cúpulas del poder, sin atender a las re-
ales necesidades de la población. Esta recalcitrante
postura gubernamental profundizó la desigualdad so-
cial, así como la corrupción y el desvío de recursos pú-
blicos a gran escala.

Es por eso, que resultaba imperativo abandonar la con-
cepción tradicional de que el presupuesto es algo me-
ramente técnico, que sólo puede ser abordado por pro-
fesionales, y considerarlo como algo esencialmente
político en el que todos y cada uno de nosotros esta-
mos involucrados. 

Era urgente, que en México se propiciará que la po-
blación hiciera un diagnóstico de sus necesidades, las
cuantificara, elaborará sus demandas, decidiera las
prioritarias e hiciera un seguimiento de la ejecución de
tales acciones, democratizando las partidas presupues-
tales, tanto montos como rubros en los que habría de
ejercerse. Estas acciones, alentarían la corresponsabi-
lidad de ciudadanía en el destino del país. 

La naturaleza incluyente de esta herramienta implica
un efecto directo en la erradicación de los problemas
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que traen aparejados la concentración de poder, el des-
pilfarro de recursos y la corrupción. 

Este esquema de asignación del presupuesto fue crea-
do como un mecanismo de participación ciudadana en
el contexto del gobierno local, y especialmente en el
aspecto relacionado con el gasto público; es decir, se
alienta la búsqueda de consenso entre las autoridades
y la ciudadanía para definir los gastos del cabildo y dar
un seguimiento a la ejecución presupuestaria.

Como mencionábamos en líneas anteriores, la expe-
riencia brasileña nos demuestra que estimular la parti-
cipación ciudadana en la elaboración del presupuesto
tiene, también, efectos muy positivos al reducir las
prácticas clientelares, lograr una más justa distribu-
ción del ingreso y crear una mejor calidad de la repre-
sentación. 

Es innegable que en México hemos comenzado a con-
solidar esquemas de participación que consienten el
acceso de la ciudadanía a los procesos de toma de de-
cisiones, se comenzó a alentar la construcción de ciu-
dadanía a través del apoyo a la participación ciudada-
na en los ámbitos de la deliberación y la acción
democráticas. Prueba de ello, fue la aprobación del
mecanismo de revocación de mandato y la puesta en
marcha de políticas públicas como el programa “La
Escuela es Nuestra”. 

Dentro del andamiaje jurídico nacional, el segundo pá-
rrafo de la fracción II del artículo 115 de la Carta Mag-
na establece que los ayuntamientos tienen la facultad,
entre otras, de asegurar la participación ciudadana y
vecinal. Empero, no termina de ser clara esta facultad
en cuanto a la responsabilidad de los gobiernos estata-
les y de la Federación de cara a la participación de la
ciudadanía en el ejercicio de gobierno.

En tal sentido, la presente propuesta tiene el objetivo
de fortalecer nuestro marco normativo en materia de
presupuesto participativo para seguir consolidando
que esta prerrogativa del ciudadano no esté sujeta a los
caprichos de la administración en turno; de forma que,
resulta indispensable consagrar en la Carta Magna el
derecho fundamental de los ciudadanos a participar en
la asignación del presupuesto.

Sólo a partir de una reforma a los artículos 35 y 73 de
la Constitución Federal, podremos consolidar el dere-

cho de la ciudadanía a participar en una de las accio-
nes de gobierno fundamentales, profundizando los
principios de transparencia y rendición de cuentas de
los actores políticos; un derecho fundamental de toda
sociedad moderna. 

Al respecto, y como ya hemos señalado, un claro
ejemplo de este ejercicio ciudadano es el modelo que
se observa en “La Escuela es Nuestra”, programa pre-
supuestario creado para mejorar la infraestructura y
equipamiento escolar; ampliar la jornada escolar dia-
ria; y mejorar la seguridad alimentaria de las y los
alumnos a través de transferencias directas a los pa-
dres de familia organizados en Comités Escolares de
Administración Participativa. 

El resultado positivo de esta política pública quedó a
la luz de todas y todos. En cinco años de existencia del
programa federal la asignación de recursos aumentó
en más de 61 mil millones de pesos, beneficiando con
presupuesto directo, a 132 mil escuelas en todo el te-
rritorio nacional.

Es necesario hacer énfasis que, congruente con su di-
seño, el programa “La Escuela es Nuestra” ha dotado
de recursos prioritariamente a los centros educativos
ubicados en las localidades de muy alta y alta margi-
nación e indígenas.

Por lo anteriormente expuesto, y en aras de robustecer
la civilización de los derechos ciudadanos, garantizan-
do un mayor sentido de colectividad en la erogación
del dinero público, donde cada ciudadano vea poten-
ciada su habilidad de participar en las decisiones co-
lectivas, se propone la siguiente Iniciativa con proyec-
to de 

Decreto por el que se adiciona la fracción X al artí-
culo 35 y se reforma la fracción XXIX-Q del artí-
culo 73, los dos de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, con el propósito de con-
sagrar el derecho de todo ciudadano de participar
en la asignación del presupuesto en los tres niveles
de gobierno 

Artículo Único.- Se adiciona la fracción X al artículo
35; y se reforma la fracción XXIX-Q del artículo 73,
los dos de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar como sigue: 
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Artículo 35. Son derechos del ciudadano: 

I. a IX. … 

X.- Participar en el proceso de asignación y eje-
cución del presupuesto en los tres niveles de go-
bierno. Las leyes determinarán la manera en que
se realizará esta participación. 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

I. a XXIX-P. … 

XXIX-Q. Para legislar sobre iniciativa ciudadana,
consultas populares y presupuesto participativo.

XXIX-R. a XXXII. … 

Transitorios 

Primero. - El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Segundo. - El Congreso de la Unión contará con 180
días naturales para armonizar la legislación secundaria
en la materia. 

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión, a 1 de febre-
ro de 2025. 

Diputado Adrián González Naveda (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 151 DE LA LEY DEL IMPUES-
TO SOBRE LA RENTA, A CARGO DE LA DIPUTADA MARGA-
RITA GARCÍA GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PT

La que suscribe, Margarita García García, diputada del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, inte-
grante de la LXVI Legislatura del honorable Congre-
so de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados y demás disposicio-
nes aplicables somete a consideración de esta asam-
blea, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se adiciona la fracción I Bis y II Bis al artí-
culo 151 de la Ley de Impuesto sobre la Renta, al te-
nor de la siguiente

Antecedentes

La relación que existe entre animales y personas es
muy antigua, anteriormente se utilizaba para transpor-
te y trabajo, vestimenta y alimento, siempre han esta-
do presentes en la historia evolución de la humanidad,
han sido parte de la industria y economía, esta relación
no solo ha sido utilitaria también son parte de las cul-
turas ya que son parte de mitologías y religiones.

El vínculo existente entre personas y animales debido
a interacciones positivas como el de pasear, jugar o de-
dicarles tiempo, se ha vuelto cada vez más estrecha, y
de mayor apego, tal es el caso, principalmente en ani-
males domésticos como perros o gatos los cuales lle-
gan a ser considerados como parte de la familia, este
vínculo afectivo enriquece la calidad de vida de las
personas, ya que los animales tienen la habilidad de
despertar la empatía hacia ellos.

El cuidado de animales de compañía cada vez ha ido
en aumento, se consideran a los animales domésticos
que vive en el hogar que tiene como finalidad de dar
compañía a las personas, ya que crea una sensación de
calma, modera el estrés y produce relajación, explica
el II Estudio Científico de Vínculo entre las personas
y los animales de compañía de la Fundación Affinitty.

Los animales de compañía sirven de apoyo social ya
que cumplen el papel de brindar apoyo emocional y fí-
sico, contribuyen a la creación de rutinas, mayor bien-
estar y salud, este vínculo ha traído grandes necesida-
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des en los últimos años como la introducción de pro-
gramas, políticas y leyes a favor de los animales en
donde se les reconocen sus derechos.

La Ciudad de México ha sido la primera en emitir una
ley de protección y bienestar de los animales publica-
da en 2002 en su Gaceta Oficial del Distrito Federal,
aunque en otras entidades federativas se mencionan en
capítulos del Códigos penales las sanciones al maltra-
to animal como en los estados de Aguascalientes,
Quintana Roo, Puebla, Nuevo León, Zacatecas, Vera-
cruz, Chiapas y Jalisco.

Exposición de Motivos

El reconocimiento de los animales como seres sintien-
tes implica una obligación ética de velar por su bien-
estar. La Declaración Universal sobre Bienestar Ani-
mal (DUBA), respaldada por diversos organismos
internacionales, insta a los gobiernos a implementar
medidas legislativas que aseguren la protección de los
animales. A través de una legislación que garantice re-
cursos suficientes para su alimentación, cuidado y
atención médica, se reafirma el compromiso con el
respeto a la vida y el trato digno a todos los seres vi-
vos.

En la Ley de Protección y Bienestar de los Animales
de la Ciudad de México, define a los animales de com-
pañía como todo animal mantenido por el humano pa-
ra su acompañamiento y que vive bajo sus cuidados,
sin riesgo para su vida y comunidad, de igual manera
cuenta con el Registro Único de Animales de Compa-
ñía (RUAC) obligatorio en la Ciudad de México dan-
do a perros y gatos certeza jurídica y ayuda a evitar el
abandono. Por ello, garantizar su alimentación, preve-
nir el maltrato y proveerles atención médica adecuada
no es solo una cuestión ética, sino también una res-
ponsabilidad social y pública.

Como podemos observar, hay una evolución en las le-
gislaciones para evitar el maltrato animal y asi mismo
para la protección de los animales domésticos, ya que
al ser considerados como miembros de la familia im-
plica un gasto en alimentos y atención médica, siendo
esta última la más cara, ya que debido al afecto que los
dueños desarrollan hacia ellos, los gastos veterinarios
llegan a ser excesivos, sobre todo cuando se trata de
gastos hospitalarios cuando implica una intervención
quirúrgica.

Cabe señalar que en 2020 se presentó una propuesta
similar en el Senado de la República, aunque la expo-
sición de motivos hacía referencia a la crisis que se vi-
vía en ese año derivado de la pandemia que enfrentá-
bamos, sin embargo, esta iniciativa que presento es
para que los gastos hospitalarios veterinarios sean de-
ducibles de impuestos para las personas físicas.

Esto debido a que quienes en verdad se preocupan y
cuidan de los animales deben de tener algun tipo de in-
centivo, de igual manera es la forma de verificar de
que las personas con quienes estamos atendiendo a
nuestros animales son personas autorizadas y certifi-
cadas para desempeñar la medicina veterinaria.

En la actualidad, tener una mascota doméstica im-
plica una inversión económica significativa para las
familias. Los costos relacionados con la alimenta-
ción, atención médica, productos de cuidado y otros
servicios han aumentado considerablemente, lo que
en muchos casos limita el acceso de las personas a
estos bienes y servicios esenciales para garantizar el
bienestar de los animales. Los altos costos de servi-
cios veterinarios, productos especializados o necesi-
dades específicas (hospitalidad, por ejemplo) pue-
den llevar a la negligencia, ya sea por la
imposibilidad de adquirir atenciones médicas de ca-
lidad, dando pasó a recurrir a alternativas poco se-
guras. Regular estos costos permite a los cuidadores
asegurar una vida digna para sus mascotas, alineán-
dose con principios éticos de bienestar animal y res-
ponsabilidad social.

La disparidad en los precios de servicios veterinarios y
productos básicos para mascotas en distintas regiones
crea inequidades económicas y territoriales. Una legis-
lación que regule y promueva precios justos asegurará
que todas las familias, independientemente de sus in-
gresos o lugar de residencia, puedan cuidar adecuada-
mente a sus animales, fortaleciendo la inclusión y la
equidad.

Por los motivos anteriormente expuestos someto a
consideración de este pleno, la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto 

Único. Se adiciona una fracción I Bis y II Bis al artí-
culo 151 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, para
quedar como sigue:
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Ley de Impuesto sobre la Renta

Artículo 151. Las personas físicas residentes en el pa-
ís que obtengan ingresos de los señalados en este Tí-
tulo, para calcular su impuesto anual, podrán hacer,
además de las deducciones autorizadas en cada capítu-
lo de esta ley que les correspondan, las siguientes de-
ducciones personales:

I. …

I. Bis. Los pagos por honorarios médicos hospi-
talarios de mascotas y por servicios profesionales
en materia veterinaria prestados por personas
con título profesional legalmente expedido y re-
gistrado por las autoridades educativas compe-
tentes, así como los gastos hospitalarios, efectua-
dos por el contribuyente para sí, siempre que no
perciba durante el año de calendario ingresos de
cantidad igual o superior a la que resulte de cal-
cular el salario mínimo general del área geográ-
fica del contribuyente elevado al año, y se efectúe
mediante cheque nominativo del contribuyente,
transferencias electrónicas de fondos, desde
cuentas a nombre del contribuyente en institu-
ciones que componen el sistema financiero y las
entidades que para tal efecto autorice el Banco
de México o mediante tarjeta de crédito, de dé-
bito, o de servicios.

Las autoridades fiscales podrán liberar de la
obligación de pagar las erogaciones a través de
los medios establecidos en el párrafo anterior,
cuando las mismas se efectúen en poblaciones o
en zonas rurales sin servicios financieros.

Para efectos del párrafo anterior, también se-
rán deducibles los pagos efectuados por hono-
rarios médicos en materia veterinaria, por aná-
lisis, estudios clínicos o prótesis, gastos
hospitalarios, compra o alquiler de aparatos
para el establecimiento o rehabilitación de la
mascota. Lo dispuesto en este párrafo no estará
sujeto al límite establecido en el último párrafo
de este artículo.

Para efectos de la deducción a que se refiere el
segundo párrafo de esta fracción, el comproban-
te fiscal digital correspondiente deberá contener
la especificación de que los gastos amparados

con el mismo están relacionados directamente
con la atención veterinaria o gasto hospitalario
de que se trate. Adicionalmente, el Servicio de
Administración Tributaria, mediante reglas de
carácter general, podrá establecer otros requisi-
tos que deberá contener el comprobante fiscal
digital por Internet.

II. …

II. Bis. Los gastos funerarios de mascotas en la
parte en que no excedan del salario mínimo ge-
neral del área geográfica del contribuyente ele-
vado al año, efectuados para las personas seña-
ladas en la fracción que antecede.

III. a VIII. …

…

…

…

…

Transitorios

Único. El presente decreto entrara en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 5 de febrero de 2025.

Diputada Margarita García García (rúbrica)
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